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IV 

INTRODUCCION 

El presente trabajo tiene como objeto dar a conocer al lector, la etapa 

procesal conocida como los alegatos en el Derecho Civil. 

En nuestro Derecho Procesal Civil han aparecido en nuestro desarrollo 

histórico figuras tan importantes como los alegatos, pero su estudio y su práctica 

han sido abandonados por In legislación y por los juristas, trayendo como 

consecuencia su desuso por desconocimiento de su importancia. 

Es indispensable entender la necesidad de tratar el tema, motivo de nuestra 

investigación; como una carga procesal en matéria civil, por lo cual tratarnos de 

entender que son los alegatos y su importancia como requisito indispensable del 

proceso civil en México. 

Por lo anterior nos proponemos definir a los alegatos, y señalar las diversas 

cargas procesales que existen en el proceso, para facilitar el conocimientú de estas 

y su significado, asi como su importancia y In necesidad de provocar el apetito de 

los investigadores y por lo tanto tambien del legislador. 

Como podremos observar en el Desarrollo del presente trabajo los alegatos 

han sido prncticamente abandonados tanto en su estudio como en la vida práctica, 
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esto es debido a la falta de una adecuada regulación en nuestra legislación, así 

como por las diferentes call54S que se señalan en el cuerpo de este trabajo. 

Consideramos que es un deber del estudioso del derecho profundizar en In 

figura de los alegatos que tienen como objeto el exponer ni juzgador los puntos 

más unas sobrcsn1icntes de la litis incluyendo en éstos las pruebas, pnra que el 

jusgador resuelva en sentido favorable a las pretensiones que hagan valer las 

partes. 

En el desarrollo de este trabajo nos proponemos hablar en términos generales 

de lo que es el proceso civil, nsi como de su naturaleza juri~ica, en el contenido del 

mismo se versará sobre quiénes son parte en el proceso, el concepto de parte y las 

clases de partes existentes, se hablara también sobre la capacidad procesal, así 

como de la personalidad jurídica, legitimación, sustitución o cambio de parte, se 

intentará también determinar cuál es la función que persigue el proceso. 

Se procura en el presente trnbajo dctem1inar qué son las cargas procesales, su 

concepto y sus diferencias con las ob1igacioncs, se sctlalarán las características ele 

las cargas y se establecerá específicamente en lo que consiste la carga de la 

demanda, sus requisitos y efectos y en consecuencia de la contraparte, la carga de 

la contestación de la demanda, los requisitos de éstn contestación, sus fonnns y sus 

efectos. 

Se intenta conocer la carga del impulso procesal, los mndos de impulsar el 

proceso, los plazos y terminas judiciales, se hablara sobre la carga de la prueba y 
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su concepto, sobre su distribución y las excepciones a la necesidad de probar los 

hechos. 

Asimismo, mencionaremos la carga de la prueba del derecho y la del derecho 

extranjero, la carga de la prueba de los usos y de la costumbre además de la carga 

de la prueba de la jurisprudencia. Se señalará cuál es la función 

cómo se ofrecen, cómo se admiten, se preparan y se desahogan las pruebas. 

En el contenido de este trabajó muy en especial se contemplará la carga de 

los alegatos, el concepto de los mismos, su naturaleza jurídica, sus antecedentes 

históricos contemplados en los diferentes Códigos de Procedimientos Civiles que 

han regido en nuestro país, las partes que pueden formular alegatos, el término 

legal para formularlos, la forma de manisfestarlos y su contenido, así como el 

objeto de los alegatos y sus efectos jurídicos. 



CAPITULO l. 

EL PROCESO CIVIL. 

1.1.- CONCEPTO. 

Es importante que ni inicio de cualquier trabajo jurídico de investigación~ se 

toquen algunos temas relacionados entre si, con el único objeto de poder brindarle 

al lector una mejor y mayor idea del tema que se desarrolla. 

Es por ello que esta investigación persigue lograr una mejor visión jurídica 

respecto ni terna que se trota. Considero importante explicar en que consiste el 

proceso civil, ya que el presente trabajo se encuadro dentro del Derecho adjetivo 

civil y por ende es requisito indispensable hablar del proceso. 

Pero ¿ que se ha entendido por el Proceso civil ?, es una de las preguntas 

que se han hecho los procesalistas. El maestro Jase Castillo y Larrañaga hace una 

distinción primaria, el Derecho Procesal Positivo entendiendo por éste Derecho el 

conjunto de normas jurídicas procesales, y la otra división que se hace, es el 

Derecho Procesal científico, aquí la diferencia es más claro porque el objeto de 

estudio de esta roma es In función jurisdiccional, los órganos que la componen y el 

ejercicio de estos, pero al igual que muchos autores se debe coincibir como un 

Derecho de contenido técnico-ji1ridico, que delimita In función jurisdiccional, 

donde se indica claramente los órganos que se encargan de ejecutar o conocer de 

dicha función jurisdiccional y de no forma menos importante, el establecimiento 
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de todos los pasos n seguir llamados procedimiento o lo que de igual forma 

muchos autores llaman el formulismo procesal. 

El porque de la distinción de llamar proceso civil, es muy clara el Derecho, 

como muchas otras ciencias re hnn dividido en ramas, grados, o determinados 

grupos para su mejor estudio y con este su compresión, el Derecho no es la 

excepción y una de sus tantas divisiones es por materia, esto constituye su objeto 

que en muchos casos puede ser civil, penal, administrativo, laboral, fiscal, etc. 

Es por lo anterior, que el Derecho Procesal Civil se ha constituido como 

una disciplina autónoma de la llamadas ramas del Derecho. 

En forma clara Eduardo Pallares, conccptualiza el proceso de la siguiente 

forma: 

"En su acepción más gcneml la palabra proceso se significa un conjunto de 

fenómenos, de actos o acontecimientos, que suceden en el tiempo y que mantienen 

entre si determinadas relaciones de solidaridad o vinculación. Asi entendido el 

proceso, no basta es un concepto que empica lo mismo la ciencia de Derecho que 

las ciencias naturales. Existen, por lo tanto, procesos quimicos, fisicos, biológicos 

y psiquicos cte. como existen procesos jurídicos. Para que haya un proceso, no 

bnsta que los fenómenos o acontecimientos Uc que se trate, se sucedan en el 

tiempo. Es necesario, además, que mantengan entre si determinados vinculas que 

los hagan solidarios los unos de los otros, sea por el fin ni que tiende todo el 

proceso, sen por In causa generadora del mismo" (1). 

l.~ PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Pro..--csal Civil. Editorilll Pomia S.A. Quinta Edición. 
Mcxico, D.F. t966. pág. 602. 



Una de las anotaciones importantes que se realiza en torno al problema de 

la definición del proceso es la reafü,1da por el maestro Carlos Arellano García que 

manifiesta: 

11 El proceso jurídico es una serie de actos jurídicos que se suceden 

regulam1cntc en el tiempo y que se encuentran concntenndos entre sí por el fin u 

objetos que se quieren realizar con ellos. Lo que da unidad al conjunto y 

vinculación n los netos, es precisamente la finalidad que se persigue, lo que 

configurar la instin1ción de que se trata"(2 ). 

Se considera que el proceso jurisdiccional es todo aquel que se presenta 

ante los órganos jurisdiccionales plenamente establecidos, cuya función es 

precisamente administrar ln justicia en todas y cada una de sus modalidades, cabe 

señalar, que el proceso puede ser tramitado en cualquiera de los órganos 

facultados para realizar la función impartadora de justicia y dichos órganos pueden 

ser, hasta de manera excepcional, el poder ejecutivo y el legislativo, dentro de las 

excepciones que maneja 1n Constitución. 

De igual manera, ya existían autores que se encargaban de dilucidar el 

problema del concepto del proceso, así el maestro italiano Giusseppe Chiovenda 

lo conceptualiza nsi : 

" El proceso civil es el conjunto de netos Jirigidos al fin de la actualización 

de la Ley respecto de un bien que se pretende garantizado por esta, en el caso 

concreto, mediante los órganos de la jurisdicción ordinaria1'(3). 

2.· ARELLANO OARCIA, Carlos. Teórln Gcncinl dd Proceso de Derecho rmcesnl civil. volumen I. 
Traducción :i la quinta Edición Italiana. Edicionesjurfdicas Europa· Amc..Ticn1111, 1973. pdg. 9, 
J,. CHIOVENDA.José Guisscppc. Instituciones de Derecho Procesal Civil. Vohimen l.Tr:iduc..-clón u la 
Quinta Edición Italiana. Ediciones Jurfdicas Europa - Ainericana.1973. Pág. 9. 



En indudable que todos los autores manejan como característica importante 

dentro de sus definiciones del proceso el fin perseguido por los órganos que 

conocen del proceso y éste consiste en la impartnción de justicia entendfondo por 

ella la constante y perpetua voluntad de dar a cada quien lo que merece. Es así 

como Cipriano Gómez Larn entiende por proceso: 

"Al conjunto complejo de actos del estado como soberano, de las partes 

interesadas y terceros ajenos, actos todos que tienden o que están proyectados a la 

aplicación de una Ley general a un caso concreto controvertido, para dirimirlo"(4). 

Gómez Larn hace una anotación importante respecto a la Ley General que 

se va a aplicar al caso concreto en controversia, afirma que la ley que se aplica 

será la Ley sustantiva de la materia, es decir, podrán existir tantos procesos como 

ramas del Derecho, por ejemplo, procesos civiles, penales, mercantiles, familiares, 

administrativos, eclesiásticos, ele. 

Por último el maestro U go Rocco conccptualiza al proceso como : 

"El conjunto de las actividades de los órganos jurisdiccionales y de las 

partes necesarias para la declaración de certeza o para la realización coactiva de 

los intereses tutelados por las normas jurídicas en caso de falta de certeza o de 

inobservancia de esas mismas nonnns"(5). 

4.- GOMEZ LARA. Cipriano. Derecho Procesal Civil. cdtorial Trillo.o; primera reimpresión, México, 1990. 
pág. IS. 
5 .- ROCCO, Ugo, Trotado de Derecho Procc8al Civil. Tomo.J Traducción de SINTIS ~IBLENDO, 
Santiago. Editorial Tcmhl- De palma. Argctllina, 1976. pág. 114. 



A través de los autores mencionados nos damos cuenta que el concepto del 

proceso tiene varios elementos que podemos dividir de la siguiente forma : el 

primero, en los netos realizados por personas físicas o morales imputables o 

sujetos que actúan dentro del proceso. En un segundo rubro, que estos actos estén 

contenidos normativa en un orden lógico juridico previamente establecido en 

forma general, impersonal y abstracta. El tercer aspecto será, que los actos del juez 

o de aquellos sujetos que lleganin a intervenir en el proceso sea una conducta 

regulada tanto para el juzgador como para las partes, deduciendo interes propios 

respecto al Derecho de cada uno ; el cuarto aspecto será que el conflicto sea 

presentado ante un órgano estatal previamente establecido y con aquellas 

facultades jurisdiccionales, como quinto elemento tenemos la aplicación de las 

nonnns juridicns sin que estas sean necesariamente generales ya que podrán ser en 

forma individualizadas como es el caso de nquclla interpretación que hace el 

juzgador de las cláusulas de un contrato y de su cumplimiento, como último 

elcmenlo tenemos la solución de In conlrovcrsia, que neccsnriamentc se realizará 

por el juzgador en cumplimiento de su función jurisdiccional, este demento es el 

más importante del proe<,;o yn que pone fin a la controversia sucitada dentro del 

proceso. 

El vocablo proceso se ha utili7.1do en ocasiones como sinónimo de 

procedimiento, lo cual es erróneo pues el procedimiento es la acción o modo de 

obrar, que vn marcando una serie de hechos como consecuencia del 

desenvolvimiento del proceso en la actuación concreta. 

Por otra parte, en el proceso se previene una secuela ordenada al 

desempeño de la función jurisdiccional, el desarrollo regulado por In ley de todos 
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los actos concatenados, cuyo objetivo es que se diga el Derecho a favor de quien 

tiene la razón. 

El procedimiento en cambio, es el desarrollo real de un caso concreto en 

que se plantea una controversia. 

En el proceso se plantean las etapas diversas en abstracto, se previenen 

secuencias en el desempeño de la función jurisdiccional; y el procedimiento es el 

desarrollo real de su caso en que se ha planteado una determinada controversia, es 

el modo como se desenvuelve el proceso, los tramites a que está sujeto, la manera 

de substanciar el proceso; como puede ser verbal, ordinario, sumario, etc. 

Es claro y evidente que hay criterios de muy especial importancia para el 

concepto de proceso o rc)ncionados con el proceso. 

Por la tanto podemos resumir en una conclusión de la siguiente forma: El 

proceso son todos aquellos actos que se encuentran regulados dentro de una 

normatividad de los sujetos que intervienen ante el órgano facultado por el estado 

para la aplicación de todas aquellas normas jurfrlicas en controversia, con la 

finalidad de solucionarlas. Para hacer la diferencia del Derecho Procesal Civil con 

otras ramas será necesario que las partes en conflicto tengan intereses privados. 



1.2.-NATURALEZA JURIDICA. 

Una vez que se ha cxp1icado el concepto de proceso, es necesario conocer 

su naturaleza, es por esto que se da a saber sobre lo complejo que resulta la 

relación procesal. Rafael de Pina considera la relación jmidica procesnl como: 

"La relación entablada entre las partes y emre el juez y cada una de las 

partes desde el momento de la notificación de la demanda en cualquiera de las 

fonnas legalmente autorizadas"(6 ). 

La relación que existe entre las partes y con el juzgador, integran diversos 

actos que llevan a la finalización del proceso, es por tal motivo que se considera 

el proceso como una unidad dinámica. El autor Chiovcndn estima que ]a relación 

procesal es una relación autónoma y compleja que pertenece al Derecho Público 

ya que para él , deriva de nonnas que regulan una actividad pliblica; la considera 

compleja al enfrentarse a diversos derechos coordinados a un mismo fin, es 

autónoma por la norma que obliga al juez a proveer a las dcnu:md:Lc; de las partes. 

El autor José Castillo Larrañaga en su libro titulado Derecho Procesal Civil 

interpreta la opinión de Mortarn respecto a esta relación y, señala que : 

"Según Mortara esta relación jurídica tiene fisonomía propia, no puede ser 

clasificada ni entre las de puro derecho privado porque implica el ejercicio del 

poder público, ni entre las de derecho público porque el debate juridico, entre las 

partes y el objeto del mismo pertenece al derecho privado.''(7 ). 

6.- DE PINA, Rafael. Dicdonariodc Derecho. Editorial Pomia S.A. Primera edición, México 1965. pág. 
237. 
7 .• CASTILLO LARRA~AGA, José y de PillB Rufncl, Derecho Procesal Civil. Edi1iri11.I Pomb S.A. 
Scptima Edición. MCxico. 1966. pág. 169. 



Actualmente se considera que su naturaleza es una relación jurídica 

procesal en la que intervienen las partes y el juzgador, en las que derivan derechos 

y obligaciones. 

1.3.- LAS l' ARTES EN EL PROCESO. 

Una vez concluido el análisis del Proceso Civil será inmediato el estudio 

de las partes que concurren en el proceso. Es así, como en nuestro Derecho 

diversos autores han definido lo que son las portes. 

En su sentido gramatical la palabra parte proviene del origen lntin pars, 

partis que significa la porción de un todo, interpretado este vocablo a nuestro 

Derecho, el proceso será el todo y las partes serán una porción alícuota que 

actúan en el mismo. 

En fonna errónea se ha llegado a entender que, parte será aquellas personas 

que llegaren a intervenir en el proceso como son el juez, el secretario de acuerdos, 

el secretario actuario, los empleados públicos, Jos testigos, los peritos y aquellos 

auxiliares de la administración de la justicia como seria e\ abogado; ahora bien, se 

atribuirá el carácter de parte sólo al actor, al demandado y al tercero llamado a 

juicio, quienes plantean ante el órgano jurisdiccional Ja controversia a resolverse. 



1.3.1 Concepto De Parte. 

La mayoría de los autores Procesalistas definen a la parte en sus diveisos 

estudios, es por tal motivo que considcmmos necesario citnr nlgunns de sus 

definiciones, que nos ayudaran n entender lo que significa una parte. 

Rafael de Pina explica brevemente en su Diccionario de Derecho el 

concepto de parte: 

" Persona que interviene por su propio Derecho en In producción de un 

contrato o acto juridico de cualquier especie, quien se incorpora a un proceso para 

ejercer el Derecho de intervención en los casos autorizados expresamente en la 

ley, aquél sujeto parcial de una relación jurídico procesal".(B) 

Giusseppe Cbiovendn, menciona que : 

"Es parte aquel que pide en su propio nombre o en cuyo nombre se pide la 

actuación de la voluntad de la ley y aquel frente al cual es pedida".('>) 

De esta definición podernos resaltar el aspecto más importante corno es que 

el actor o demandado directamente o a través de persona que lo represente solicita 

la intervención del juzgador que deberá acatar el contenido de la ley, Chiovenda 

no torna en cuenta en su definición, aquellos sujetos que pudieren llegar a 

intervenir en el proceso como sería el tercero llamado a juicio. 

S.- DE PINA. Rafael. <ip.cil. Pág. 375. 
9.- lnstitucioncs de Derecho Civil. &.lilorh1I Revista de Dcret:ho Privado. Volúmcn Scgt11111o P:ig.284. 
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El jurista U go Rocco expresa que : 

"Parte es aquel que estando legitimado para obrar o contradecir, gestiona en 

nombre propio la realiwción de una relación jurídica de la que afirma ser titular o 

bien de una relación jurídica de la que afirma ser titular otro sujeto que puede 

comparecer o no a juicio"(lO). De esta definición consideramos importnnte hacer 

el siguiente comentario; es indiscutible que el tercero que viene a juicio por haber 

interpuesto una terceria excluyente de dominio, viene a obrar en el proceso pero en 

ningún momento será parte, al igual que el juzgador aunque intervenga en el 

proceso no será parte. 

El proccsalista argentino Ricardo Reimundin expone su definición de la 

siguiente forma: 

" Ll doctrina más generalmente aceptada es la que enseña que en el Proceso 

Civil tiene la calidad de parte quien como actor o demandado solicita un acto de 

tutela jurisdiccional, lo que significa que todo proceso supone la existencia de dos 

o más personas, seru1 estas física'> o morales; en posición contrnpucsta : una 

impulsa la actividad jurisdiccional y la otra frente a la cual es solicitada la 

actuación de In ley; pero cabe observar que la actuación de la ley pueda darse 

aunque no exista en absoluto una pretensión en sentido material o substancial o a 

pesar de no existir todavía o de ser incierta11(11). 

Antes de continuar con el estudio de quienes son partes, será necesario 

hacer la siguiente distinción entre sujeto procesal y las partes. La denominación 

de sujeto procesal o de sujeto del proceso, corresponde a aquellas personas entre 

10.- ROCCO, Ugo. oh. cit. Pág.372. 
11.- REIMUNDIN, Ricardo. Derecho Proc<."Sal Civil. Tomo l. Editorial Viracocha. Buenos Aires, 
Argentina. 1956. Pág. 187. 
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las cuales se constituye la relación jurídico procesal, por lo tanto, sujeto procesal 

es aquella denominación que se da en un sentido amplio y las partes son aquellas 

personas que intervienen como sujetos procesales, por lo que no todos los sujetos 

procesales son parte como es el ejemplo, del juez y del Ministerio Público, que 

son sujetos procesales pero no pnrte. En síntesis, el sujeto procesal es el género y 

las partes son la especie. 

De modo tal que las partes en el proceso son aquellas que reclaman para sí 

o en nombre de otro la intervención del órgano jurisdiccional para la tutela de una 

pretensión y aquel de quien se reclama la satisfacción de 1n pretensión o como dice 

el maestro Alsina tiene calidad de parte quien como actor o demandndo pida la 

protección de una pretensión jurídica por los órganos jurisdiccionales. 

Existe el elemento subjetivo de la pretensión simple y la procesal; en la 

primeras de ella, los sujetos son el pretensor y aquel de quien se pretende y la 

segunda, cuando la pretensión es llevnda al proceso los sujetos cambian de 

denominación y pasan a ser nctor y demandado respectivamente constituyendo lns 

partes principales del proceso. 

La parte siendo sujeto de la litis o del negocio, pasa a ser sujeto del proceso, 

en el sentido de que es una de las personas que intervienen en el proceso. 

La palabra parte tiene un doble significado, y al sujeto de la litis se le 

denomina parte en el sentido material, en tanto que al sujeto del proceso se le 

llama parte en sentido procesal. 
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El concepto de parte es de carácter fonnal ya que las partes no han de ser 

necesariamente los sujetos de carácter formal ya que las partes no han de ser 

necesariamente los sujetos del Derecho o de la obligación controvertidos, ésta 

posición da la pauta a que abarque más de una persona, esto es que intervengan 

terceros llamados a juicios que no sólo es de materia Civil sino que también se 

puede extender a otra materia; esto es por que el tercero se coloca junto a una de 

las partes o afirma In preferencia de su pretensión con respecto al litigio de las 

partes primitivas, entonces es así, como surge otra relación jurídico procesal 

distinta a la primera, pero que se encuentra conectada. 

Alcalá Zamora habla del tercero el cual en forma acertada coloca junta a 

las partes pudiendo ser éste coadyuvante o adhesivo, éste puede ser interventor 

principal o excluyente que inicia otro proceso en el que las partes iniciales vienen 

a ser demandadas. 

Existen algunos casos en los que las partes son incrementadas no solo por 

la relación primaria sino también cuando procede la conexidad de Ja causn y es 

atraído otro proceso, en el cual pueden o no estar agregados más partes. 

Resumiendo a través del estudio de este tema podemos ahora explicar de 

manera breve que son las partes: 

Son aquéllas personas físicas o morales con capacidad para acudir al órgano 

jurisdiccional a nombre propio o de tercero para la defensa de una acción en 

controversia, jurídicamente serán denominados como actor o demandante y como 

demandado y en algunos casos reconvencionista , pero es claro que no solamente 

estas partes acuden ante el juzgador para dirimir una controversia sino que en 
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ocasiones es necesario llamar a un tercero con el propósito de que la sentencia que 

se va a dictar le pare perjuicio a este; por tal motivo, el tercero podrá defonder su 

acción con los mismos derechos y obligaciones del actor y del demandado, éstos 

derechos se traducen en ofrecer pruebas así como desahogarlas, impugnar 

resoluciones, en fin; todos aquellos pasos necesarios que traigan como último fin 

la sentencia definitiva. 

Muchos autores se han preguntado el por qué incluir al tercero llamado a 

juicio dentro de Ja clasificación de partes, la razón que se ha dndo es que el tercero 

llamado a juicio tiene un Derecho que puede ser afectado por la sentencia que se 

emita en un procedimiento en el cunl no ha sido oido ni vencido en juicio, por tal 

motivo es requisito indispensable que sea notificado éste antes de que el juicio se 

abra a prueba, para que haga valer sus acciones o excepciones que crea 

convenientes, en caso de no ser llamado a juicio el juez no podrá llegar a dictar la 

sentencia correspondiente. 

Para concluir el presente punto consideramos neccsnrio definir a cada una 

de las partes, de la siguiente forma : 

"ACTOR.- La palabra actor se ha reservado para designar al demandante, 

como aquel que promueve demanda ante los órganos de jurisdicción. En realidad, 

tan actor es el demandado cotno el demandante, cuando ambos actúan, es decir, 

mientras no se coloquen en situación de rebeldía, actor o actora, en definitiva es 

la persona que actúa en el proceso sea en su propio interés o sea en el ajeno. 
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DEMANDADO.- Persona que es demandado."(12) 

TERCEROS LLAMADOS A JUICIO.- Son aquéllas personas llamadas a 

juicio para que respondan de sus efectos, puesto que Ja sentencia que se dicte 

afectará su esfera jurídica. 

Hay diversas opiniones encontrada respecto a que si el tercero llamado a 

juicio es parte o no en el proceso; esto ha causado que algunos autores consideren 

necesario justificarlo como parte, de forma tal, que el profesor José Becerra 

Bautista explica Jo siguiente: 

"Hay ocasiones en que es necesario denunciar el pleito a un tercero para 

que le pare perjuicio In sentencia respectiva; se trata entonces de Ja litis denuntiatio 

de Derecho Romano, por Ja que un tercero viene a juicio obligado por la denuncia 

del pleito. En todos estos casos, el tercero es parte en juicio con todos Jos derechos 

cargas y obligaciones que corresponden a las partes."(13) 

1.3.2 CLASES DE PARTE. 

Una vez que hemos conceptualizado a la parte, surge Ja inquietud en 

conocer quienes son aquéllos que pueden llegar en determinado momento que se 

requiera, a ser parte en un proceso. 

12.- DE PINA, Rafacl.ob.cit. Pdgs. 54 y 2t0. 
13.- BECERRA BAUTISTA, José. El Proceso Civil cu Méidco. Editorial Pomía S.A. Séplima Edición. 
Mé:dco, 1979. Pdg.24. 
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Es así como en fonnn breve y claro exponemos a continuación, aquellos 

quienes pueden ser parte en un proceso: 

Desde el punto de vista de la naturaleza de In persona jurídica que tiene el 

canicter de parte, las personas jurídicas pueden ser físicas o morales. 

PERSONAS FISICAS. Es aquel individuo que surge con el nacimiento y 

que su extingue con su muerte, independientemente de los derechos que podrá 

transmitir n su fallecimiento. Así se encuentra plasmado en nuestra legislación 

específicamente en el articulo 22 del Código Civil para el Distrito Federal que a la 

letra dice: 

"ART.22.- La capacidad jurídica ele las personas físicas se adquiere por el 

nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el momento en que un individuo 

es concebido, entra bajo la protección de In ley y se le tiene por nacido para los 

efectos declarados en el presente Código". 

Las personas físicas no deben tener Unicnmcnle la capacidad de goce, sino 

que, deberán tener la capacidad de ejercicio para poder comparecer por sí mismos 

a juicio, de lo contrario la ley crea otra figura de representación para ese menor de 

edad. Así el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en su 

at1iculo 44señala: 

"ART. 44.-Todo el que, conforme a la ley, esté en el pleno ejercicio de sus 

derechos civiles puede comparecer en juicio." 

"Pero el artículo 45 del mismo ordenamiento dice: 
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Por los que no se hayen en el caso del artículo anterior compareceran sus 

representantes legítimos a los que deban cumplir su incapacidad conforme a 

Derecho. Los ausentes e ignorados serán representados como se previene en el 

titulo XI, libro primero del Código Civil." 

PERSONAS MORALES. Las personas morales pueden tener el carácter de 

parte de acuerdo con nuestra legislación vigente. El artículo 25 del Código Civil 

señala quienes son personas morales : 

"ART. 25.- Son personas morales: 

l. La nación, los estados y los municipios; 

11. Las demris corporacíones de carácter público reconocidas por la ley; 

Ill. Las sociedades, civiles o mercantiles; 

IV. Los sindicatos, las asociaciones profesionales y las demás a que se refiere la 

fracción XVI del artículo 123 la Constitución Federal; 

V. Las sociedades cooperativas y mutualistas; 

VI. Las asociaciones distintas de las enumeradas que se propongan fines, 

políticos,cientificos, artísticos, de recreo, o de cualquier otro fin Lícito, siempre 

que no fueren desconocidas por la ley. 

VII. Las personas morales extranjeras de naturaleza privada, en los términos del 

articulo 2736". 

Dentro del mismo título, el articulo 26 del Código Civil señala: 

"Las personas morales pueden ejercitar todos los derechos que sean 

necesarios para realizar el objeto de su institución". 

Es necesario mencionar que las personas morales obran y se obligan por 

medio de los órganos que lo representan; éstas personas morales se rigen a través 

de su escritura constitutiva y por sus estatutos. 
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MENORES DE EDAD.- El menor de edad es aquélla persona física con 

menos de 18 años de edad y que se encuentra imposibilitado para obligarse por sí 

mismo y en consecuencia no podrá acudir ante el órgano jurisdiccional a nombre 

propio, ya que es necesario que sea representado, ésta representación podrá recaer 

en lns personas que ejercen la Patria Potestad. 

El mismo Código Civil señala varias formas de representar a los menores 

de edad sea a través de los que ejercen la Patria Potestad de aquellos nacidos fuera 

o dentro del matrimonio, y en otras situaciones la ley contempla algunos casos 

para que a falta de padres, abuelos paternos o matemos se utilice la figura de la 

tutela. 

INCAPACITADOS.- La incapacidad puede ser natural o legal; reciben el 

carácter de incapacitados; Segun establece el a11ículo 450 del Código Civil para el 

Distrito Federal: 

"I. Los menores de edad; 

Il. Los mayores de edad privados de inteligencia por locura, idiotismo 

o imbecíbilidad, aun cuando tenga intervalos lucidos; 

III. Los sordomudos que no saben leer ni escribir; 

IV. Los ebrios consetudinnrios y los que habitualmcnlc hacen uso de drogns 

enervantes'1• 

Los citados incapacitados, no pueden concurrir a juicio como partes que 

puedan actuar por su propio derecho, requieren de representación legal a través de 
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la tutela. Un incapacitado puede ser representado en juicio por un apoderado, pero 

es necesario que en el otorgamiento del contrato de mandato haya intervenido en 

representación del incapaz quien ejerza la Patria Potestad o tutela para tener el 

carácter de representante legitimo. 

AUSENTES E IGNORADOS. El articulo 660 del Código Civil señala: 

"El representante del ausente es el legítimo administrador de los bienes de 

éste y tiene respecto de ellos las mismas obligaciones, facultades y restricciones 

que los tutoresº. 

De forma clara el Código Civil en su articulo 48 dice: 

"El que no estuviere presente en el lugar del juicio ni tuviere personas que 

legitimarnente lo represente, será citado en la forma prescrita en el capítulo cuarto 

de este título; pero si la diligencia de que se trate fuere urgente o perjudicial la 

dilación, a juicio del juez, el ausente será representado por el Ministerio Público ". 

También es posible que si se llegara a presentar una persona en 

representación del ausente podní ésta comparecer a juicio y setá admitida como un 

gestor judicial. 

EXTRANJEROS. El co11cepto Constitucional de extranjeros se encuentran 

plasmad(> en su artículo 33; consideramos que el extranjero es aquella persona 

física o moral que no reúne los requisitos establecidos por el sistema jurídico de un 

estado determinado para ser considerado como nacional. Puede ser parte ya que el 

artículo lo Constitucional señala que todo individuo gozará de las garantías que 

otorge la Constitución, ésta expresión de todo individuo incluye a personas 

físicas, morales y extranjeros. 
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Los extranjeros deberán cumplir con los requisilos que señala el articulo 71 

de la Ley General de Población donde deben comprobar su legal residencia en el 

país. 

AGENTES DIPLOMATICOS. Son aquellns personas físicas que 

represenlan a un Eslndo en forma direcla anlc airo Es1ado. Como es sabido los 

agentes diplomáticos cuenlan con la inmunidad diplomálica en el país donde 

desempeñan sus funciones, es por esto, que no podrán ser citados en juicio sin 

que previrunente exista la renuncia del miembro del servicio exterior a la exención 

de la jurisdicción civil o mercantil, sólo puede renunciar la Secretaria de 

Relaciones Exteriores y no el funcionario. Nueslra legislación conlempla olro lipo 

de sanciones para aquellos agenlcs diplomálicos que no cumplan con !ns 

obligaciones que contraen. 

AGENTES CONSULARES. Los cónsules son agentes oficiales que un 

Es1ado eslablcce en las ciucL1des y especialmente en los puerlos de airo Estado 

para ejercer funciones del orden principalmente económico, éstos se encuentran en 

un plano inferior respeclo a los agcnles diplom¡ilicos ya que actúan como 

representnntcs locales de los mismos. 

Exislen algunos ordenamientos en los cuales obligan al cónsul a presentarse 

como testigo y otros en los que le brindan la inmunidad de jurisdicción esto es, 

debido a que México firmó la Convención de Viena Sobre Relaciones Consulares 

y ratificó, habiéndose publicado el decrelo en el Diario Oficial de 11 de 

septiembre de 1968, consideramos que tanlo los agentes diplomálicos como los 

cónsules no cuentan con la ahsolutn jurisdicción como si se tratara de cxtmnjeros 
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comunes, esto es visible en los artículos del 40 al 45 de dicha Convención. Del 

desprendimiento de dichas disposiciones se puede afirmar la situación que tiene 

como parte un agente consular. 

MINISTERIO PUBLICO. La institución de Ministerio Público dndn la 

importancia que tiene en el mundo jurídico cuenta con varias facultades que la 

misma Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal le 

otorga. En su articulo lo de atribuciones fracción VII y VIII señala: 

"VII Intervenir, en ténninos de In ley, en la protección de incapaces de los 

procedimientos del orden familiar que se ventilen ante los tribunales respectivos 

y," 

VIII " Intervenir en todos los demás asuntos que !ns leyes determinen". 

El artículo tercero menciona las atribuciones del Ministerio Público Federal 

en sus fracciones IV, V y VI. como son representar a la Federación, a sus órganos, 

instituciones o servicios, en los juicios en que sean parte como actores, 

demandndos o terceristas, así como intervenir en los juicios de amparo confonne a 

la ley respectiva. 

El artículo 895 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal señala: 

" Se oirá precisamente al Ministerio Público: 

l Cuando la solicitud promovida afecte los intereses públicos; 

ll Cuando se refiera a la persona o bienes de menores incapacitados; 

lll Cuando tenga relación con los derechos o bienes de un ausente; 

IV Cuando lo dispusieren las leyes. 
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En conclusión el Ministerio Público siendo una figura de representación 

social podrá ser parte en aquellos procesos en los que se vea afectada la esfera 

jurídica de la sociedad en general y en casos particulares cuando la ley as! lo 

estimo.. 

SUCESIONES. Una vez ocurrida In muerte del autor de la herencia y la 

imposibilidad que existe en que éste tenga carácter de parte en un juicio; será la 

sucesión de la persona física finada representada por c1 albacea quien actuará en 

nombre de In sucesión en todos aquellos juicios en que sea demandado el finado. 

En los artículos 1705 del Código Civil, 1706 del mismo ordenamiento en su 

fracción VII y Vlll señala las obligaciones del albacea en general., pero a falta de 

este podrá existir el interventor que podni intentar con autorización del tribunal, 

las demandas que tengan por objeto recobrar bienes o hacer efectivos derechos. 

CONCURSO. Es aquel juicio universal que tiene por objeto determinar el 

haber activo y pasivo de un deudor no comerciante para satisfacer, en la meJida de 

lo posible, los créditos pendientes tal y como lo establecen los artículos 173, 477, 

738 a 768 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal de 

acuerdo a la prehtción que corresponda. Para esto el juez decretará que se pida a 

quienes tengan pleitos contra el concursado lo envíen para su acumulación. El juez 

nombrará al sindico provisional, en los juicios en los que el concursado sea parte 

tendrá la representación del sindicato tal y como lo establece el articulo 761 del 

código citado que a la letra dice: 
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" El síndico es el administrador de los bienes de un concwso, debiendo 

entenderse con el las operaciones ulteriores a toda cuestión judicial o extrajudicial 

que el concursado tuviera pendiente o que hubiere de iniciarse". 

QUIEBRAS. El comerciante que cesa en el pago de sus obligaciones puede 

ser declarado en estado de quiebra; en otras palabras es el estado jurídico de un 

comerciante declarado judicialmente, como consecuencia del incumplimiento en el 

pago de sus obligaciones profesionales que produce la limitación de sus facultades 

relativas a la administración y disposición de bienes, así como la liquidación de su 

patrimonio y distribución de los bienes que lo constituyen entre los acreedores 

legítimos en la proporción en que tengan derecho a ser pagados. 

La quiebra del comerciante produce efectos acumulativos respecto a los 

juicios promovidos. Los artículos 123 a 127 de la Ley de Quiebras y Suspensión 

de Pagos regula la situación jurídica del quebrado. El artículo 48 en su fracción Il 

se refiere a las facultades del síndico para ejecutar y continuar todos los derechos y 

acciones que correspondan al deudor, en conclusión éste será parte en los procesos 

en que intervengan los bienes del deudor. 

1.3.3. Capacidad Procesal. 

La ley a través de su legislación divide a la capacidad en dos tipos. La 

primera, es la capacidad de Derecho Civil y la segúnda, es la capacidad de obrar 

enjuicio. 
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La ley procesal establece que roda persona se encuentre con los requisitos 

legales, esro es, que se encuentre en pleno ejercicio de sus derechos civiles puede 

comparecer en juicio, pero también contempla que rodas aquellas personas que no 

cuenten con dicha capacidad lo podrán hacer n través de sus representantes 

legítimos. 

Esta posibilidad que da la ley, da la pauta para que aquellas personas que 

se vean afectadas en su esfera jurídica puedan defenderse en juicio con la finalidad 

de es~1blecer ese Derecho violado. 

Asi, para ser parte en el proceso, será requisito indispensable para rodo 

sujeto contar con In capacidad de goce, que le implica la focultad de ser titular de 

derechos y obligaciones. 

Si bien es cierto que para estar en el proceso basta la capacidad de goce, 

también lo es que ésta capacidad no es suficiente pnm que la parte pueda actuar, es 

decir, realiza por sí misma actos procesales por lo que para hacerlo se necesita fo 

cap&cidad de ejercicio, entendiendo a ésla como la facultad de exigir o cumplir por 

si mismo derechos y obligaciones, de tal forma que para demandar o contradecir 

en juicio, basta con contar con la capacidad de goce, pero también puede ser parte 

un menor de edad, un incapa1, o una persona moral y desde luego un m11yor de 

edad capaz siempre y cuando éste sea 1i1ular de un derecho. 

En los casos de incapacidad será necesario que los proteja proccsalmente 

una persona que cuente con la capacidad de ejercicio, que en su nombre realice 

aquellos actos procesales que tiendan a la protección de los intereses del 

incapacitado, lo cual explica la facultad que tienen los padres para invertir en un 
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proceso a nombre de sus menores hijos o incapacitados, también se justifica Ja 

intervención de los tutores con In misma finalidad de protección a nombre de sus 

pupilos, de Jos representanles a nombre de las personas morales y desde luego de 

Jos apoderados de quienes teniendo capacidad de ejercicio no pueden o no quieren 

comparecer por diversas causas, por sí mismos, a demandar. 

Carnelutti caracteriza a la capacidad del neto como In exislencia en el 

agenle de las cualidades necesarias para el ejercicio del poder o para el 

cumplimiento del deber en que el aclo se resuelva, en este sentido una persona es 

capaz respecto de un acto en tanto puede ser sujclo de Ja relación en que el neto 

tiene su principio. Siguiendo con In misma idea, Cnmclutti dice, que si la 

capacidad jurídica fuera sinónimo de Ja existencia del individuo todos cuantos son, 

tendrían capacidad. Si por el contrario, Jo fuera de los atributos o cualidades 

señaladas por la ley, sólo tendrían capacidad quienes satisfagan éstos requisitos. 

La ley puede atribuir Ja capacidad que por el señalamiento de ciertas 

cualidades se constituye o reconoce, esto llevaría a concluir que ahí donde In ley 

negará la capacidad no se podría ser sujeto destinnlario de prestaciones y 

preslaciones. 

En términos generales, la capacidad para ser parte se refiere a Jos titulares 

del Derecho, a los que tienen la calidad. (l..egilimatión de causarn); los incapaces 

pueden ser parte en el conflicto, en Ja relación de Derecho material, lo que ocurre 

es que aun teniendo Ja capacidad de Derecho, carecen de aptitud para activar por sí 

mismos en el proceso; la capacidad procesal corresponde a quienes tienen In 

capacidad jurídica, pero para estar en el proceso es necesario que puedan conducir 

In acción, es decir, realizar netos procesales. 
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Es importante hacer Ja distinción enlre Jos sujetos de Ja acción y sujetos de 

juicio, así los incapaces partes materiales no lo son procesales puesto que les falta 

In capacidad procesal. 

La capacidad procesal ntnñe n los que pucdC:n realizar actos procesales y 

conducir el proceso hasla su conclusión. De !al forma que Ja capacidad juridica, 

que en lo general tienen todas las personas, no implica el usar de ella en fonna 

personal y libre, así la capacidad de éstas pcrsonns para ser parte en un proceso no 

implica que siempre puedan intervenir de rnancni personal directa e independiente, 

esto no quiere decir que los incapaces no puedan contraer obligaciones ni adquirir 

Derechos procesales, sino que simplemente no pueden actuar por si mismos, ya 

que tiene que hacerlo a través de sus representantes. 

La capacidad de ser parle es Ja capacidad juridica aplicada al proceso. Asi, 

la capacidad procesal se identifica con la capacidad de intervenir activamente en el 

juicio, ésla capacidad es plena si interviene para impugnar Ja justicia o Jcgalicfad. · 

La capacidad se tiene en dos situaciones jurídicas diversns, ]a aptitud y la 

actitud, la primera se entiende como Ja significación de un objeto del conocimiento 

que juridicarnente rcsuha el centro de imputación de titularidad, en cambio, Ja 

segunda se hace referencia a la conduela jurídicamente calificada, pues bien, ser 

capaz es Ja aplitud juridica que poco a poco el Derecho ha ido modelando y 

determinando el tipo de agrupamiento de gente o de cosas que pueden estimarse . 

como las receptoras de Derechos y obligaciones. 
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Por lo tanto cuando se habla de capacidad procesal, de capacidad para ser 

parte o de capacidad pam contratar, heredllr, votar o contraer matrimonio se está 

haciendo referencia a la aptitud de cada relación jurídica, un incapaz por lo tanto, 

no es apto pam recibir dicha titularidad. 

La capacidad no existe en forma absoluta ya que resulta ilógico que una 

persona pueda tener la aptitud pam recibir todas las titularidades jurídicas posibles 

por ejemplo, una persona no es capaz pam ser legalmente una sociedad o una 

asociación, aunque la doctrina discuta sociedades unipersonales, así el capaz no es 

quien obm sino el que puede obrar válidamente, por que la operación misma no 

depende de Derecho sino de las circunstancias sociales o económicas, por lo tanto 

la capacidad no significa imposibilidad de adquirir, modificar, transmitir o 

extinguir títulos, sino imposibilidad jurídica de hacerlo por si mismo. 

1.3.4. Personalidad 

En el Derecho Romano se caracterizó por señalar que solo el hombre libre 

tendría la Categoría de persona, por lo t'nto, los esclavos y los peregrinos 

quedaban excluidos de tal atributo; más adelante en el Derecho Romano de las 

doce tahlRS el hombre libre debería de cumplir con tres estados que eran : 

De libertad 

De ciudadanía y 

De familia. 

Una vez reunidos éstos requisitos podría considemrseles como personas en 

el Derecho, por lo tanto, tendría personalidad. 
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Se ha llegado a confundir el término de personas con el de personnlidad 

para lo cual será necesario realizar una breve distinción: El vocablo persona ha 

denotado al ser humano, es decir, tiene igual connotación que lu palabra hombre y 

que significa individuo de la especie humana. 

El Derecho hn construido un dispositivo o instn1mento que se denomina 

personalidad, ésta es la aptitud para intervenir en ciertas y detenninndns relaciones 

jurídicas, significa que de acuerdo con la norma jurídica la persona puede 

válidamente colocarse en In situación u ocupar el puesto, <le sujeto de una 

determinada relación jurídica. 

Por lo que se refiere a las personas físicas el articulo 22 del Código Civil 

dice: 

" La capacidad jurídica de las personas físicas se adquiere por el nacimiento 

y se pierde por la muerte; pero desde el momento en que un individuo es 

concebido entra bajo la protección de la ley y se le tiene por nacido para los 

efectos declarados en el presente código". 

Bonnecasse sostiene que In personalidad sobreviene a In persona y quien ha 

fallecido debe considerarselc como sujeto de Derecho, esta teoría, para el caso en 

que se ignore el momento preciso de la muerte de dos personas en el mismo 

instante se presumirá la supervivencia de una de ellas por la fuerza de la edad y del 

sexo. Esta afinnación es inexacta para nuestro Derecho positiva mexicano. 
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Así la personalidad lleva implícitas ciertas cualidades que le son propias 

por su misma naturaleza, dichas cualidades se denominan atributos de la 

personalidad como son : 

a) el nombre. 

b) el domicilio. 

c) el estado civil y político y algunos autores consideran también el patrimonio. 

Nuestro Derecho ha creado una ficción jurídica denominada personal moral 

la cual se integrará por el conjunto de pen;onas físicas o bienes organizados para 

la realización de un fin permitido por la ley. 

De lo anterior es importante hacer la aclaración que estos conceptos son 

distintos al concepto que se utilizará para fin del presente trabajo, por lo cual, 

dejamos a un lado la concepción sustantiva de personalidad y retomaremos en el 

terreno procesal la definición de personalidad jurídica dentro del proceso. 

Cirpiano Goméz Lam afirma : 

" que la capacidad de goce es la aptitud del sujeto para poder disfrutar de 

los Derechos que el confiere la ley y por ello se identifica en este sentido con el 

concepto de personalidad jurídica entendiendo esta precisamente como la 

idoneidad para ser sujeto de derechos y obligaciones y que implica la concurrencia 

de una serie de atributos precisamente llamados atributos de la pcrsona".(14 ). 

De una forma más clara Eduardo Pallares sostiene que : 

14.- GOMhZ LARA, Rlcnrdo. T oori11 General del Pro<:cso. f.ditorial Potnia S.A. Segunda Edición. 
M~xka, P.ig. 20-t. 



29 

" Personalidad de los litigantes. Esta frase tiene diferentes sentidos tanto en 

la doctrina como en las leyes y en In jurisprndencia, por personalidad de los 

litigantes se entiende: El requisito pnm ser en un proceso o intervenir en él como 

tercero. Consiste en tener personalidad jurídica o lo que es igual ser persona en 

Derecho. Se dice entonces que carecen de personalidad las instituciones sociales n 

quienes las leyes no lns consideran como pctsonns en Derecho, tales como las 

nsociacioncs mercantiles, las congrcgncioncs religiosas y las iglesias; en nuestro 

Derecho, los clubes, las instituciones de beneficencia, mientras no sean 

reconocidas por la autoridad competente y así sucesivamente. 

Por lo tanto, puede decirse, que el primer requisito para figurar como parte 

en un proceso es ser persona en Derecho; en segundo Jugar se entiende por 

personalidad de los litingentes, lo que en la doctrina se llama capacidad procesal o 

sea Ja facultad que Ja ley reconoce a úctenninar personas y niega a otras, ejercitar 

el Derecho de acción procesal, es decir , de acuidir a los ttfüunales en demanda de 

justicia llevando a cabo todos los actos procesales pnra ello. Carecen de ésta 

personalidad los menores de edad, los interdictos por causa de enfermedad, los 

quebrados para determinada clase de procesos y asi sucesivamente. El Ministerio 

Público tiene la capacidad procesal para representar a los ausentes y para ejercitar 

determinadas acciones que interesan a la sociedad y al estado. Por último se habla 

también de personalidad de los litignntcs, para referirse a la que ostentan los 

representantes legales o convencionales de lns partes, como son los tutores, 

a1bcceas, sindicas , procuradores o mandatarios judiciales, gerentes, apoderados, 

etc."(15). 

Una vez más Rafael de Pina hace la distinción de un doble concepto del 

término personalidad; el primero lo clasifica dentro ele In capacidad que tienen las 

15.- Oiccionnrio de Derech<1 Procesal Civil. Editorial Pomia S.A. Quinta. Edición. MCxico 1966. pdg 226. 
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personas para adquirir derechos y obligaciones y el segundo se refiere a aquella 

capncidnd para obrar en juicio, el primero gira ni rededor de In noción de persona 

jurídica, el segundo se refiere al aspecto de la capacidad procesal, es decir, si 

alguien tiene carácter de persona jurídica, pero no lo acredita en el proceso 

carecerá de la personalidad en ese juicio por falta de comprobación. Por ejemplo 

si unn persona comparece como actor en un juicio y é..c;te no ricredita la existencia 

de la persona jurídica que esta representado, dicha sanción por no haber 

presentado los documentos será In prevención de su demanda pero si no lo hiciere 

se desechará la demanda. Así, si una parte o un tercero concurre a juicio a través 

de su representante voluntario, o convencional, se examinará la personalidad del 

representante. Si no está debidamente acreditada o no existe bien otorgada la 

representación, habrá falta de personalidad en el representante y la contraparte 

podrá objetar dicha situación. 

Podemos decir que el concepto de personalidad jurídica es un atributo o 

una característica atribuible a una persona física o mornl, por lo tanto, la 

personalidad esta íntimamente vinculada a la persona jurídica, no se puede tener 

personaÜdacl si no son personas físicas o morales. 

Puede suceder que alguien sin personalidad actúe en el proceso pero al 

revisar de oficio o a petición de parte su personalidad se constatará dicha falta, en 

tnl presupuesto, se desechará la personalidad con In consecuencia de que no será 

válido lo que haya realizado en el proceso tambien incidirá en el análisis de la 

personalidad de quien se ostenta como representante de alguna de las partes o del 

tercero, Csa representación por otro, será la que deriva de la ley; tratandose de los 

incapacitados, de las personas morales, de los concursados, de los quebrados, de 

las sucesiones o será In que derive del contrato tratandose de los mandatarios, de 
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los abogados patronos, la que derive de un endoso, como la que resulta del endoso 

en procuración. 

Por último, una de lns cosas que deben cuidar más los litigantes es acreditar 

su personalidad, para lo cun1 deben tener pcrsonnlidnd legitima para comparecer en 

juicio, si aquélla circunstancia no se da, el juez, de oficio o a petición de parte 

debcni repeler la intervención que haga en el proceso. 

Es importante finalizar el presente punto con la siguiente conc1usión : 

La personalidad es aquella facultad que tiene una persona para comparecer 

en juicio a nombre propio o en representación de un tercer<;> que puede ser persona 

física o moral legalmente constituida, pero para poder actuar en juicio deberá 

acreditar tal carácter y éste ser reconocido por el juez como tal previo el estudio 

de legalidad. 

1.3.5. Legitimación. 

Es la acción de legitimar, ésta es probar que algo está conforme n la ley; es 

reuinir los requisitos legales para que algo esté conforme a In ley. 

Eduardo J. Couture, nos da el significado de la legitimación procesal: 

"En los problemas derivados de In legitimación procesal, tales como 

aquellos en que se rechaza la demanda por no ser el actor el titular del Derecho 

invocado, el concepto de cosa juzgada formal permite distinguir nitidamente el 

alcance del fallo. Este decide, en todo caso, mediante cosa juzgada formal el 

problema tal como ha sido propuesto en el juicio decidido pero no existe cosa 
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sustancial en cuanto n que el verdadero titular pueda promover In misma cuestión 

en un mismo proceso(l6)11
• 

En la cita anterior se aprecia claramente que el maestro umguayo da a 

entender que no está legitimado el actor por no ser titular del Derecho que invoca, 

de igual forma Carlos Arellano Garcia explica con un ejemplo, claramente el 

problema de la legitimación : La desocupación por falta de pago de renta In 

reclama el presunto heredero de un inmueble pero que, no acredita su carácter de 

heredero¡ no está legitimado para tener el cnnícter de actor en un juicio de 

desahucio. Si esto queda perfectamente claro desde que la demanda se instaura, la 

demanda se le rechni.ará por no estar legitimado, pero, si tiene la apariencia de 

heredero y la demanda se admite, el demandado hace valer como excepción la 

falta de legitimación para demandar y la sentencia le concede la razón al 

demandado. La sentencia absolveni al demandado por falta de legitimación, ésta 

causara estado en los supuestos legales adecuados, pero, no producirá efe.etas de 

cosa juzgada si posterionnente, el auténtico heredero hnce la reclamación de In 

desocupación por falta de pago en las rentas. 

Asi, el principio de la representación rige en cambio, en todos aquellos 

casos en que la ley confiere a un sujeto de Derecho la legitimación procesal para 

actuar en juicio en defensa e interés de otro como son d ejemplo de síndico, c1 

defensor de oficio, el padre ejerciendo la patria potestad, el tutor y el curador; en 

estos casos In cosa juzgada dada contra el representnnte alcan7ll al representado 

sin perjuicio de las acciones de responsabilidad. 

16.· COUTURB. Eduardo J. Fundamentos de Derecho Procesal Civil. Editorial pahna de Buenos Aires, 
t958. plg 260. 
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Aveces cuando proccsalmentc comparece y se desenvuelve una persona 

como representante legal y acreditado de una persona moral se estima legitimado 

"ad proccssum " pero los intereses jurídicos de por medio acreditan n In persona 

moral como legitimnda /1 nd causam." En ocasiones la persona que acude ni 

proceso y ella misma es la titular de la acción se dice que se encuentra legitimada 

tanto en la causa como en el proceso. 

Eduardo Pallares dece que : 

"La legitimación es la situación en que In persona se encuentra en relación 

con detenninado estado de Derecho lo que le pennitc inlervenir y obrar en 

él".(17). 

La legitimación en el Derecho procesal nsume las siguientes figurns: 

-Legitimación en In causa. 

-Legitimación en el proceso. 

~Legitimación activa. 

-Legitimación pasiva. 

-Legitimación autónoma y. 

-Legitimación subordinada. 

La legitimación en Ja causa, es cuando una persona e.s litular de los 

Derechos y obliguciones materia del juicio y la sentencia que se pronuncia afecta 

directamente, es decir, lo obliga. 

17.-PALLARES, Edwmlo, Derecho Procesnl Civil, Editorial Ponúa S.A. México, pág 97. 
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La legitimación en el proceso, es la relación que tiene la parte con respecto 

al litigio. 

La legitimación activa, es la que correponde al actor y consiste en que sea 

titular de los derechos que pretende ejercitar por medio de la demanda. 

La legitimación pasiva, e.' la concerniente al demandado y radica en el 

hecho de que ésta sea la persona obligada a cumplir con las prestaciones que 

contiene la demanda. 

La legitimación autónoma, es aquélla que a través de su propio Derecho 

ejercita ante la autoridad la acción. 

La legitimación subordinada, es aquélla que está representada por persona 

ajena al Derecho y por lo tanto puede ponerse en el proceso n nombre del titular. 

Existe falta de legitimación cuando no se acredite el carácter o 

representación con que se reclama o cuando no se tiene el carácter o 

representación con que a alguien se le demanda. Existe la teoria que señala que la 

legitimación es una cualidad que corresponda a las partes en el proceso y a sus 

representantes para poder actuar válidamente en el proceso, por Derecho propio o 

en representación de otro. 

Calamendrci, establece una regla general y señala que la legitimación es 

aquella facultad para obrar y contradecir al sujeto activo y pasivo en la relación 

sustancial, pero esta regla tiene excepciones, y dicha regla puede corresponder a 

personas diversas, como es el caso de la pluralidad de sujetos activos. 
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José Castillo Larrañnga dice : 

" La legitimación es la facultad en virtud de 1a cual una acción o Derecho 

pueden y deben ser ejercitados por o en contra de una persona en nombre propio se 

llama legitimación en cmJSa, o facultad de llevar, gestionnr o conducir en el 

proceso; activa para aquél que pueda perseguir judicialmente el Derecho y pasiva 

para contra el cual éste se ha de hacer vnler".(18). 

Ciprinno GomCz Lam afimm que la legitimación : 

" E.5 la autorización que la ley concede a un sujeto de Derecho, colocado en 

un detenninado supuesto nonnativo, parn desarrollar una actividnd o conducta, y 

agrega que In legitimación puede ser de fondo o causal y corresponde ni titular de 

un Derecho ; o procesal, y corresponde u los sujetos a quienes la ley faculta para 

actuar en un proceso por sí o a nombre de otros".(19). 

Ahora bien, la representación procesal es la facultad conferida a una 

persono para realizar actos juridicos, los procesales entre ellos, a nombre y por 

cuenta de otro. 

Por último, será necesario clarificar en que consiste la legitimación 

procesal: 

" Es la cualidad de actuar en el proceso con Dcrechu a esa acllmción válida, 

ya sen n nombre propio o en nombre de otro, así el articulo 29 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Fedeml vigente señala: 

18.- CASTILLO LARRAÑAOA, José y DE PINA, Rafod.op. cit. pdg 225. 
19,-GOMEZ LARA, Ciprinno. Tctlri:t General. Editorial Trllla..'1. Cuarta Edición. México, 1989. ptigs. 203 
y 21H. 
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"Ninguna acción puede ejercitrusc sino por aquel a quien compete o por su 

representante legitimo. No obstnnte eso, el acreedor puede ejercitar las acciones 

que comprometan a su deudor cuando conste el crédito de aquel en titulo ejecutivo 

y, cxitado este para deducirlas, descuide, o rehúse hacerlo. El tercero demandado 

puede paralizar la acción pagando al demandante el monto de su credito ... " 

Al igual que éste artículo, los artículos 28, y lo del Código de 

Procedimientos Civiles, 243 y 244 del Código Civil regulan la legitimación . 

1.3.6 Sustitución o cambio de partes. 

Entendemos por sustitución de parte o sustitución de sujetos procesales 

cuando aquélla persona que actúa dentro del proceso se ve remplazada por otra 

que actúa en nombre propio y ejercitando el Derecho del sustituto en su interés 

personal. 

La parte que llega a sustituir en el proceso a otra parte trae como 

consecuencia su actuación en el proceso en el estado en que se encuentre con las 

consecuencias favorables o desfavorables que existan con anterioridad a su 

incursión en el proceso. 

Rafael Pina en su Diccionario de Derecho describe a la sustitución procesal 

como: 

" La posibilidad legal de que una persona distinta del titular del Derecho 

controvertido provoque y siga un proceso, en su propio interés y actúe, 

consiguientemente, como parte en el mismo. La acción ejercitada en tal caso ha 
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sido denominada trndicionalmentc acción oblicua. Se refiere a 1a sustitución 

procesal los artículos 29 del Código de Procedimientos Civiles y los artículos 248, 

315, 1673 a 1675 del Código Civil para el Distrito Fedeml".(20). 

La sustitución de partes es una especie de sustitución procesal por que 

ocurre dentro del proceso; dicha sustitución puede ocurrir por causa de muerte de 

la persona que se haya en el proceso como actor o demandado, en este caso 

inmediatamente interviene en el proceso et sustituto que toma el asunto en el 

estado en que se encuentra y con todas aquéllas consecuencias jurídicas que se 

deriven. 

No existirá sustitución si se están discutiendo derechos y ob1igaciones que 

se extinguen por causa de muerte. Existen ocasiones en que se puede transmitir los 

Derechos litigiosos de un contrato entre la parte y un tercero, así también, cuando 

se fusionan sociedades y la sociedad fusionante adquiere todos los Derechos y 

acciones de la empresa fusionada. 

Será necesario que se identifique plenamente esta figura ya que podría 

existir confusión al creer que e1 tercero Hamado a juicio, o la representación, sen 

de actores o demandados sea una sustitución de partes, de fonna tal que Eduardo 

Pallares, para evitar confusión define a la sustitución procesal de la siguiente 

forma: 

" El hecho de que una persona autorizada por In ley ejercita una acción o 

haga valer un Derecho que no son suyos sino de otra persona, pero al obrar de esta 

manera, no como representante legal o convencional del titular de la acción o del 

20.- DE PINA, Rafael. Y DE PINA V ARA, Rníacl. Dicd-.itlllfiu de Derecho. Editorial Pomla S.A. DCcltno 
Cuarta F..dichín. Mexico, D.F. 19&6. pág. 4Sl. 
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Derecho, sino en nombre propio. En la sustición procesal se llama sustituto a la 

persona que ejercita la acción y sustituido el titular de la acción".(21). 

Como ejemplos podemos mencionar claramente el artículo 2409 del Código 

Civil referente a la transmisión de la propiedad de un predio arrendado, ésta 

transmisión no extingue el contrato de arrendamiento por lo tanto, el nuevo 

propietario será el nuevo arrendador, a su vez, el artículo 1706 del mismo 

ordenamiento en la fracción VII fija como obligación de el albacea defender en 

juicio y fuera de él, la herencia y validez del testamento, por lo tanto, la sucesión 

continuará los juicios del de cujus, en los procesos pendientes. 

De igual forma existe la cesión de derechos contemplada en el artículo 2029 

y 2030 del mismo ordenamiento , y en algunos casos específicos aparece la figura 

de la subrogación. 

1.4. FUNCION DEL PROCESO. 

La regulación de las relaciones entre el órgano jurisdicional y las partes es 

lo que constituye la causa fmal de Derecho Procesal Civil. 

La norma procesal no solo se encuentra en el Código Procesal, sino en otras 

leyes como nos encontramos en el caso del Código Civil que regula el 

procedimiento que se debe seguir para algunos casos, como seria uno de tantos, la 

inmatriculación por resolución judicia~ a la cual se refiere el artículo 3047 del 

Codigó Civil. 

21.- PALLARES, Eduardo, op. cit. p:ig. 241. 
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Consecuentemente debemos tornar nota que si alguien quiere hnccr valer un 

derecho de carácter civil debe poner los medios ndecuados para conseguir su 

finalidad funcional, es decir, se hace valer el Derecho mediante el ejercicio de la 

función jurisdiccional. 

En el proceso intervienen varias voluntades: obviamente la del dcmandnnte, 

la del demandndo, oblicuamente la de los terceros venidos al juicio, en cierto 

modo la de los testigos y pel'itos, que pueden imponerle vimjcs en su trayecto, con 

posible influencia en el fallo. Concluyendo, ademas igualmente, por desistimiento 

de la acción o de la demanda, par convenio de las partes; sin embargo, pam los 

fines propios del proceso, cualquiera de estas soluciones dejaría trunca la función 

del proceso, pues su meta natural es In sentencia. Cipriano Goméz Lara en relación 

a este punto nos señala : 

" La finalidad de todo proceso es solucionar o resolver el litigio, sin 

perjuicio de que, a través del mismo proceso se obtenga una declaración sobre la 

certe:za de determinado Derecho; o de detenninada situación, amén de otras 

consecuencias de tipo constitutivo o de tipo condenatorio que In solución del 

litigio traiga apnrejadas".(22). 

El proceso abarca tanto la nctividnd tendiente a In declaración de un 

Derecho en un caso controvertido como los actos posteriores tendientes a In 

ejecución de la sentencia que dicte el juez, es decir, comprende tanto el aspecto 

puramente declarativo como el ejecutivo. 

22.· GOMEZ LARA, CirpU1110. Téorin General del Prm.-cw. op. cil. pág SI. 
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En el proceso jurisdiccional, que es lo que nos constriñe, la finalidad 

perseguida es In solución de una conlrovetsia enlre partes que pretenden que se les 

resuelva favorablemenle n sus respectivas reclamaciones, solución que queda a 

cargo de un órgano que ejerce facullades jurisdiccionales, ésla úllima entraña una 

aplilud legal para aplicar la nanna jurídica general, abslracla e impets0nal a 

situaciones concrctns en controversia o sin controversia, para determinar quien 

tiene Ja razón. 

El fin nonnal de lodo procesa judicial es ln obligación de una resolución 

por parte del órgano jurisdiccional que intervenga en beneficio de las partes 

conlendienles y ponga 1énnino a la cantrovetsia siguiendo un camino en el que 

primeramente se plantea el problema ni juez; se demuestran los hechas con 

pruebas eficientes; se demuestra la aplicabilidad de la norma al caso y con ello se 

resuelve la conlrovetsia. En éste momento en el que el juez cita para sentencia es 

donde se cierra la actividad procesal de las partes. Por lo que coincidimos con la 

opinion del maestro José Becerra Bautista que dice : 

" El fin normal del proceso es la obtención de una senlencin que, en forma 

vinculativa, resuelva entre las partes una controvetsia sobre Derechos 

sustancinles".(2 3 ). 

Si In causa final de Derecho Procesal lo constituye la regulación del proceso 

que es realizada por el órgano jurisdiccional en fonna privativa, y tiene que 

regulatse por la ley procesal durante el cual se instruye el proceso. 

23.- BECERRA BAUTISTA, losó. op. cit. pág. l. 
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La finalidad del proceso es precisamente la obtención de In tutela jurídica 

que se logra por In sentencia y su posterior ejecución. Por su parte el autor 

Chiovenda explica que : 

11 La actuación de la ley es el fin constnnte del proceso sea fundada o 

infundada la demanda del actor, la sentencia que la acepta o que Ja rechaza es 

siempre actuación de la Ley, esto es, afinm1ción de una voluntad positiva o 

negativa de la Ley . El proceso no sirve a una parte o a la otra; sirve a quien tiene 

In razón, según el criterio del juez".(24). 

Es cnrácteristicn del proceso, la presencia del funcionario judicial órgano 

público Guez), que nos apercibe que la sentencia obliga co.mo un acto de voluntad 

püb1ica, independientemente de su jlLc;;ticia intriseca y del co11scntimiento de las 

partes. 

El proceso mismo eren ob1igacioncs procesales consistentes en realizar una 

serie de actos para In satisfacción de interés ajeno, cuyo titular, del interés puede 

exigir al juez ordene el cumplimiento de la obligación. 

24.- CHIOVENDA, Ja;é. op. cit. pág. 97. 
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CAPITULO U 

LAS CARGAS PROCESALES 

Como ya se ha estudiado, y para dar inicio al presente capítulo; es 

importante recapitular que el proceso constituye en esencia una relación jurídica, 

constituyendo sus estadios particulares por los que se desenvuelven situaciones 

juridicas en las que las partes al realizar los diferentes actos procesales 

correspondientes; esto es, liberándose de las cargas o bien, al omitirlas; se sitúan 

dentro de las especlativas y posibilidades de una sentencia favorable o 

desfavorable según sea el caso. 

Es entonces cúando surge la pregunta: ¿Que es una carga procesal?, misma 

que para tener respuesta iniciaremos analizando su concepto. 

2.1. CONCEPTO DE CARGA PROCESAL. 

Para poder entender el concepto de carga procesal, es necesario hacer 

mención a los aforismos latinos, que desde tiempos pasados, han destacado la 

importancia de dicho término : 
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Iura vigilnntibus, nos donnientibus subveniunt; significo que los leyes 

favorecen a los cuidadosos y no a los negligentes, a los que vigilan y no a los que 

duennen; o bien, itlS civile vigilantibus scrlptum est; esto es, que el Derecho Civil 

se hn escrito para aquéllos que son cuidadosos, para los que vigilan de él. 

De ésta manera acreditamos la importancia que desde tiempos pasndos tenía 

el cuidado y la vigilancia hacia el proceso por las partes; o sea, que ya se concebia 

In idea de las cargas procesales, cslableciéndo riesgos n los negligentes, n los que 

no cuidan del proceso y estímulos a los que cuidan y vigilan del mismo. De aquí se 

desprende la gran impo11ancia de las cargas en In doclrina moderna. 

Cnrnelutti, ni hablar de las cargas se1inla que si la parte liene el oficio de 

tirar del carro del proceso, es necesario que el legislador utilice respecto de él 

como una auriga, el látigo y c1 freno; ésto significa, que lns partes tienen el peso o 

grnvámen de provocar el proceso mediante la demanda, de hacerlo avan1.nr por el 

impulso procesal y, para el efecto el legislador establece las cargas procesales y 

con ellas, modos, formas y ténninos e.le realización para alean Lar el efecto deseado 

con tal acto. 

Al precisar In noción y alcance de la carga, el autor referido sefiala : 

" En cuanto el cumplimiento de un nclo de la parte lo ponga In ley como 

condición, de una providencia del juez, éste no puede suplir el acto no t·umplido en 

modos y tiempos distinlos de los que prescribe la Ley. Es!o quiere decir, que 

donde hay una carga la parte gravada por ella, no puede contar más que consigo 

rnisma"(2 5). 

2S.- CARNELUTfl, Fnmclsco. Estudios de Derecho Procesal. Traducción lle Srolls Mclcnllo. 
Santiago. Buc1ms Airc5 l9S2. E.ditorinl Ejcu. Pág. 92 
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Así, el autor italiano concibe a las cargas como atributos del propio interés. 

Al respecto, Couture expresa que la pane que tiene sobre sí la carga, se 

halla compelida implícitamente a realizar el neto previsto (demandar, contestar, 

probar, impugnar); es su propio interés quien lo conduce a ello. 

De este modo, la carga se configura como una amenaza, una situación 

embarazosa que grava el Derecho del titular. Pero éste se puede liberar de la carga, 

cumpliendo con el acto.(26). 

Asimismo, Goldschmit precisa la necesidad de una actuación para prevenir 

a una desventaja procesal, en ültimo lugar a una sentencia desfavorable, representa 

una carga procesal; y las cargas son imperativos del propio interés. Es en éste 

autor donde se adviene toda la importancia del concepto, ncereandose a una 

definición aceptable, al considerarlas como imperativas del propio interés, pues 

previenen mediante una actuación de la parte un perjuicio procesal. O sea, es su 

propio interés lo que impulsa a las pa11cs a realizar tal actuación, siendo ellos los 

únicos responsables de su suene procesal, y que resultarán beneficiados o 

perjudicados según se liberen o no de las cargas. 

Por su parte, Becerra Bautista menciona al respecto lo siguiente : 

"Derivadas de los derechos de acción y contradicción que competen a las 

panes, son las facultades que éstas tienen de actuar dentro del juicio, para poderlo 

26.- COUTURE, Eduanlo l. oh. cit. Págs. 2t2 a 2 t4. 
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llevar hasta su tem1inación. Estns facultades, sin embargo, no constituyen 

obligaciones, sino cargas procesales"(27 ). 

En conclusión, conceptuamos a las cargas como imperativos del propio 

interés, ya que previenen un perjuicio procesal mediante su observancia. Son 

imperativos del propio interés por Jn siguientes consideraciones : 

a) Por que la parte gravada por la carga, es In única responsable de su suerte 

procesal, de tal modo que está en libertad de modificar o dejar invariada su 

situación con su propia actividad o inactividad en el proceso. 

b) Desebarnzarse de ellas, significa tener mayores probabilidades de éxito 

en la sentencia, evilandose nsi posibles perjuicios procesales. 

c) Por que no existen frente a ella derechos del ndvesario o del tribunal para 

que se cumplan; sino por el contrario, In contraparte no deseará otra cosa que no se 

desembarace uno de la carga, porque tal situación le será favornble en el proceso. 

Tampoco puede exigir el cumplimiento de la carga el tribunal, que puede llegar a 

pronunciar su resolución final sin nuestra intervención (rebeldía). 

27.- BECERllA BAUTISTA,Joseob. cit. Pñgs. TI y78. 
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2.2. DIFERENCIAS ENTRE CARGA Y OBLIGACION 

La principal diferencia entre carga y obligación radica en los siguientes 

argumentos : 

L'l carga se establece por Ley, en beneficio del propio interés; o sea, que su 

liberación o no observancia sólo le traerá beneficios o perjuicios, respectivamente, 

al sujeto gravado por la carga. En cambio, en la obligación, esta se establece por 

ley, para beneficio de un interés ajeno al de aquel que tiene que realizar la 

obligación. 

El autor Sentís Melendo expresa que la diferencia radica en la diversa 

sanción conminada a quien no realice el acto, de tal fonna que sólo existe 

obligación cuando la inercia da lugar a unn sanción juridica; en cambio, si la 

abstención del acto sólo hace perder los efectos útiles del mismo, estaremos en 

presencia de In carga. 

Considero mejor que, existe obligación cuando su incumplimiento hace que 

nazca un Derecho para In otra parte de exigirnos legalmente su cumplimiento 

(obligación del deudor en pagar al acreedor); respecto de la carga, estamos de 

acuerdo en que su incumplimiento produce al titular efectos perjudiciales respecto 

de la sentencia, perdiéndo así los beneficios que otorga la carga de haberse 

cumplido. 

Antonio Micheli hace notar la diferencia en la norma jurídica, que en 

determinados casos fija la conducta a observar, de tal suene que estaremos ante la 
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carga, cuando es necesaria determinada actuación si se quiere conscgir 

detenninado fin, de otra manera no alcanzable y en la cual existe libertad de 

elección y , estaremos en presencia de la obligación, cuando la nonna indica la 

conducta que ha de observarse para sntisfación de un interés ajeno, eventualmente 

bajo pena de sanción jurídica y dentro de la cual no existe libertad de elección. 

El ejemplo más clnro para notar la diferencia nos lo da Couture, quien 

concibe In diferencia no en In sujeción de In voluntad que es elemento común a 

ambos fenómenos, pues en ambos se puede cumplir o no; sino la diferencia radica 

en In consecuencia de su omisión. 

" De la obligación no cumplida nace un Derecho para el acreedor, que nos 

pueda exigir legalmente su cumplimiento; en la carga insatisfecha, sólo nace un 

perjuicio para aquella parte que no se liberó de ella, el cual consiste en colocarla 

en posibilidad de obtener una sentencia contraria a sus intereses por su no 

actunción."(28). 

2.3. CARACTERISTICAS DE LAS CARGAS PROCESALES. 

Las principales características de las cargas procesales y, que se desprenden 

de los razonamientos antes expuestos, son : 

a) Constituyen imperativos del propio interes. 

b) El sentido liberal de ella (característica esencial) 

c) Funcionan como estímulos a la actividad procesal. 

2R.· CO!ITURE. ob, cit, pág. 2t3· 
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a) Imperativos del propio interés. La persona que tiene sobre sí la carga, se 

haya compelida implícitamente a realizar el acto previsto; es su propio interés 

quien lo conduce a ello; ya que aquélla será la única que en última instancia saldrá 

beneficiado o perjudicial, según el caso. 

La carga se configura así, como una situación embarazosa que grava el 

derecho del titular, de la cual hay que liberarse si se quiere alcanzar más 

probabilidades de éxito en la sentencia. Por tanto, es el propio interés lo que nos 

empuja a demandar, contestar, probar; de tal manera que si no realizamos tal 

conducta, no alcanzaremos el resultado títil que con ellas buscamos. 

Finalmente, el descmbarawrsc de In carga, mediante una actuación 

representa el evitar sobrevenga un perjuicio procesal, esto es, una sentencia 

desfavorable por no liberarse de la carga. 

b) Su aspecto de liberalidad. Esta es una caracteristíca esencial de las cargas 

procesales. No existen frente a ella derechos por parte del estado ni del adversario 

para hacer que aquéllas se cumplan. 

La liberalidad en cuanlo a su obsel'Vación, consiste en que el sujeto gravado 

por In carga es libre de desembarazarse de ella, proponiéndo su demanda, 

ofreciendo sus pruebas, impugnando las resoluciones; o bien, no realizando el acto 

correspondiente, sin que exista sanción n su inobservancia o coacción para su 

cumplimiento, ya que constituyen imperativos del propio interés y, resultaría 

ilógico que se aplicara sanción al sujeto gravado por In carga, para proteger a su 

propio interés. Por tanto, sélo se producirán una serie de efectos perjudiciales a su 
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inobscrvnncia que se traducen en soportar 1as consecuencias de una sentencia 

desfavorable. 

c) Como estímulos a la actividad procesal. Tales estímulos funcionan al 

poner de un lado lus cosccuencías perjudiciales a la inactividad, por ejemplo: si no 

se interpone la demanda, no obtendrá la parte, la tutela a su pretensión, si no se 

impugnan las resoluciones judiciales que nos causan agravios, aquéllas causarán 

estado o ejecutorio. 

Por otro lado, poner a disposición de la parte un determinado efecto útil que 

sólo pueda nlcan1:arse mediante su propia actividad; esto es, que al liberarse de las 

cargas procesales, se irá obteniendo una ventaja procesal; en último término, la 

posibilidad de obtener una sentencia favorable. 

De esta manera la carga funciona como estímulo a la actividad procesal, 

para que la parte se convenza de que es la única responsable de su suerte procesal, 

al quedar la misma, en libertad de variar su situación con su propia actividad, o 

bien, dejar invariada su situación procesal con su inactividad. 

2.4. LA CARGA DE LA DEMANDA. 

Es necesario analizar qué se entiende por demanda, para que posteriormente 

podamos estudiar ésta bajo la perspectiva de carga, por lo tanto, se dice que 

demanda es : El acto jurídico oral o escrito por medio del cual una persona 

llamada actor, formula una petición a los órganos jurisdiccionales, solicitándoles la 
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aplicación de una norma sustantiva a un caso concrelo que se deduce en contra de 

otra persona llamada demandado. 

El proceso supone la existencia de dos sujetos con intereses distintos, el 

demandado tiene en contra del actor, el mismo Derecho de pedir juisticia idéntico 

a éste, así, tenemos que existen dos derechos, el Derecho de acción y el de 

contmdición, éstos derechos subjetivos de las partes van dirigidos ni órgano 

juridiccional para que éste imparta justicia. 

El maestro José Becerra Bautista cita a dos tratadistas en cuanto a las 

distinciones que hacen de obligación y carga procesal, : "Zanzuchi hace In 

siguiente distinción ~ La primera existe cuando la ley manda a alguno tener 

detenninado comportamiento paro satisfacer un interés ajeno, sacrificando el 

propio interés; la segunda tiene lugar cuando la ley fija el comportamiento que 

alguno debe tener, si se quiere tener un resultado favorable a su propio interés. 

Calnmendri dice que en el Derecho Procesal prevalecen las cargas, precisamente 

por que las partes deben desarrollar determinada actividad procesal, para satisfacer 

su propio interés, de tal manera que si no la realizan, no obtienen el resultado 

favorable que buscan".(29). 

Así atribuimos el canicter de carga, partiendo de la base de que en primer 

término, entendemos a las cargas proces11les en general, como aquéllas figuras que 

le dan dinamismo al proceso, y la demanda constituye el instrumento ideal para 

provocarlo y hacerlo vivir. 

29. BECERRA BAUTISTA. ob.clt. pógs. 75, 76y 77. 
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Asimismo, como el medio de actuación de las normas sustantivas a los 

cnsos controvertidos; concluimos con ello que la demanda en ese áspecto, 

constituye una carga procesal puesto que hace vivir ni proceso, provocándolo y 

haciéndolo dinámico. Igualmente, le atribuimos éste carácter, apoyandonos en el 

aforismo; quien quiera hacer valer un Derecho en juicio, ha de proponer su 

demanda ante la autoridad jurisdiccional. 

La presentación de la demanda ni vincular al actor con el tribunal, crea 

Derechos y obligaciones n favor del actor y a cargo del tribunal, y eventualmente 

crea Derechos y obligaciones a favor del demandado. Ambos tendrán después que 

satisfacer las cargas procesales que competen a su propio beneficio. 

Es importante resaltar algunas definiciones que se han dado del concepto 

demanda, asi tenemos que Becerra Bautista dice : 

" Que la demanda desde el punto de vista teórico da origen a la relación 

jurídica procesal, vinculando al actor con d juez ... Mientras el actor no formule su 

demanda no existirá juicio" .(3 o). 

" La demanda judicial, es el acto con el cual, afirmando existir una voluntad 

concreta de ley, positiva o negativa, invoca éste (el neto) el órgano del Estado para 

que actúe tal voluntad ... nos ocupamos de la importancia de la demanda en si 

misma, independientemente de ser o no fundada .. .''(31). 

JO.- Jdem. pág. 78. 
31.- CHIOVENDA,José, Principios de Derecho procesal Civil. Tomo II. Cárdenas editor y 
Dbtrihuídor. Mé:dco, 1984, p~g. 181. 
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La presentación de la demanda, al vincular el acto con el tribunal, crea 

derechos y obligaciones a favor del demandado. Ambos tendrán dC!>l'ués que 

satisfacer las cargas procesales que competen n su propio beneficio. 

" La demanda es el acto procesal, verbal o escrito, por el cual una persona 

física o moral, denominada actor, acude ante un órgano jurisdiccional n ejercitar se 

Derecho de acción en contra de otra persona física o moral, dcnominnda 

demandado o reo, con el objeto de reclamar las prestaciones que prctendc."(3 2). 

11 Desde un punto de vista sustancial, la demanda es el medio a través del 

cual el actor ejercita su acción en contra del dcmundndo y con la demanda judicial, 

existe proceso, con todos los derechos que deriven de él".( 3 3 ). 

11 El ejercicio ele la acción se manifiesta principalmente en la fonnulnción de 

In demanda, pero seria un error creer que sólo en la demanda es el ejercicio de In 

acción, se provoca toda actividad necesaria para realizar el interés juridico no 

satisfecho, es decir, para usar todos los medios procesales relacionados cott eSc 

fin".(34). 

La demanda es el medio a lmvés del cual se ejercita el Derecho de acción, 

se vincula íntimamente, In acción es la parte central de la dcmand~ pues es la que 

le da su principal contenido. 

El maestro Carlos Arellano Gnrcia, nos dice : 

32.- AREU.ANO OARClA, Cnrloo. Pr:icth:a Fon:ncc Civil y Familinr • .Ja. Edición, Editorial Pom\a, 
S.A: México, 1984. Pág. 181. 
33.- VALENZUELA Arturo, Derecho Procesal Civil, Primera edición, editorial Librería Carrillo 
Hcnn1111os e Impresores, S.A. Guadalnjara, Jalisco, México, 1983. Pá'g. 103. 
34.- Jdcin. Pág. 103. 
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" Que el empico del vocablo " demanda", alude al acto procesal de una 

persona física o moral, denominada actor o demandante, en virtud del cunl en 

fonna escrita o verbal solicita la intervención del órgano estatal jurisdiccional o 

del órgano arbitral jurisdiccional para que intervenga en un proceso controvertido 

que se dirige a otra persona física o moral denominada reo, para forzar n esta 

tihima persona a las prestaciones que se reclnmnn".(35). 

En muy variadas ocasiones suele denominarse "demanda" a la petición que 

se dirige a un órgano jurisdiccional en el que se solicita su intevención para 

resolver controversias que se le planteen ya que sea por escrito o verbalmente. 

Demanda es sinónimo de petición, de solicitud, de súplica, de exigencia, de 

reclamación, desde el punto de vista gramatical; pero en realidad tenemos que no 

toda petición es una demanda, puesto que hay peticiones que no entrañan una 

controversia como en el caso de la jurisdicción voluntaria, no toda demanda es una 

reclamación o una exigencia, pues se dan reclamaciones y exigencias en forma 

extrajudicial, en tales circunstancias puede considcrársele una súplica solamente 

bajo la perspectiva de la reclamación de parte que la fonnúla y el juez a la que se 

dirige, pero respecto al demandado ya no es una súplica, sino que respecto de él, 

constituye una exigencia sui generis en la que, el órgano jurisdiccional es el 

intennediario, pero la demanda va impregnada de una actitud enérgica, propia de 

la reclamación fonnal que se ha instaurado ante un juzgador. 

La demanda es por lo tanto, el acto típico y ordinario de iniciación procesal, 

o dicho con más expresión, aquélla declaración de voluntad de una parte por Ja 

35.- ARELLANO GARCIA., Cnrlos, Derecho Procesal Civil. Primera cdlcióu. editorial Fornía, S.A. 
México, 1981. Págs. 4S y 46. 
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cual solicita, que se dé vicia a un proceso y que comience su tramilnción, es así, 

como la define Jaime Guasp, en su obra práctica Forcnce Civil y Familiar. 

2.4.1. Requisitos de In demanda. 

Es ímportante señalar en este punto, los requisitos necesarios que la 

demanda debe contener, mismos que nos señala el artículo 255 del Código de 

Procedimientos Civiles: 

" I.- El tribunal ante el que se promueve; 

II.- El nombre del actor y In casa que señale para oir notificaciones; 

III.- El nombre del demandado y su domicilio; 

IV.- El objeto u objetos que se reclamen con su necesarios; 

V.- Los hechos en que el actor funde su petición,numerandolos y 

narrándolos sucintnntcmcnte con claridAd y precisión, de tal manera que el 

demandado pueda preparar su contestación y defensa; 

VI.- Fundamento de Derecho y In clase de acción, procunmdo citar los 

preceptos legales o principios juridicos aplicables. 

VII.- El valor de lo demandado, si de ello depende la competencia del 

juez". 

A continuación haremos un análisis sobre los requisitos mencionados: 

I.- "El tribunal ante el que se promueve. Esto es, la designación del 

Tribunal ante el cual se promueve la demanda. Requisito primordial, ya que cabe 

recordar que la base de toda contienda judicial es su plena validez, de ahí que se 

debe tener cuidado de promover ante el juez competente (artículo 143 del Código 
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comentado), de lo contrario se corrcni el riesgo que se declare nulo todo lo actuado 

ante juez incompetente (articulo 154 del mismo Código). En relación a In 

competencia de los tribunales conviene precisar que ésta se detennina de acuerdo 

con el aticulo 144 del Código en cuestión : por la materia (civil, familiar, penal, 

etc.); por la cuantía (juzgados de paz y civiles); por el gmdo (tribunales de 

primera y segunda instancia); por el territorio (Tribunales del D.F.; Jalisco, 

Morelos, etc.). 

U.- Nombre del actor y domicilo que señale para oir notificaciones. Esta 

fracción debe considerarse con los artículos 44, 45 y 46 del mismo Código. El 

primero de ellos establece que puede ser :ictor o comparecer en juicio, toda 

persona que esté en pleno ejercicio de sus Derechos civiles, por los que no se 

encuentren en éste caso, estabJe,·e el segundo precepto, comparecerán sus 

representantes legítimos o los que deban suplir su incapacidad confom1e a la Ley. 

Se agrega en el tercer articulo que tanlo los interesados como sus representantes 

legítimos podrán comparecer ajuicio, por si o por npodemdo"(36 ). 

De esta manera se: distingue a la parte actora material y en su caso a la 

formal, al constituir In primera, la persona en la que repercuten los efectos 

jurídicos, y la segunda, Ja que de hecho acluanl en juicio, ya sen supliendo la 

minoridad, incapacidad o bien, como representante con poder basrante. 

En relación con el domicilio para oir notificaciones debe analizarse el 

artículo 112 del Código de Procedimientos Civiles, que establece que todo 

litignnte en su primer escrito o en la primera diligencia judicial, deberá designar 

casa ubicada en el lugar del juicio, para que se le hagan las notificaciones y se le 

36.· BECERRA BAUTISTA. ob. cil. Pó&'· 31 y 32. 
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practiquen diligencias, ya que si omite tal, se efectuarán éstas, por medio de 

estrados en el juzgado o por Boletín Judicial, de igual fonna se efectuarán aún las 

de carácter personal. 

Según el artículo 113 del mismo Código, cuando no se haga nueva 

designación del domicilio mencionado, !ns notificaciones se seguirán efectuando 

en el domicilio señalado en un principio y !ns diligencias en las que éste tuviere 

intervención, se practicarán en los estados del Juzgado. Dicho domicilio admite 

dos variantes: podrá señalarse el domicilio real del actor o bien, un convencional. 

III.- Nombre del demandado. El actor debe señalar el domicilio y nombre 

de la parte damandada en sentido material, ya que no se le permite señalar 

representante legal de éste, aún cuando lo conozca el propio actor; 

correspondiendo le al demandado el Derecho de comparacer a juicio en la forma 

que le convenga. Hecha excepción cuando se demanda a un incapaz o persona 

moral, pues en este sentido se podrá demandar a través de su representante legal o 

apoderado, segtin sea el cnso"(37). 

Al respecto pueden presentarse dos situaciones, bien que sea por omisión el 

actor no señale el domicilio del demandado, se ignore o setrate de personas 

inciertas. En el primer caso, no se hará, la notificación hasta que no se subsane tal 

omisión; en el segundo caso, tratandose de personas inciertas, se hará la 

notificación por edictos publicados tres veces, de tres en tres dfos en el boletín 

judicial y en pcriodicos de mayor circulación, quedando la determinación de esto 

último a criterio del juez(3 8). 

37. · Idern. Pág. 34. 
3 B.· IJ,m Pág. 35. 
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IV.- El objeto u objetos que se reclamen con sus accesorios. Lo señalado en 

ésta fracción, es lo que constituye la médula de In demanda, ya que representa el 

Derecho sustancial cuya tutela se pretende a través del ejercicio de la acción. Esta 

de acuerdo con los artículos 24 y 30 del mismo Código, puede ser de tres tipos: 

-Acciones referentes al estado y capacidad de las personas (nacimiento, 

defunción, matrimonio y nulidad de éste, filiación, etc.); 

-Las referentes al cumplimiento de obligaciones personales, por parte del 

deudor, ya sen de dar. hacer o de no hacer y; 

-Los juicios que tienen por objeto la protección de derechos subjetivos de 

carácter real (reclamación de herencia, usufructo, scrvidumbre).(39) 

Aquí, es fundamental que el actor precise e in<lividuaticl.! Ja cosa que con su 

demanda pretende, para que, en caso de que su acción prospere, saber lo que ha de 

exigirse al demandado y estar el lribunal en posibilidad de hacerlo cumplir. 

Igualmente se debe tener cuidado de no reclamar más de lo que se <lcbc, 

porque se incurrlria en plus petitio (exceso en ln reclamación); por ejemplo, de.lo 

primero, si se trata de acciones reales referentes a inmuebles, expresar su 

ubicación extensión y limites; si se refiere a muebles, dctenninar su peso, valor, 

medida, etcétera. 

V.- Los hechos en que funde su petición. En la exposición de los hechos en 

que el actor funde su demanda,deberá narrarlos y numerarlos con toda claridad y 

precisión, con el objeto de que la contraparte puede preparar su contestación y. ya 

sea que ésta los confiese, niegue o ignore por no serle propios; lo que permite 

39.- ldem,p.ig.37. 
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además que ambas partes efcctúen una mejor relación <le probanzas con los hechos 

de la demanda y su contestación.(40) 

De Csta forma, los hechos de In demanda, constituyen los supuestos facticos 

de la norma stt.;;tantiva cuyn tutela se pretende a través de la demanda. 

VI.- Fundamentos de derecho y clnse de acción, En ténninos sencillos ésta 

fracción determina que se citen los preceptos legales que son aplicables al caso, 

aunque cabe decir que lo último resultaría un poco inecesnrio de aplicarse el 

principio "dame los hechos que yo te daré el derecho", en lo referente a la 

obligación que tienen los jueces de conocer el Derecho nacional. 

VII.· El monto de lo que se reclama para poder determinar la comp<itencia 

del juez. Finalmente, en comentario n ésta fracción del artículo en cuestión, exige 

el señalar lo que se deduce del análisis de la primera fracción del artículo que nos 

ocupa, esto es, tener cuidado de promover ante juez competente; cabe aclarar que 

en el presente caso se trata de una competencia por cuantía. 

2.4.2 Efectos de la presentación de In demanda. 

Según el artículo 258 del Código de Procedimiento Civiles, los efectos son: 

- Interrumpir la prescripción, si no es que ya lo está por otros medios; 

- Se señala el principio de la instacia, y, finalmente; 

40.. ldcm. Pág. 38. 



59 

- Determina el valor de las prestaciones exigidas, cuando no pueda referirse 

a otro tiempo. 

Se establece como primer efecto, el interrumpir la prescripción, pero aquí, 

surge el problema si ésta se interurnpe por el sólo hecho de presentar la demanda, 

o bien, hasta que ésta se notifique al demandado tnl y como lo señala el articulo 

1168 fmcción II del Código Civil para el Distrito Federal, que a la letra dice: 

" la prescripción se interrumpe: 

11 Por demanda u otro cualquicm género de interpelación judicial 

notificada al poseedor o al deudor en su caso. 

Se considerará la prccripción como no interrumpida por la interpelación 

judicial si el nctor desistiese de ella o fuese desestimada su demanda." 

Respecto de dicha discrepancia In jurisprndencia responde, 11 que se 

entederá interrumpida la prescripción por la sola presentación de la demanda, ya 

que tal manifestación del actor representa no dejar estático su Derecho que tiene 

frente al demandado, y por tanto, no le es imputable la dilación de hacer el 

emplazamiento, lo que es ya cuestión de la autoridad". (41) 

Además, corno el Código de Procedimientos se expidió con posterioridad al 

Civil, no cabe duda de que éste último debe considerarsele derogado en el punto 

que nos trata. 

Agregn el último de los preceptos citados en un principio, que se 

considerará corno no interrumpida si la demanda fuere desestimada o el actor 

desistiese de ella; al respecto el articulo 34 del Código Procesal dice: que el 
~~~~~~--~~ 

41.· Apéndl1:1: al SL·manario Judicial de L3 Federación de 1917 n 1965. Tomo IV. Pág. 174. 
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desistimiento importa Ja pérdida de la instancia y requiere el consentimiento del 

demandado. En ambos casos, el desistimiento impide la interrupción de la 

prescripción. 

Los otros dos efectos de que nos habla el articulo 258 en cuestión son: con 

la presentación de la demanda se señala el principio de la instancia, en otras 

palabras, el nacimiento del proceso en el que el negocio sale del ámbito privado 

para prender del órgano jurisdiccional, instituido para sastisfacer el fin del 

proceso, esto es, una sentencia de detenninndo contenido. 

Finalmente, a la presentación de dicho ocurso se fija el objeto del debate 

que no podrá variarse una vez establecida Ja relación jurídica procesal en 

consecuencia estableciendo así los limites de la sentencia. 

2.5 CARGA DE LA CONTESTACION DE LA DEMANDA. 

El presente punto estará encaminado al estudio de la carga de la 

contestacion de la demanda, es así que para su análisis es de suma importancia 

iniciar con su concepto. 

2.5.1. CONCEPTO. 

La contestación de la demanda es el acto jurídico oral o escrito por medio 

del cual una persona llamada demandado formula una petición a los órganos 
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jurisdiccionales, solicitándoles In aplicación de una nonna sustantiva a un caso 

concreto, que produce en contestación al planteado por el actor en su contra. 

De este modo, se puede decir, que representa la misma importancia In 

contestación para el demandado, que la demanda para el actor, ya que fijan el 

alcance de su excepción o acción según se trate, y porque ambos se dirigen al 

órgano jurisdiccional paro reclamar del mismo la tutela de sus respectivos 

intereses. 

La actividad necesaria para que el proceso sign adelante es a través de los 

distintos estados que lo componen, es decir, si se contesta la demanda, el juicio 

continúa por impulso procesal de la parte demandoda, y si la demanda no se 

contesta, de cualquier manera el proceso continlla por impulso del Juez el cual 

tiene la facultad que le otorga la ley de proseguir el proceso sin necesidad de que 

las partes se lo soliciten. 

La contestación es el acto jurídico por medio del cual se da respuesta a ·1a 

demando de la parte actora, dentro del proceso y por el que la parte actora dn 

respuesta a la contrademanda de la parte demandada. 

En el onterior concepto, se habla de una simple respuesta ya sea a la 

demanda o la contrademandn, pero no es el caso de la simple respuesta, ya que 

además de contener ciertos requisitos legales (se verán más adelonte), el 

demandodo tiene que hacer valer sus derechos respecto de las peticiones o mejor 

dicho, de las pretensiones del actor, y es el demandado quien da pauta al juzgador, 

si el demondante tiene Derecho o no de demandarle, desde luego con las 

excepciones que tenga y con la respectiva prueba de las mismas, por lo tanto, se 



62 

dice que tiene el Derecho de contradicción y ésle consiste en el Derecho de poder 

obtener la desición del confJ.icto que se plantea ni demandado también mediante la 

sentencia del órgano jurisdiccional que lo emplazó. 

Así, este Derecho presupone al respeto al Derecho constitucional de ser 

oído en juicio. 

El artículo 256 del Código Procesal, cslablece que una vez presentada y 

admitida la demanda se correrá traslado de ella al demandado, emplaz.indolo para 

que la conteste dentro del término de nueve días. 

Hecho lo anterior analiz.1rcmos el porqué el carácter de carga procesal. Aún 

cuando la ley o la doctrina dicen que el demandado debe contestarla en dicho 

término, debemos recordar que no se trata de una obligación en el sentido que a 

ésta palabra se le reconoce en Derecho Civil, ya que el actor carece de medios para 

compeler al demandado a que conteste y, ni el listado posee dichos medios, yu que 

el proceso marchará mucho mejor para ambos y todavía mucho mejor para el actor 

con In ayuda de la correspondiente rebeldía. 

Por el contrario, "se trata de una carga procesal, en cuanto que su omisión 

puede acarrearle ni demandado una situación desfavorable dentro del 

procedimiento, que en el caso se traduce en la posibilidad de que su silencio pueda 

interpretarse por el Juez al momento de dictar sentencia, como un reconocimiento 

tácito de los hechos que el actor afirma en su demnnda".(42) 

42.- ALSINA, HUGO. Tralado Teórico <le Dcra:ho Procesal Civil y Comercial. Tomo 1, Parte General. 
Buenos Aires, Argentlna, 1963. Editar Editort:s. Pág. 174. 
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Para el caso que la demanda se conteste quedará constituida la litis y, 

fijados los hechos sobre los cuales deberán versar las pruebas. así como también, 

quedarán señalados los límites de la sentencia. 

2.5.2 Requisitos de In contestación de la demanda. 

Los requisitos de la contestación resultarán igualmente del artículo 255 del 

Código de Procedimientos Civiles, en cumplimiento n lo que dispone el artículo 

260 del mismo ordenamiento: 

11 EI demandado fonnu1nrá su contestación en iguales tCm1inos que los 

prevenidos para la demanda." 

En consecuencia, los requisitos son los siguientes: 

- Tribunal ante el cual se promueve; 

- Nombre del demandado y domicilio que señale para oir notificaciones; 

· Hechos en que se funde su contestación y. fundamentos de Derecho o 

principios legales en que se apoye ésta. 

Agrega el articulo 266 del mismo ordenamiento, que el demandado en su 

contestación deberá referirse a cada uno de los hechos planteados por el actor en 

su demanda, ya sea confesándolos, negándolos o expresando los que ignore por no 

ser propios; ya que si guarda silencio o contesta con evasivas, corre el riesgo que 

se le tenga por confeso fictamente, respecto a ellos. Tendrá cuidado de narrarlos y 

numerarlos con toda claridad y precisión. 



64 

Al referirse a los hechos el demandado tendrá igual cuidado que el actor en 

la exposicion de ellos, pues un error le puede acarrear serios problemas en su 

situación procesal. Jgunlmcntc, si tiene alguna excepción que hacer valer, lo hará 

precisamente en la contestación, a menos que se trate de supervenientes; podrá nsí 

mismo reconvenir ni actor en el mismo escrito, lo cual es establecido en el artículo 

260 del Código de Procedimientos Civiles. 

2.S.3. Formas de contestación y sus efectos. 

El demandado al producir su contestación, puede asumir alguna de la 

siguientes actitudes: 

a) "Allanarse a la demanda. Esto es, el acto por medio del cual el 

demandado admite más que In exactitud de los hechos, la legitimidad de las 

pretensiones del actor; situación que podrá producirse no sólo en Ja contestación, 

sino en cualquier estado del juicio. Este podrá sor expreso o tácito; se da el 

primero cuando se reconoce categorícamcntc los hechos y derecho invocados por 

el actor; lo segundo, cuando sin contestar la demanda, se deposita la cosa se 

realiza el acto reclamado". (43) 

Podría comprenderse dentro de ésta actitud, In confesión de la demanda, 

que es cuando se reconoce que determinados hechos propios son ciertos. 

Este caso evita un procedimiento inútil que repercutirá en el patrimonio del 

demandado, en virtud de estar convencido de In legitimidad de lo reclamado. 

43.- Jdern. Págs. 185 y 186. 
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En nuestro Derecho vigente éste acto se encuentra regido por el articulo 274 

del Código de Procedimientos Civiles que en su texto dice: 

"Cuando el demandado se allane n la demanda en todas sus partes o 

manifestando el actor su conformid.nd con la contestnción de ella, se citará para 

sentencia, previa ratificación del escrito correspondiente nntc el Juez de los nutos 

si se trata de juicio de divorcio, sin perjuicio de lo previsto en la parte final del 

articulo 271" 

Según la refonna de este articulo del IO de enero de 1986, publicada en el 

Dinrio Oficial de la Federación; tomo CCCXCIV Núm. 7, pligina 5; la aplicación 

del precepto trae como consecuencia, que se conceda al demandado un plazo de 

gracia pam ciar cumplimiento a las prestaciones que ha aceptado y la reducción 

de las costas a cargo de este, según se advierte del articulo 404 del mismo Código 

que a In letra dice: 

"El allanamiento judicial expreso que afecte a toda la demanda, produce el 

efecto de obligar ni juez a otorgar en la seutencia un plazo de gracia al deudor 

después de efectuado el secuestro y a reducir las costas". 

Como observamoSt la sentencia deberá ser forsoznmcnte condenatoria, 

puesto que el juez tiene la obligación de admitir como ciertos los hechos aducidos 

por el actor. 
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b) "Reconocimiento de los hechos y negación del Derecho. 

El demandado en este caso reconoce la exactitud delos hechos alegados por el 

actor, pero no así los fundamentos legales en que apoya su pretensión. O sea, niega 

la aplicabilidad de In nonna a los hechos alegados, o bien, que no tiene el alcance 

que el actor pretende atribuirle". (44) 

c) "Desconocimiento de los hechos y de Derecho. Es el caso cuando al 

desconocer los hechos trae como consecuencia que se desconozca el Derecho. 

Aquí habría que ver en que fonna se niegan los hechos, si en una fonna general o 

punto por punto, si se adopta In primera actitud se podrri tomar como respuesta 

evasiva, ya que la ley exige que. se refiera a ellos, hecho por hecho, es decir, una 

respuesta categórica en cada uno, de lo contmrio se le tomaría como un 

reconocimiento tácito de los hechos". ( 45) 

d) Podríamos agregar, confesión y negación parcial de los hechos, unos los 

confiesa y otros los niega, desconociendo a la vez la aplicación del Derecho. 

e) Hacer valer excepciones en cuanto al fondo o en cuanto a problemas 

procesales. Consiste en las excepciones que puede hacer valer el demandado, que 

pueden ser referentes al fondo del problema o a cuestiones puramente procesales. 

Las excepciones de fondo son las defensas que el demandado hace valer para 

destruir la acción del actor, son pues, contraderechos en que puede basarse el 

demandado para hacer infructuosa la acción siendo que esos contraderechos se 

encuentran en el derecho sustantivo, no es factible hacer un estudio de éstos. 

44.~ ldcm. Pág. 187. 
45 .. ldcm. Pág. l87. 
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Las excepciones procesales que tienden a normnlimr c1 procedimiento 

atacan el modo como la acción se hizo valer. Entre éstas figuran presupuestos 

procesales que pueden ser exáminados de oficio por el órgano jurisdiccional antes 

de admitir la demanda, también son materia de excepciones que las partes pueden 

hacer valer, estos si admiten unn clnsificnción, de ahi que tenernos excepciones 

dilatoria como: falta de cumplimiento del plazo o condición a que está sujeta In 

acción intentada, la división y excusión. 

Para los fines de nuestro estudio, no es necesario mencionar en que consiste 

cada una de las anteriores excepciones, sino que únicamente las mencionarnos para 

dejar claro cuáles son las excepciones que puede hacer valer el demandado. 

Debemos hacer incapié en el sentido de que en las rcfon11as realizadas a1 

Código Adjetivo el 10 de enero de 1986, dejaron de tramitarse con suspensión del 

procedimiento a excepción de la incompetencia, por declinatoria, según se 

desprende del articulo 262 de dicho ordenamiento, y en las refonnns del 14 de 

enero del siguiente año, se reformó nuevamente este precepto, en el cunl se ordena 

la tramitación de la excepción de incompetencia por declinatoria sin suspensión 

del procedimiento, pues al caso en las refmmas del 10 de enero de 1986, ya antes 

aludidas, se derogó el articulo 36 que refería las excepciones dilatorias. 

f) Reconvenir al actor. En esle caso, lenemos que el demandado puede 

hacer valer un derecho que a su vez tiene en conlm del actor, es decir, fonnula una 

contrndemanda que, fommlmente debe satisfacer los requisitos de una demanda; a 

éste Derecho se le llama "reconvención". 
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La reconvención es un acto procesal de parte que, no obstante su interés y 

trascendencia, no ha sido estudiada con la atención debida. 

Aunque la reconvención debe fonnularse en la misma contestación de 

demanda entre el contenido de la contestación y el de reconvención debe exigir 

una separación que evite cualquier confusión. El demandado que oponga 

reconvención, lo haní precisnmente al contestar la demanda, según lo establece el 

articulo 272 del Código de Procedimientos Civiles, y núnca después, y se daní 

traslado a la parte actom para que en el término de seis días produzca su 

contestación; las excepciones y la reconvención, se discutirán al propio tiempo y 

se decidirán en la misma sentencia; con la reconvención se inicia un nuevo juicio, 

por lo cual en el mismo expediente se tramitan dos juicios en que las partes son 

simullaneamente actor y demandado. 

g) No contestar la demanda. En este caso puede incurrir el demandado, 

cuándo a pesar de haber sido emplazado legalmente, no comparece por sí, por 

medio de representante o gestor judicial; no impide que el procedimiento continúe, 

puesto que si la administración de justicia estuviera a la voluntad del demandado 

para comparecer a juicio, los tribunales no podrían continuar con los trámites del 

juicio. 

La parte demandada puede o no comparecer al proceso, por lo tanto, si no 

comparece a deducir sus derechos, es decir, a oponer excepciones y defensas o a 

confesar la demanda, no impide que se instaure la relación procesal, basta con que 

se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento a que se refiere al 
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artículo 14 Constitucional; emplazado legalmenle demandado, y este no 

comparece al juicio, se prosigue en su rebeldia y al conslituirsc rebelde, sufre las 

consecuencias de su abstención, ésta conducta se encuentra prevista por el artículo 

637 del Código de Procedimienlos Civiles que señala lo siguiente: 

"En toda clase de juicios, cuando se constituya en rebeldía un litiganle1 no 

compareciendo en el juicio después de citado en fonna, no se volvccrá n practicar 

diligencia alguna en su busca." 

Todas las resoluciones que de allí en adelante recaigan en el pleito y 

cuantas citaciones deben haccrscle, se notificará por Boletín Judicial, salvo los 

casos en que otra cosa se prevea. 

Como observamos, el rebelde ya no será citado en la forma establecida por 

el artículo 114 del Código de Procedimientos Civiles y demás preceplos que 

determinen hacerle las notificaciones en su domicilio, como consecuencia por su 

abstención de comparecer a juicio. Otra consecuencia que sufre el demandado al 

no producir contestación a In demanda es la fiera confesión de In cual ya hablamos 

con anterioridad. 

Finalmente, es imporlnnle señalnr que el demandado que se consliluya 

rebelde puede comparecer al juicio en cualquier eslaclo del juicio en que esle se 

encuentre y será admitido como parle, según lo previslo por el articulo 645 del 

Código de Procedimienlos Civiles que delemiina: 

"Cualquiera que sea el eslado del pleito en que el litigante rebelde 

comparezca, será admitido como parte y se entendeni con él la substanciación, sin 

que éste pueda retroceder en ningún caso". 
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El rebelde presente tiene Derecho a intervenir en el proceso siempre y 

cuando acredite incidentalmente el impedimento que tiene para comparecer en el 

. juicio por una fuerza mayor no interrumpida. 

Re..i;¡umiendo el presente punto, tenemos concretamente, los efectos jurídicos 

que se producen en cada una de las formas de contestación de la demanda: 

En el allanamiento, la consecuencia es citar a las partes para oír sentencia; 

el reconocimiento del hecho y negación del derecho, se cita a las partes a una 

audicncin de alegatos, en la que si lo estiman conveniente podrán tener 

intervención. En la negación del hecho y del derecho, se deja la carga de la prueba 

al actor, con base a la regla del que afirma debe probar. En la confesión y negación 

parcial de los hechos y derecho, los hechos que se confiesen quedan fuera de la 

litis; los negados, le dejan la carga de la prueba al que los afirma, en éste caso el 

actor. 

Los efectos de los restantes han sido ampliamente tratados en el cuerpo de 

éste escrito. 

2.6 CARGA DEL IMPULSO PROCESAL. 

Sin duda, este punto es de suma importancia, tal y como lo estudiaremos en 

los siguientes apartados. 
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2.6.1. Concepto. 

"Es importante resaltar lo que entendemos por proceso, para lograr una 

mejor comprensión de la acepción; nsí proceso se entiende como sinónimo de 

avanzar, adelantar, y que lleva consigo la idea de progresión por las etapas 

sucesivas de que consta". (46) 

Este concepto es en cuanto a la palabra ya que como sabernos el proceso en 

si (proceso civil), es un organismo sin vida propin que se inicia y avanza 

justamente en virtud de una serie de actos de procedimientos. 

"Esa fuerza externa que lo mueve y lo hace desenvolverse por las diversas 

etapas de las que consta, se llama impulso procesal que vinculado con la 

institución de los términos y el proncipio de preclusión hacen posible su 

desenvolvimiento". (47) 

Como se dijo el proceso importa un nvnnt..ar, ndclnntnr, y para que un 

mecanismo se ponga en movimiento y no se detenga, es necesario que alguien lo 

impulse. 

Puede pensarse que a nadie rni\s que a las partes interesa que el proceso 

avance y se desenvuelva por todas sus etapas hasta 1\egar a la resolución final, que 

es la sentencia, en tal sentido, ellas son las que demandan del órgano jurisdiccional 

que provea a sus requerimientos, proponen sus pruebas, solicitan día y hora pal'n 

su desahogo, nueva fecha etcétera. 

46.- FABREGA Y CORTES. Citado por Senlfs McknJo, Santiago. Estudios de Dcn:cbo Civil. Volumen l. 
Buenos Aires, Argcntitia, 1967, editorial Ejca. Pág. 448. 
47.-ALSINA. oh. cit. Tomo L Pág. 448. 
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En conclusión, el impulso procesal es una carga, porque es el interés de las 

partes lo que motiva a las mismas para impulsar el procedimiento, ya que de otro 

modo no podrán alcanzar su fin común, la sentencia. Además la ley insta a 

aquellas a realizar detem1inados actos bajo amenaza de seguir con el 

procedimiento en caso de omisión de la carga por cualquiera de las partes, de lo 

cual resultará en un perjuicio para una e indudablemente, un beneficio para la otra, 

respecto de la resolución final. 

2.6.2. Modos de impulsar el proceso. 

Existen dos sistemas que corresponden a los dos modos de Impulsar el 

procedimiento: Sistema dispositivo e inquisitorio. 

a) Sistema dispositivo. El más importante por lo que se refiere al tema que 

tratamos en este estudio ; principio en el que las partes juegan un gran papel, a las 

cuales está encomendada no sólo el ejercicio de la aeción sino de ellas depende 

que el proceso se desenvuelva por sus diversas etapas ejecutando sus diversos 

actos inherentes al mismo. 

b) En el que no sólo al juez corresponde el ejercicio de la acción (en nuestro 

sistema al Ministerio Público) , sino que a él corresponde la conducción del 

proceso es decir "investiga los hechos formación del material probatorio así como 

los medios tendientes a hacer efectivo el avance del procedimiento ; Citación de 
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las partes, terceros, peritos y testigos, designación de audicncin.s, aplicación de 

sanciones, etc." (48). 

"El sistema con que se denomina a un dctenninndo proceso será en función 

de la prevalencia de un sistema sobre otro, toda vez que no existen sistemas 

puros". (49) 

Así, en el procedimiento pena} el sistema inquisitorio es Ja regla general. 

En cnmbio, en el procedimiento civil prevalece el dispositivo, yn que las partes 

inician ln instancia,ofrccen prnebas, irnpulsan el procedimiento. De tal fonna , en 

éste principio las partes se encuentran gravadas por una sctjc de cnrgas procesales , 

de las cuales es necesario liberarse si quieren así mejorar su situación procesal . 

2.6.3. Plazos y términos judiciales. 

Puesto que e) proceso se compone de una serie de netos o hechos que Se 

suceden en el tiempo es necesario que el Derecho Procesal los regule, para que los 

mismos se realicen en cierto orden, coherencia y homogeneidad ni fijar plazos y 

ténninos para sus ejecución , dentro de los cuales han de satisfacerse si no se 

quiere soportar Jos consecuencias perjudiciales que trae su incumpl;miento . 

Aunque en su acepción más general y un tanto equivocada, el ténnino se 

confunde con el plazo en rigor, es necesario distinguir uno de otro. 

48.- ldctn. Pdg. 449. 
49,- ldcni. Pág. 450. 
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Se llaman ténninos a los espacios de tiempo que se fijan para la realización 

de una actividad conjunta de los tribunales con las partes u otras personas 

(testigos, peritos); en cambio, los plazos son los espacios de tiempo que 

generalmente se fijan para la realimción de actos procesales unilaterales, por 

ejemplo, la interposición de un recurso dentro de un lapso de días previamente 

detcnninados por la ley. 

Un ejemplo más, para alcanzar mayor claridad en tal distinción, lo serán las 

situaciones en )ns cuales se convocan las partes, testigos, o peritos para que un día 

dctcnninado realicen un acto procesal, o sea, se les señala un ténnino. En los 

emplazamientos se señala un lapso de tiempo dentro del cual precisamente han de 

realizar el acto requerido; sirven de ejemplos, el plazo para contestar In demanda; 

y en la apelación admitida, el plazo para expresar agravios. En otras palabras, en 

la• citaciones se fija un día detenninado (7de marzo); y en los emplazamientos se 

da un número detcnninndo de días (del 20 ni 28 de marzo); Nuestra Ley procesal 

no establece diferiencia ni repecto, pués aunque se esté en un plazo estrictamente 

hablando, linicamente nos habla de términos judiciales, tal y como lo señala el 

artículo 129 del Código de Procedimientos Civiles: 

"Los ténninos judiciales empezarán a correr desde el día siguiente a aquél 

en que se hnbiere hecho el emplazamiento o notificación.'' 

En consecuencia, nos referimos dentro de nuestro estudio a éstos últimos, 

utilizándolos como sinónimo de plazo. 

El señalnr ténninos tiene objeto fijar los espacios de tiempo (días y horas) 

durante los cuales los litigantes deben ejecutar los actos correspondientes al 
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proceso, así como los tribunales pronunciar sus proveimientos o resoluciones. 

Cabe recordar que la eficacia del aclo procesal depende de que se ejecule en el 

momenlo oportuno, de lo contrario se declararán inválidos los ejeculados fuera de 

ellos. De ahí que la ley reglamenle el 1iempo paro la ejecución de los ac1os 

inherentes al procedimiento, al fijar límites 1cmporalcs a la rcaliwción de los 

mismos. "La inobservancia de los pricipios legales de esta materia pueden 

ocasionar la pCrdidn de un Derecho y en ocasiones hasta la extinción del proceso 

mismo, porque la falla de conleslación a la demanda denlro del tém1ino legal, 

ocasiona se tenga por no con1cstada1 las resoluciones de los tribunales judiciales 

adquieren firmeza si no se interpone en tiempo el rccurso;si el apelante no produce 

agravios en iguales circunstancias, se dcclnmni la deserción del recurso". (SO) 

Concluimos, por tanto, que ténnino es el espacio de tiempo fijado por la 

ley, denlro del cual las parles han de ejercilnr los aclos correspondientes del 

procedimiento, de lo contrario, fuera de ellos, se lendrá por no ejerci1ados . 

De lo expuesto, no debe deducirse que la ejecución dt.! los netos fuera del 

término, produzca en todos los casos los mismos efectos, pues depende de la 

naturaleza del témiino; así el provcimienlo del juez dic1ado en día inluibil resulrn 

nulo; los ténninos procesales en materia mercantil no son perentorios, es decir, no 

perecen por el sólo transcurso del tiempo, sino que requieren de un acuse de 

rebeldía de la conlraparte. 

Los términos lienen por obje10, igualmenle, la regulación del impulso 

procesal a fin de hacer efectiva la preclusión, y evitar así la coincidencia de un 

mismo aclo con otro, esto es, In clausura de las diversas e lapas del procedimienlo 

SO.- Idcm. Págs. 734 y 735. 
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que pennitan su desarrollo progresivo. Así, de la demanda se pasa a In 

contestación de la misma, de ésta al ofrecimiento de pruebas, y de ella al desahogo 

de lns mismas. (51) 

Los ténninos se clasifican de la siguiente fonna: 

n) Legales, son aquellos fijados por la ley, ejemplos: para contestar la 

demanda y para ofrecer pruebas. 

b) Judiciales, son fijados por el juez en ejercicio de facultades que la ley 

confiere, ejemplo: ténnino de tres días para desahogar una vista. 

e) Convencionales, son los detenninados por las partes de común acuerdo ( 

los fijados en covenios o transacciones sujetas n aprobación del juez). 

d) Prorrogables, son aquéllos cuya duración puede ser aumentada, como 

por ejemplo: la ampliación del ténnino para una práctica judicial en razón de la 

distancia (articulo 134 del Código de Procedimientos Civiles). 

e) Improrrogables, los que no pueden ser ampliados, por ejemplo, el 

término para apelar sentencias definitivas, aulas o interlocutoria• (articulo 691 del 

mismo código). 

f) Dilatorios, aquéllos que necesitan un acto de la parte contraria para 

producir la caducidad del acto procesal, por ejemplo: acusar la rebeldía por 

omisión del neto procesal. 

Sl.- td<tn. Págs. 736y 737. 
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g) Preclusivos o perentorios, son aquéllos que, vencidos producen In 

caducidad del acto procesal Derecho, sin necesidad de actividad alguna, ni del 

juéz, ni de la parte contraria. (sin acuse de rebeldia). 

h) Ordinarios, los establecidos por la ley para In generalidad de los casos, 

por ejemplo, la recepción de prueba< dentro del término de treinta días siguientes a 

la admisión de las mismas en los juicios ordinarios (articulo 299 del mismo 

Código de Procedimientos); y cxtmordin11rios, para los casos de excepción, como 

la práctica de pruebas del Distrito Federal o del ¡mis, según lo establecido en el 

articulo 300 del Código mencionado. 

i) Comunes, se establecen para ambas partes, por ejemplo: término común 

para ofrecer pruebas (articulo 290 del mismo código); e individuales,los 

concedidos n una sola parte, como en el término para contestar la demanda, 

establecido en el artículo 256 del código adjetivo. (52) 

La institución de los términos es de suma importancia dentro del 

procedimiento, de ahí que los litigantes deben de actuar con la mayor diligencia y 

atención, pendientes ele dichos ténninos, ya que hasta el pleito más noble se pierde 

por omitir su cuidado. 

Para el cómputo de los términos resulta necesario distinguir en ellos tres 

momentos: su iniciación, transcurso y vencimiento. 

S2 .. PALLA.RES, &hmrdo. Apuntes <le Dcr«ho Proccsnl Civil. Segunda Edidón. Ediciones Botas. 
México, 1964. Págs. 158 y 160. 
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Iniciación. Los términos judiciales empiezan a correr desde el día siguiente 

a aquél en que se haga el emplazamiento o notificación ( artículo 129 del Código 

de Procedimientos Civiles). Si se tratare de un tém1ino común y fueren varias las 

partes, se contará desde el din siguiente a aquél en que todas queden notificadas, o 

sea, cuando se notifique a la última de ellas así como lo establece el articulo 130 

del Código mencionado; no obstante, si se señala un ténnino en horas, éste 

comenzará a correr en el preciso instante de la notificación, ya que el artículo 129 

comentado, sólo se refiere a los términos por días. Ejemplo del cómputo de horas: 

el recurso de queja y revocación, que deben hacerse valer dentro de las 

veinticuatro horas siguientes a la notificación, articulas 685 y 725 del Código 

adjetivo. (53) 

Transcurso.Se hace al1L,ión n los días y horas hábiles en que puedan tener 

actuaciones judiciales, para el efecto del cómputo de ellos. Constituyen los días 

hábiles todos los del año, exceptuando sábados y domingos, y aquellos que las 

leyes declaran festivos; las horas hábiles ,son las que median desde las siete ha.,ta 

las diecinueve horas. Sin embargo, la ley apartandose de la regla general señala 

casos en que no existen días y horas inhábiles, como en los juicios de alimentos, 

impedimentos de matrimonio, servidumbres legales. Existen igualmente casos en 

que el juez puede habilitar los días y hora' inhábiles para efectuar o practicar 

diligencias; previsiones contenidas en el artículo 64 del Código Procesal. 

Vencimiento. Al respecto,nuestra legislación procesal establece que en los 

autos se hará constar el día en que comiencen n correr los términos y aquél en que 

deban concluir (articulo 132 del mismo código); en ningún término se contarán los 

S3.- ALS1NA. ob. cil. Págs. 755 y 756. 
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días en que no puedan tener actuaciones judiciales (artículo 131 del Código de 

Procedimiento Civiles). 

Se agrega en el precepto 136 que para fijar In duración de los términos los 

meses se regulnrán por el número de dins que les correspondan, y los días se 

entenderán de veinticuatro díns naturales, contados de veinticuatro n veinticuatro 

horas, esto es, como completos. 

Para Jaime Guasp, Ja distancia temporal comienza, es decir, tiene como 

punto inicia] odies a qua, el día siguiente a aquCI en que se verifica el acto anterior 

del procc<limicnto y concluye, es decir, tiene como extremo final odies ad qucm, 

el din de su extinción; es el mismo en que finaliza In serie marcada en la medida 

temporal de que se trate; de ésta manera, se contarri en ellos el día del vencimiento, 

excluyéndose los inhábiles y, computáudosc confonnc a calendario. (54) 

54.~ GUASP. Jaime. Derccbo Procesal Civil. Madrid. Instituto de Es1udlos Polltiros. 1961. Segunda 
Edición. Pág. 292. 
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2.7 CARGA DE LA PRUEBA. 

Una vez que hemos estudiado tres tipos de cargas procesales, corresponde 

ahora el análisis de In carga de la prueba, ya que es innegable su importancia para 

el desarrollo del presente estudio. 

2.7.1 Concepto. 

Antes de dar una definición de la acepción, trataremos de delimitar qué es 

lo que se entiende por prueba. 

Para Couture, "prueba significa en su sentido procesal, el medio de 

verificación de las proposiciones que cnda litigante formula en juicio, así como 

también una fonna de crear convicción en el juez acerca de la existencia de las 

causas relevantes del juicio. En su acepción comtin, In prueba es la acción y el 

efecto de probar; y probar es demostrar de algún modo la certeza de un hecho o la 

verdad de una afirrnación." (55) 

Para Camelutti, no sólo significa prueba, el objeto que sirve para llevar al 

juez al conocimiento de un hecho, sino también 11el conocimiento mismo 

suministrado por tal objeto". (56) 

En términos generales la palabra prueba significa en la materia que nos 

ocupa, normalmente comprobación, demostración, corroboración de la verdad o 

falsedad de las pretensiones que ejercen las partes respectivamente. Así como 

55.-COUTURE.ob. cit. Págs. 215 y 217. 
56.- CARNELlITfl, Frnndsco. lnstituciot1cs de Derecho Procesal Civil. Tomo l. Traducdon de Sentís 
Mdendo. Buenos Aires. 1959. Editorial Ejc:i.. 
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también, se utiliza para fonnar la convición del juez acerca de la existencia o 

inexistencia de los supuestos de la norma que amparan sus respectivas 

pretensiones. Asentado lo anterior, estaremos en posibilidad de referimos a la 

prueba como carga procesal. 

De ésta manera la Carga de la prueba significa para Couturc: 

"Conducta impuesta a uno o a ambos litigantes, para que acrediten la 

verdad de los hechos enunciados por ellos". (57) 

Pam Rosenberg, la carga de la prueba es la que incumbe a una parle de 

suministrar la prueba de un hecho controvertido, mcdianlc .su propia actividad, si 

se quiere evitar, así, una sentencia desfavorable. 

Lo anterior quiere decir, que la carga se considerará como un grnv~imcn que 

se impone a una o a ambas partes de producir Ja pnieba de una relación o hecho 

real, el cual ha sido nfirmado por una de ellas y negado por la otm; situación de la 

cual es necesnrio liberarse si se quiere obtener una scntcncin favorable. 

En igual sentido se pronuncian Rafael de Pina y Castillo Larmñnga al 

decimos: "La carga de la prueba (onus probandi) representa el gravamen que rccnc 

sobre las partes de facililar al juez el malerial probnlorio necesario pam que cslc se 

fonne la propia convicción sobre los hechos alegados por ellas, tanto en sus 

demanda como en su contestación respectivas si se quiere alcanzar así el efecto 

útil que con ella se busca".(58) 

S1 .• COUTURE. oh. cit. P.:ig.241 
58.- DE PINA, Rafael Y CASTILLO LARRA!\IAGA, José. ln.<>titucloucs de Derecho Procc.."Snl Civil. 
Mcxico, 1974.Editorinl pom111 S.A. Occimn EJicion, 
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La prueba así configurada se presenta como una cargn, y no como una 

obligación, puesto que será el interés de las partes, lo que las impulse a probar Ja 

existencia de sus respectivas alegaciones, evitándose así, que el juez no tome en 

cuenta aquellos hechos que no fueron probados, y en consecuencia dicte unn 

sentencia desfavorable a quien la omitió. 

En otra forma, el juez no puede cumplir con la obligación que tiene de 

juzgar secundum allegata probatn, es decir, que para cumplir con este deber, las 

partes tienen Ja carga de proponer sus pretensiones pero, sobre todo Ja carga de 

probarlos. Por lo tanto, puesto que el proceso civil se constituye sobre el principio 

dispositivo, en el que el juez se encuentra supeditado a la actividad de las partes, 

de tal manera que aquél no puede ir más allá de lo que éstas Je piden y se prueba, 

esto es, ne cat ultra pctita. (59) 

En esta forma, se acredita la aceptación de la prueba como carga procesal, 

en cunnto que es una nclividad optativa para las parte, de proponer y desahogar sus 

pruebas, o bien, no realizando dicho actividad, según su propia conveniencia, sin 

darse el caso del que el juez o la contraparte hagan uso de coerción o sanción 

alguna para obligar a la parte a probar, ya que como toda carga, resulta un 

imperativo del propio interés, y resultaría ilógico q11e se utilizarán aquellos medios 

para proteger el propio interés, en un procedimiento de tipo dispositivo como el 

civil, en el que la actividad de las partes es fundamental para alcanzar una 

sentencia de determinado contenido; pero si no la desarrollan sufren las 

59.- BECERRA BAlITtSTA. ob. cit. Pdg. 84. 
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consecuencias de su inactividad procesal ya que, lo que no se prueba es como si no 

existiera. 

La carga así configurado, no supone ningün Derecho del adversario, sino 

constituye, como se dijo antes, un impreativo del propio interés de cada litigante, 

es una circunstancia de riesgo, que se traduce: quien no pmeba los hL'Chos en que 

funda su pretensión pcrdcni el juicio. Por lo tanto, se hace necesaria la carga de la 

prueba para acreditar la verdad o falsedad de los hechos fundalorios de la demanda 

o contestación, si se quiere evitar asi, una sentencia desfnvomblc. (60) 

De este moodo se acredita el principio de carga de la prueba en el 

procedimiento civil, el cual opcrnn dos partes en contraste entre si, por tanto, es no 

sólo posible sino igualmente titil privar al juez de 1oda inicialiva en la búsqueda de 

pruebas, salvo las excepciones contadas por la ley (medidas paro mejor proveer, 

artículo 279 de Código de Procedimientos Civiles para el Dislrilo Fedeml). De la! 

manera, cada parte debe pensar en su propio interés, ya que al no contar con la 

iniciativa de juzgador, cada parte se ve estimulada al máximo en In búsqueda de 

las pruebas, y en su efecto relevar al juez de una tarea en que podría comprometer 

su imparcialidad. (61) 

Podemos resumir: Las partes para obtener una s~ntcncia favorable en el 

proceso en que actúan no sólo hanin Hcgar ni tribunal los motivos de su demanda o 

contestación, sino también se hace indispensable que dichas proposiciones sean 

verificadas mediante pruebas, pnra lograr del juez la propia convicción respeclo de 

60 .• COUTURE. ob. t:it. P.ó.g. 242. 
61.-CARNELU17L ob. dt. Tumo J. Pág. 344. 
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los hechos alegados oportunamente, de tal modo que éste absuelva o condene 

según se haya observado o no por las partes la carga probatoria. 

2.7.2 Distribucion De La Carga De La Prueba. 

En el presente tema analizaremos un plano mucho muy diferente al que se 

trató anterionnentc, ya que aquí no se trata de ver, si 1ns partes produjeron o no sus 

pruebas tendientes a demostrar sus respectivas pretensiones, situación que se 

presenta común a ambos litigantes, sino el detenninar a quien corresponde la carga 

de la pmeba de los hechos que alega, cual de las dos partes tiene la carga 

probatoria; o sea, cuando se presenta Ja situación de gravar a una so}a <le las partes 

con la carga a que nos referimos, respecto de los hechos o del derecho (última que 

se presenta en algunos casos) en que fundan sus repectivas proposiciones, bien sea 

porque los afiman, los niegan, invoquen el derecho extranjero o la costumbre. 

Al respecto existen diversidad de teorías que tratan de dar una respuesta 

satisfactoria al problema de la distribución de la carga probatoria entre las partes, 

llegando a repetirse con frecuencia, que es imposible sostener un criterio general al 

respecto, que satisfaga todas las hipótesis de aplicación de una norma en caso de 

duda; pero aunque cada uno trata de dar una solución diferente, al final se 

encuadran en un principio general que nuestra propia legislación procesal acoge, y 

que enunciaremos en su oportunidad. 

Puesto que es imposible citar a todos los tratadistas que se ocupan de la 

materia, sólo citaremos a algunos de ellos: 
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Micheli: "Quien quiere hacer valer un Derecho en juicio debe probar los 

hechos que constituyen su fundamento. Quien excepciona la ineficacia de tal 

hecho o bien excepciona que el Derecho se ha modificado o extinguido, debe 

probar los hechos sobre los cuales se funda la excepción".(62) 

Por su parte, Couturc dice que "las partes tienen 1a carga de demostrar sus 

respectivas proposiciones de hecho. Así quien pretende algo, debe probar los 

hechos constitutivos de su pretensión; quien contradice la pretensión de la 

contraparte,· ha de probar los hechos extintivos o circunstancias impeditivas <le 

pretensión. (63). 

Y, asi sucesivamente seguiremos cilando a autores que tratan el tema: 

Camclutti, Chiovenda, De la Plaza, etcétera, que proceden a damos un fónnula a 

la cuestión referida, pero que al final el cúmulo de vacilaciones, incertidumbres y 

dudas, Jo resuelven con distintas palabras pero el contenido <le ellas es el mismo. 

Como se expresó, nuestro Derecho positivo ndmitc dicho criterio~ 

concretamente en su aniculo 281 del Código mul1ici1ado, y que a la letra dice: 

"Las partes asumirán Ja carga de la prueba de los hechos constitulivos de 

sus pretensiones". 

El articulo en cuestión reparte la carga de la prueba cnlre ambos litigantes, 

creemos que con el objeto de que tanto al actor como d demandado estén 

interesados en llevar a In evidencia sus respectivas proposiciones, esto es, probar In 

exh;tencia o inexistencia, de ellas, según sea el caso. Así nos lo confinnan De Pina 

y Larrañnga, ni decir: 

62.· MJCHELl,Ginn Antonio. l..aCargu. de lo. Pruehu. Trnducion de Scnlis "-ldcnd(l, Buenos Aires, 1961. 
Editorial p.:imm S.A. Dccima l!dicion Ejca. Pdgs. 371 y 37?. 
63 •• COUTIJRE. oh. cit. Pág. 248. 
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"Quien quiera que sienta como base de su demanda o excepción, la 

afinnación o la negación de un hecho, está obligado (interesado) a suministrar la 

pl'Ueba de la existencia o de la no existencia del hecho; toda vez que sin ésta 

demostración de la demanda o excepción resulta infondada, y el juez no puede 

admitir demandas o excepciones no fondadas." (6 4) 

Ejemplo ilustrativo de lo anterior, es en la celebración de un contrato entre 

dos partes, cuando se llega a una detenninada discrepancia, y el asunto es llevado 

n tribunales; mientras que el actor trota de probar que el contrato se celebró, el 

demandado intentará probar que se celebró con vicios y por lo tanto es nulo; en 

otra actitud, mientrns el demandado ofrece la prueba de que ha pagado la cantidad 

convenida, el nctor probará que pagó cxtemporáncamcntc, por lo tanto, solicita la 

rescisión del mismo, y así sucesivamente podriamos seguir en el mismo ejemplo o 

en otros, para confinnar que ambos litigantes tienen interés en probar sus 

respectivos puntos de vista. 

Concluyen los autores referidos anteriormente, proporcionándonos un 

criterio general en relación con la distribución de la carga probatoria entre ambos 

litigantes, mediante una fónnula para nuestro gusto muy clara y acertada: 

"La pl'Ueba de los hechos prescindiendo del carácter que tengan, 

corresponde a la parte que los alega". (6 5) 

Es decir, que cada parte está en el caso de probar \os hechos que alegue 

(constitutivos, extintivos, modificativos e impeditivos), y que la falta de actividad 

correspondiente a esta carga supone el riesgo de ver desestimada la pretensión que 

hayan fonnulado en su demanda o contestación. 

6-1.- DE PINA Y CASTILLO LARRA1'1AGA. oh. cit. pags. 300 y JOI. 
65.- l<km. Pág. 302. 
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2.7.3 Excepciones a In nc"Ccsidud de probur los hechos. 

Existe una regla general, de que sólo los hechos estdn sujetos n prueba 

(artículo 284 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal); sin 

hacer mención en éste momento, al contenido <le la segunda parte de dicho 

precepto, nsí nos referimos únicnmentc a la primera parte ya mencionada. 

Existen tres casos de excepción a dicha norma, ~sto es, cuando no es 

necesario probar los hechos, mejor dicho, se libera a la parte de la carga de 

probarlos: tratándose de hechos notorios, los que tienen en su favor una presunción 

legal y los hechos confesados y admitidos. 

a) Hechos notorios: "Son aquéllos que entran natumlmentc en c1 

conocimiento, en la cultura o en la información nonnal de los individuos, coh 

relación a un lugar o n un círculo socia\ y en un momento determinado, en el 

momento que ocurre la decisión." (66) 

Consideramos la anterior como definición aceptable, puesto que los hechos 

no pueden ser considerados como notorios por una generalidad de personas, ya 

que un hecho puede ser notorio en la Ciudad de México, pero no nsi en Yucatán o 

inclusive en determinado punto de In Ciudad, pues mucho dependerá esto, de los 

medios de información o divulgación, ya que puede existir un detenninado 

66.- COUTIIRE. ob. cit. Pág. 235. 
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número de personas que los ignoran, por tanto se deduce, que el hecho notorio no 

lo sea para ellas. 

Por ejemplo, un acto cultural o IU1Ístico, puede ser notorio para gente de la 

Ciudad, pero no así para una gente del campo; el arribo a la Ciudad de un jefe de 

Estado, lo es notorio para gente de ésta Ciudad, pero puede no serlo para otra 

diferente entidad, pues dependerá de la cultura o información de un determinado 

grupo de individuos en relación a un lugar y momento determinado. 

Según el articulo 286 del mullicitado código, los hechos notorios no 

necesitan ser probados y el juez puede invocarlos, aunque no hayan sido alegados 

por las partes, 

En los hechos notorios, se relevan a las partes de la carga de la prueba, por 

lo cual no necesitan probar su existencia o inexistencia,. bien sea por disposición 

expresa de la ley, o por que probarlos se atentaría al principio de economía 

procesal, ya que constituirían pruebas innecesarias, irrelevantes frente a la cualidad 

de los mismos. 

De esta manera, concluímos que por sus caractcristicas propias, Jos hechos 

notorios están fuera de la carga de la prueba y, el juez debe tomarlos en cuenta 

como fundamentos de su resolución final. 

b) Los que tienen a su favor una presunción legal: Se dice que existe una 

presunción legal cuando por disposición de la ley se da por existente un hecho si a 

él concurre otro antecedente. Su finalidad es dar seguridad n determinadas 

situaciones jurídicas que pueden con justicia y fundamento, declararse existentes; 

se establecen aquellas con base a leyes naturales, o en In normalidad con que se 



89 

produce un hecho, del cual derivan determinados efectos jurídicos. Ejemplo del 

primer caso que éstas se establecen, es cuando In ex~riencin nos enseña que un 

hijo recién nacido no puede apartarse del seno mntemo menos de ciento ochenta 

días, ni más de trescientos con base a ello la ley dispone en su articulo 324 del 

Código Civil que se presumen hijos de los 

cónyuges: los hijos nacidos después t.lc ciento ochenta dfas contados desde la 

celebración del matrimonio y los nacidos dentro de trescientos días siguientes a la 

disolución del matrimonio. 

Cabe hacer in aclaración que éste tipo de presunciones, en un principio, no 

necesitan ser probadas por las personas n quienes benefician, pero si admiten 

prueba en contrario (presunciones juris wnttun). El ejemplo del segundo cnso en 

que se establecen, lo encontramos en lns infracciones que a dinrio se cometen a \a 

ley, existe una presunción legal de que la ignorancia de In ley no sirve de excusa 

paro su incumplimiento; por tanto se presume que Cstas debieron conocerse al 

cometerse In infracción; en consecuencia debe sancionarse tal conducta, Este tipo 

de presunciones no mlmiten prueba en contrario, y son las nnmadasjure et de jure: 

En conclusión, el que tiene en su favor una presunción legal, es relevado de 

la carga de la prueba respecto del hecho que de c11a se encuentre nmpnrada, 

dándose por existente el hecho presumido por la ley, pero siempre y cuando se 

acredite la circunstancia en que funde su presunción (articulo 381 dd Código de 

Procedimiento Civiles). Por tanto, las presunciones legales no son medios de 

prueba. 

e) Hechos confesados y admitidos: Existe confesión de hechos, cuando el 

demandado reconoce expresamente en su contcslnción los hechos nlcgndos por el 
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actor (se allana a In demanda); en cambio, se da la admisión de hechos cWUldO 

tácitamente se consiente en ellos mediante el silencio o la respuesta evasiva del 

demandado ni producir su contestación. (6 7 ). 

Esto significa que los hechos confesados expresamente y aquéllos que se 

admiten tácitamente, quedan fuera de debate, y en consecuencia se relevan de In 

carga de la prueba por las partes. Dicha dispensa se funcla en que de exigirla se 

contradeciría al principio de economía procesal que induce a realizar los fines del 

proceso con el mínimo de actos, toda vez que al resultar innecesaria la prueba de 

tales hechos, no hay motivo justificado para retrasar el cur.;o del proceso. 

2.7.4 Carga de la prueba del Derecho. 

Existe un estrecho vinculo entre la regla genero! de que el Derecho no se 

prueba, y el principio de Derecho que consagra la presunción de su conocimiento 

por el Juez (iura 11ovit curia); por lllllto no tendría sentido la prueba de éste en un 

sistema en el cual se supone conocido por el juzgador, pero éste principio se 

refiere al Derecho Nacional, vigente y legislado de un determinado país. 

"De tal forma que dicho conocimiento del juez de la ley nacional, trae la 

obligatoriedad de aplicación de Ja norma, como la luz proyecta la sombra de un 

cuerpo." (6 B) 

Sin embargo, existen excepciones al principio, en la que se hace necesaria 

In prueba del Derecho, esto es; cuando se configura la carga de la prueba del 

Derecho. 

67.· ALSINA. ob. cil, Tomo líl. Pag. 247. 
68.· CARNELUTI'I. Cit.ado por Couture. ob. cit. Pág. 220 y 221. 
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2.7.4.1 Carga de la prueba del Derecho extranjero. 

Esta carga se justifica porque el juez nacional no tienen obligación de 

conocer ésta clase de Derecho, ni saber si se encuentra o no vigente; por tal motivo 

equiparamos éste Derecho, a los hechos constitutivos de ]a acción, y a los 

extintivos, modificativos e impeditivos de la excepción.(6 9). 

En consecuencia, se deduce que, quien funda su acción o excepción en 

leyes extranjeras, <lebení asumir la carga de la prueba de ~u existencia, si quiere 

que aquélla prospere en juicio. Considero necesario citar el artículo 284 bis del 

(C.P.C.) paro la mejor comprensión del precepto: 

"El Tribunal aplicará el derecho extranjero tal como lo harian los jueces del 

Estado cuyo derecho resultare aplicable, sin perjuicio de que las partes puedan 

a1egnr la exi5tcncia y contenido del derecho extmnjcro invocado 

Pnm infonnarse del texto, vigencia, senlido y alcance legal del derecho 

extranjero, el tribunal podrá valerse de infonnes oficiales al respecto, pudiendo 

solicitarlos al Servicio Exterior Mexicano, o bien ordenar o admitir las diligencias 

probatorias que considere necesarias o que ofrezcan las partes" 

2.7.4.2 Carga de la prucbn de los usos y de lu costumbre. 

Otra excepción es Ja que surge de nquCllos casos, en los cun1cs el uso y la 

costumbre son fuente de Derecho, ) que por tmtnrse de hechos aislados que se 

realizan al margen de la ley, es decir; no emanan del poder legislativo (usos 

69.~ BECERRA BAUTISTA. oh. cit. Pag. 87. 
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mercantiles y bancarios) deben ser sometidos a la carga de la prueba, la cual debe 

corresponder a aquélla parte que lo indique como fundamento de su pretensión. 

(70) 

2.7.4.3. Carga de lu prueba de la jurisprudencia, 

La aplicación de la excepción a la jurisprudencia, al decir de Becerra 

Bautista es indebida, ya que ésta se considera obligatoria para todos los jueces, 

además de que forma parte de la legislación misma, porque constituye 

interpretación auténtica de la ley, por tanto, debe relevarse a las partes que la 

invoquen, de la carga de la pruebn.(71) 

En nuestro particular opinión, el autor de referencia está en lo cierto, por las 

consideraciones que expone y además, porque lo que reclama la jurisprudencia al 

ser invocnda por lns partes en sus escritos como fundamento de sus respectivas 

proposiciones, no es propiamente prucbn, sino, puesto que constituye parte del 

Derecho positivo, "lo que busca primordialmente es que se le refleje con exactitud, 

y se le cite con precisión (fecha, tribunal de que emanen y colección en que se 

inserte)". (72) 

En consecuencia, la jurisprudencia debe quedar fuera de la carga de la 

prueba. 

70,4 ldtm. Pág. 87. 
71.· ldctn. Póg. 87. 
72.· ALCALA·ZAMORA Y CASTILLO. NICETO. Derecho Procesal Mexicano. Tomo Il. México 1977. 
Editorinl Pomm S.A. Primera Ediclon, Pág. 374. 
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2.7.5. Función de la Carga de la prueba. 

Las funciones esenciales de la carga de la prueba se pueden resolver en dos 

cuestiones: Sabernos que 1as pruebas so11 tos medios de los que el Juez se sirve 

pnrn conocer los hechos, llevarlos a In evidencia; igualmente concebirnos que para 

In busca y utilización de dichos medios, la iniciativa de la parte es de suma 

importancia. ni extremo de ser ésta estimulada mediante la prohibición impuesta ni 

juez, consistente en no considerar hechos que no hayan sido nlegados y probados 

por las partes. 

Este sencillo mecanismo los ayuda a explicar la función de la carga de In 

prueba, porque nl existir ln prohibición impuesta al juez por si existen pruebas que 

no hayan sido suministradas por las partes (excepción hecha de las medidas para 

mejor proveer, consignada en el artículo 279 del Código de Procedimientos 

Civiles). En consecuencia éstas se sienten estimuladas o si se quiere forzadas ni 

máximo en In büsqucda de sus pruebas de la mejor manera posible; será su propio 

interés el que las conduzca a ello porque de lo contrario, la falta de prueba 

redundará en perjuicio de aquella que no se desembarace de la cargn. 

Asi, la carga de la prueba funciona como un estímulo a la actividad 

probatoria de las partes, y liberarse de ella representa para la parte una ventaja 

procesal de suma importancia ya que mediante la misma acredita la existencia de 

In pretención contenida, ya sea en su demanda o contestación según se trate. 

Finalmente, al cumplir con la carga, la parte facilita el material probatorio 

para que el juez se fonnc su propia convicción y en función de tal, éste decrete, ya 
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sea la procedencia o improcedencia de la acción o de ln excepción. En ésta forma 

1~ carga funciona en cuanto que al liberarse de ella se allegan al juzgador los 

elementos necesarios para formar una convicción plena respecto de los hechos 

alegados por las partes respectivamente en su demanda y contestación y para que 

este en posibilidad de dictar una resolución favorable a aquélla parte que cumplió 

mejor con la carga probatoria. 

2.7.6. Ofrecimiento, admisión, preparación y desahogo. 

Estas constituyen las etapas o períodos en que se desarrolla la fase 

probatoria las cuales se encuentran delimitadas por los diversos preceptos del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal vigentes, que fijan las 

reglas de cada una de aquellas. Por tal efecto y buscando en el análisis de cada una 

fines prácticos, nos referiremos a las mismas, desde el punto de vista del 

ordenamiento citado. 

a) Ofrecimiento. Constituye el acto procesal de las partes, en lo referente a 

la prueba; es la fase procesal en que las partes asumen la carga de la prueba, en 

otras palabras proponen sus pruebas para acreditar sus respectivas propocieiones. 

Las reglas contenidas en el Código sobre la materia en cuestión, se refiere a los 

terminos de realización de dicha carga, dentro de los cuales es imprescindible la 

actividad requerida por la ley, ya que de lo contrarío perderá su Derecho que pudo 

ejercer en tiempo declarándose precluído. 

De acuerdo con el articulo 290 del mismo Código, el período de 

ofrecímíento es de 10 días, que empezarán a contar desde el día siguiente de In 

notificación del auto que mnndn abrir el juicio a prueba. 
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Los días empiezan a correr a partir del din siguiente a aquél en que se 

hubiera hecho el cmplaz.amiento o notificación (artículo 129 del Código en 

cuestión), Existen dos excepciones a la regla tralándosc de la prueba confesional, 

que podrá ofrecerse desde abierto el periodo probatorio hasta antes de In audiencia 

respectiva, siempre y cuando se ofrezcan con la debida oportunidad que permiu1 su 

preparación (Artículo 308 del Multicitado ordenamiento); Igualmente trattlndosc 

de la prueba documental que podrá presentarse después de la audiencia de 

ofrecimiento, siempre y cmmdo se ajusten lo dispuesto en los artículos 96 al 100 y 

294 del mismo Código. 

Para que el ofrecimiento de pruebas sea eficaz se exigen los siguientes 

requisitos: 

1.- Las pruebas deben de relacionarse con cada uno de los hechos 

controvertidos de In demanda y la contestación, porque si no se hace la relación de 

probanzas, éstas serán desechas (articulo 291 del mismo ordenamiento); 

2.- La prueba confesional de acuerdo al articulo 292 del mismo Código, se 

ofrecerá acompañado el pliego de posiciones que haya de absolver la contraparte, 

pero la prueba será admisible aún cuando no se exhiba el pliego respectivo, 

solicitando tan sólo la citación del absolvente, pero con la salvedad que si no 

concurriece éste, no sen\ declarado confeso más que de aquéllas posiciones que se 

hubieren formulado con anterioridad; 

3.- La prueba testimonial se ofreccní señalando nombres y domicilios; 

cuando se solicite al juzgado la presentación de ellos, se indicarán los motivos que 
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impiden su directa presentación, bajo protesta de decir verdad; en caso contrario, 

bastará con presentarlos (articulo 357 del mismo Código); 

4.- La prueba documental debe acompañarse al escrito respectivo los 

documentos en que consista. Después del ofrecimiento de dicha prueba no podrán 

admitirse sino los documentos a que se refiere el artículo 294 en su segunda parte; 

5.-La prueba pericial se ofrecerá expresando los puntos sobre los cuales 

versará, sin lo cual no será admitida; cada parte podrá nombrar a su perito a no ser 

que se pusieran de acuerdo en nombrar uno sólo . El tercero en discordia será 

nombrado por el juez (artículos 293 y 347 del Código en mención). 

6.- La inspección judicial requiere igualmente que se determinen los puntos 

sobre lo que versará tal y como lo señala el articulo 297 del mismo Código. 

b) Admisión. Es una resolución judicial que debe dictarse al día siguiente 

de haber concluido el período de ofrecimiento, en In que el juez en uso de 

facultades que In ley le confiere, detenninani las pruebas que admite sobre cada 

hecho; la \imitación prudencia\ de testigos; rechazar las pruebas contrarias a 

Derecho o a la moral, sobre hechos no controvertidos, imposibles o notoriamente 

invcrosimíles, ya que resultan pruebas inútiles, superfluas a los fines del proceso, 

retardando así la aplicación de la justicia. 

Se concluye, al decir que podrá apelarse en el efecto devolutivo el auto que 

deseche una prueba, siempre y cuando fuere apelable la sentencia en lo principal. 

Contra el auto que admite pruebas no se concede ningún recuISO (artículo 298 del 

mismo Código), ya que en cuanto ni llamado recurso de responsabilidad que 
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expresa en su parte final dicho precepto se dice que no lo es tal, sino un proceso 

autónomo destinado a ser efectiva la responsabilidad en que pueden incurrir jueces 

y magistrados, cuando en el desempeño de sus funciones infligen las leyes por 

negligencia o por ignorancia inexcusable (73). Y puesto que dicho proceso aún 

prosperando, no afecta c1 neto procesal que lo motiva, concluimos que no debe de 

atribuirscle carácter de recurso. 

e) Preparación. Es el acto procesal por medio del cual el juez y las partes 

proceden a preparar con toda oportunidad las pruebas, para que en la audiencia de 

desahogo de las mismas pueden ellas recibirse, tal actividad consiste por parte del 

juez; citar n las partes a absolver posiciones, a los testigos para que 1indnn su 

declaración, a los peritos para que rindan su dictamen ~ mandar traer copias, 

documentos, libros. y demás instrumentos ofrecidos por las partes, ordenando las 

compulsas que fueran necesarias; tal como lo cc.;,sigl!a el articulo 385 del Código 

de Procedimientos Civiles. 

En cuanto hace a las partes, dicha actividad en In pnictica procesal, consiste 

en encargar las cédulas para las citaciones de las contrapartes de los testigos y 

peritos; encargar oficios para que rindan algún infonnc, un organismo público o 

privado, y necesario para el desahogo <le alguna pmcba o se remitan copias <lt! 

dctenninado documento, etcétera. 

d) Desahogo. Es el acto procesal que una vez concluido el ofrecimiento, admisiou 

y preparación de pruebas, se rcali1,, en los terminos descritos por el articulo 299 

del Código Adjetivo Civil, que se refiere a la audiencia de desahogo de pruebas y 

que a la letra dice: 

73.- DE PINA Y CASTILLO !.ARRAl'IAGA. ob. cit. Pdg. 374. 
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"El juez, al admitir las pruebas ofrecidas procederá a la recepción y 

desahogo de ellas en forma oral. La recepción de las pruebas se hará en una 

audiencia a las que se citará a las partes en el auto de admisión, señalándose al 

efecto el día y hora, teniendo en consideración el tiempo para su preparación, 

Deberá citarse para esa audiencia dentro de los treinta días siguientes a la admisión 

La audiencia se celebrará con las pruebas que estén preparadas, dejándose a 

salvo el Derecho de que se designe nuevo día y hora para recibir las pendientes, y 

para c1 efecto se señalará la fecha para su continuación la que tendrá verificativo 

dentro de los 15 días siguientes . En este caso no hay que seguir el orden 

establecido para In recepción de las pruebas ". 

Existen para el desahogo de pruebas un plazo extraordinario para su 

recepción en los términos y consecuencias consignadas en los artículos 300 y 301 

del Código en cuestión. El primero se refiere a la prórroga del plazo cuando se 

trate de pruebas que han de practicarse fuera del Distrito Federal o del país; el 

segundo numeral se refiere a la multa que se impone al litigante al que se concedió 

dicha ampliación y no rindiere las pruebas que hubiese propuesto. 

Consideramos, que no existe mayor <liliculta<l en curu1to a lo dispuesto por 

los distintos preceptos que nos marcan el desarrollo de las etapas en las que se 

inclnye a la prueba, ya que aquellos son lo bastantes claros con las salvedades que 

mencioné en su oportunidad. 

Toda vez que hemos concluido con las fases postulatoria y probatorio, nos 

resta por ver la fase pre-<:onclusiva en In cual se enc.uentran comprendidos los 

alegatos, motivo del presente estudio~ es así como a continuación iniciaremos con 
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la carga de los alegatos, para poslerionnenle iniciar un nuevo capíllllo abarcando 

ya en sí, a los alegatos. 

2.8. CARGA DE LOS ALEGATOS. 

En relación con la carga de Jos alcgalos, podemos decir que cuando la ley 

señala plazos para el cumplimienlo de las cnrgas oblignlorias para las partes y si 

éstns no se cumplen transcurrido el término correspondiente los litigantes pierden 

su Derecho si no lo ejercitaron en tiempo y fornm. Sin necesidad de acuses de 

rebeldía , el juez de oficio prosigue el ccn;o del .proceso en su elapa 

correspondiente y es cuando decimos que el proceso es preclusivo. 

Si los alegaras no se hacen valer en liempo y fonna correspondientes las 

partes interesadas en cubrir csra formalidad pierden tolalmenle el Derecho de 

hacerlo con posterioridad a la audiencia de ley, que es la fase donde deben hacen;e 

valer y no antes ni después. Por lo anrerior debemos decir que los n1cgntos son uh 

carga procesal: Al respecto Carlos Arcllano Gnrcía dice: "No se obligard a parte 

alguna en el proceso a alegar, pero quien no lo haga es sabedom de que 

voluntariamente ha perdido unn oportunidad de esgrimir sus argumentos que 

pudieran haber tenido influencia en el resulrado del juicio." (7 4 ). 

Esta carga se encuentra rclncionada con algunos principios del proceso. E1 

principio de inmediación que consiste en que el juez esté en conlaclo pcrsona1 con 

las partes, que reciban las pruebas que ésras le ofrecen : los nlegalos, inspeccione a 

personas, documentos y !ns demás obligaciones que el estado otorgue al juez; así 

74.· ARELLANO GARCIA, ob. cit. Pág. 34. 
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como también existe relación con el principio de oralidad y la fonna escrita, esto 

es, que lus partes deben observar en cada caso lus disposiciones legales 

respectivas; con el principio de eventualidad que significan que los actos 

procesales deben realiwrse en el tiempo que la ley establece el de equidad: 

"En éste punto resulta oportuno advertir que el legislador plasma en fonna 

lógica y sistematizada los ordenamiento legales debiendo aplicar los dictados de 

técnica juridica, cuyo contenido no puede ser otro que las inquietudes que recibe 

de la sociedad y previniendo siempre los acontecimientos futuros. Cuando se ha 

logrado una ley clara y precisa, el juez debe aplicarla con exactitud; pero puede 

ocurrir que, debido al continuo devenir del fenómeno jurídico, la ley deje de ser 

clara y por lo mismo hacerse imprecisa, entonces el juez debe resolver según su 

criterio, dando fin a la controversiu con la idea de rectitud y Injusticia. "(7 5). 

Eduardo J. Couture expresa sobre las cargas procesales y en particular a la 

de los alegatos diciendo que tiene doble fase y función .. .''por un lado el litigante 

tiene la facultad de contestar, de probar, de alegar pero tiene al mismo tiempo, 

algo así como el riesgo de no contestar, de no probar y de no alegar. El riesgo 

consiste en que si no lo hace oportunamente se fa11a en juicio sin escuchar sus 

defensas sin recibir sus pruebas o sin saber sus conclusiones."(? 6) 

Así, la falta de alegatos produce algunas consecuencias desfavorables a la 

parte que los omite, podemos afinnar que se trata más bien de una carga procesal, 

pues es claro que el acto procesal de los alegatos, al igual que la demanda, la 

contestación y la etapa probatoria constituyen cargas procesales, constituyen un . 
75.- PENICHE LOPEZ, Eduardo. Jntroduccion al Derecho y Lcccloncs de lk:rccbo Civil, Editorial Pomm 
S.A. 18 ava, Edicion. Pág. 20 
76.-COt..mJRE, Eduardo J, oh. cit. 
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imperativo del propio interés y no una obligación porque así como se da la 

oportunidad de ejercitar la acción de contestar la demanda y de ofrecer pruebas, 

también se da In oportunidnd n las partes de alegar al jue1, después de haber 

quedado rendidas las pruebas, los razonamientos que estime necesarios para 

reproducir la convicción jurisdiccional que cada parte busca apoyándose en 

disposi~iones que tenga la finalidad de demostrar que ha quedado probada su 

pretensión, sen ésta acción o excepción. 

3.!.CONCEPTO. 

CAPITULO lII 

LOS ALEGATOS 

Al inicio de este capitulo tocaremos varias definiciones que se han vertido 

sobre los alegatos nsi nos apoyaremos en diversos conceptos de algunos autores 

tanto nacionales como extranjeros. Comen7.arcmos con la ctimologia .- Voz oculta 

del latín "Allegatio-nis "alegación, razones que se alegan en jtL<>ticin, nomcn­

actionis del verbo allego, are "alegar, citar como ejemplo" Compuesto de ad­

"hacia" y lego are, denominativo de ley, le gis. 

El maestro Rafael de Pina en su ohm Diccionario de Derecho, nos dice: 

"Alegato.- razonamiento o serie de ellos en que los abogados de las partes 

o en su caso las personas que se encuentren autorizadas para tal efecto, pretendan 

convencer al juez o tribunal de justicia de la pretensión o pretensiones sobre las 

que están llamadas a decir.''.(77). 

77.~ DE PINA, Raíacl, Diccionario de Derecho, op. cit. Pdg.23. 
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De Pina, equiparo la palabro alegato con la de razonamiento o serie de ellos, 

lo cual implica que será necesario recordar qué significa la palabra razonamiento, 

que según lo escrito en el Diccionario Larousse, significa: 

"Serie de conceptos que se deducen unos de otros y permiten llegar a una 

demostración.". 

De tal forma, que al analizar detenidamente el anterior concepto nos 

parezca acertado, esto considerando que la palabra razonamiento, efectivamente, 

se encuentra descrita la palabra alegato. 

En otro concepto, José Becerra Bautista nos señala: 

"Alegatos.- Son las argumentaciones juridicas tendientes a demostrar al 

tribunal In aplicabilidad de la norma abstracta al caso controvertido, con base en 

las pruebas aportadas por las partes.".(7 8) 

Al dar este concepto Becerra Bautista nos dice que los alegatos son las 

argumentaciones, de ahi que surja la necesidad de explorar la palabra que de 

acuerdo al uso que se nos da, podrinmos pensar que significa: las bases, las 

rozones tendientes a demostrar algo. Analizando la palabra que sigue: "Jurídicas", 

entendida esta palabra como calificativa de argumentaciones, que significa 

referente a Derecho, de la miz latina, Jus, Jure. De ahí, que los alegatos para 

Becerra Bautista sean las bases jurídicas o razones jurídicas tendientes a demostrar 

ni tribunal la aplicabilidad de la nonna abstracta al caso controvertido, con base a 

la pruebas aportadas por las partes, criterio que nos parece preciso, pero que; sin 

embargo, no es de nuestro completo agrado, ya que comparado con el de Rafael de 

78.- BECERRA BAUTtSTA,José.op.cit.Póg.154. 
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Pina, resulta incompleto este concepto porque no toma en cuenta a la persona que 

realiza los alegatos (el abogado o persona autoriwda para ello), 

Jaime Guasp, en su obra Derecho Procesal Civil dice, refiriéndose ni 

concepto de alegaciones lo siguiente: 

"Que el proceso de cognición que en la pretensión se satisface mediante una 

declaración de voluntad del órgano Jurisdiccional, exige por definición, el 

conocimiento del juez del fondo del asunto sobre el que tal declaración ha de 

recaer. El instrumento específico de tal conocimiento, son los datos de carácter 

lógico que el juez ha de manejar para que n base de su valorización o 

enjuiciamiento, llegue a un rcsultndo favorable o desfavorable a la actuación de la 

pretensión formulada por el actor." .(7 9} 

Las actividades de instrucción en el proceso de cognición estriban, en 

consecuencia, en proporcionar ul juez tales datos; hay pues, que considerar como 

instrucción específica del proceso esta clase de recopilación y comprobación de 

los datos relevantes para determinar el sentido del follo. 

Las actividndes que suministmn c1 proceso, tales datos son, precisamente 

las de alegación que ahora deben ser estudiadas. Por alegación se entiende, en 

efecto, aquel acto procesal que lleva un <lato al proceso, bien, como h1cgo se vera, 

para introducirlo, bien paro fijarlo <lefinitivnmcntc, bien pum enjuiciar su valor, 

formulando una postrera critica en tomo al mismo. Mediante la alegación, el 

material lógico de que el juez tiene que servirse, figura actualmente en el proceso 

y a través de la depuración ulterior que supone su prueba, se convierte en el 

instrumento indispensable sobre el que ha de apoyarse la sentencia. 

79.- GUASP, Jaime. ºl" cit. Págs. 323 y 331. 
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El Derecho positivo no empica un concepto claramente perfilado de esta 

figura, aunque la terminología en que se habla de alegar y alegación es utilii.ada 

con mucha frecuencia, pero el silencio del Derecho Positivo no puede constituir 

motivo para negar la significación general de este concepto y la gran importancia 

teórica y práctica que asume en todo proceso de cognición. 

Por su parte, Hugo Alsina explica: 

"Que alegato de bien probado es el escrito en que las partes examinan las 

pruebas rendidas con relación a los hechos afirmados en la demanda y 

contestación, para demostrar su exactitud o inexactitud". (80). 

Se trata de una exposición escrita que no tiene forma determinada por la 

ley, pero que debe limitarse ni análisis de la prueba frente a los hechos afirmados, 

estableciendo las conclusiones que de ella derivan. La costumbre, no 

recomendable, por cierto, de exponer exactamente los hechos más indispensables 

en la demanda y en la contestación, obliga n un desarrollo de los mismos en los 

alegatos donde se hace la verdndera demanda y defensa. La lealtad exige que el 

debate se haga en la oportunidad prevista por la ley, es decir, en la demanda y en 

la contestación, y que el alegato sólo sea un exámen de las pruebas para orientar al 

juez, quien sacará de ella personalmente, las conclusiones que considere 

pertinentes. 

Consideramos que las dos opiniones de los juristas, tanto de Guasp, como la 

de Alsina, coinciden en un punto que es: los alegatos permiten que el juez 

80.. ALSINA. Hugo. op. cit. Págs. 707y7lS. 
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aumente su conocimiento del cnso puesto n su consideración, para llegar n la 

verdad. 

Aprccirunos que estos autores dan una importancia vital a los alegatos, al 

decir, que son parte esencial en el conocimiento que el juez puedn tener acerca de 

los puntos controvertidos, de Jo cual inferimos que In no fonnulnción de alegatos 

de una de las partes, podrin acarrearle un grnve perjuicio en el sentido de que no 

estarla proporcionando al juez los datos o las bases necesarias para que dicha 

autoridad pudiese tener el más amplio conocimiento de los hechos y así, poder 

dictar la resolución correcta. 

El autor Federico Ramircz Balios, en su obra Tratados de Juicios 

Mercantiles, expresa lo siguiente: 

"Los alegatos son los escritos en que las partes examinan las pmebas 

rendidas con relación a los hechos afirmados en la demanda y contestación , para 

demostrar su exactitud o inexactitud. Se tratn de una exposición csctila que no 

tiene fonna determinada por la ley, pero que debe limitarse al análisis de las 

pruebas rendidas con relación a los hechos afimmdos, estableciendo las 

conclusiones que de ella deriven".(81). 

Este concepto proporcionado por Rarnircz Baños, nos parece tmporlante 

sólo en el sentido de que señala que la Ley no detcnnina la fonnn que deben tener 

los alegatos, que aunque no deja de ser precisa nos da la impresión de que al 

81.- RAMIREZ BA?'lOS, Feredh:o, Trntn<lo de Juicios Mcrcanciles. E<litorial Llbn=ria Robledo. 
M6r.lco, 1963. Pág.145. 
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hablar de escrito de demanda y contestación como lo hace el maestro Alsinn, éste 

resume su concepto de alegatos en una definición más pequeña. 

Por su parte el jurista Guillermo Cabanelas considera que el concepto de 

alegatos es el siguiente: 

"El cscrilo donde hay controversia, esto es, demostración de las razones de 

unn parte, pnra debilitnr las de la contraria. El alegato forense constituye una 

exposición completa de los fundamentos de hecho y de Derecho favorables a una 

de las partes. El alegato forense puede ser oral o escrito y en el que se pide ni juez 

o tribunal, a modo de conclusión, lo que a los hechos invocados y el Derecho 

consiguiente haga. 

Alegato del bien probado ,es el escrito que después de practicar las pruebas, 

pueden presentnr las partes en primera instancia y antes de sentencia" (82) 

Eduardo Pallares, menciona que los alegatos son: 

"La exposición razonada verbal o escrita, que hace el abogado para 

demostrar, conforme a Derecho, que Injusticia asiste a su cliente." (83). 

En opinión de León Aurelio, los alegatos consisten: 

"En los razonamientos de que se vale cada una de las partes, para enlazar 

las pruebas rendidas por ellos haciendo consideraciones de Ley en general .. 

deduciendo de tales consideraciones que ha probado su demanda o contestación, o 

82.- CABANEl..AS, Guillemto. Diccionario de Derecho Usual.. Buenos Aires Argenlina, 1962. Págs. 
!SS y 156. 
83.- PALLARES, Edunrdo. Diccionario de Derecho Procesa) Civil. op. cit. Págs. 78 y 19. 
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mejor, su acción o sus excepciones, y que por consiguiente la sentencia debe 

dictarse a su favor, lo cual se pide". (84). 

Por otra parte, Ovalle Favela afinna que : 

"Los alegatos son las argumentaciones que fommlan lns partes una vez 

realirodas las fases expositiva y probatoria, con el fin de tratar de demostrar al 

juzgador que las pruebas practicadas hnn confinnado los hechos afirmados y que 

son aplicables los fundamentos de Derecho aducidos por cada una de ellas, por lo 

cual aquél deberá acoger sus rcspec.tivas pretensiones y excepciones al pronunciar 

la sentencia definitiva" .(BS). 

A este propósito, el procesalis~~ español De la Plaro, agrega que se 

realiroba un análisis de la prueba propia y de la practicada por la parte contraria, 

encaminando a demostrar que cada litigante había probado bien su acción, n 

diferencia de lo que habfn hecho la contraria. 

Nos parece 1n apreciación de estos últimos autores, solamente en cuanto h1 

concepto de demostrar, ya que demostramos con los medios probatorios aportados 

en el momento procr.sal oportuno, y no con los alegatos pues como atinadamente 

menciona el maestro Briseño Sierra: 

"El alegato ha tenido el cometido de un amilisis de la problemiitica jurídica 

contenida en el debate procesal, problemática que se vine fommndo con el 

84.- DE LEON, Aurclio. Corupcnr.lio de Prorcdimit:nlo Civil. Editoñal Pom'in, S.A. Segunda Edición, 
México, 1991. Pág. 68 
85,- OVALLE FA VELA, Jo.sé, Derecho Prooxsnl Civil. Edi1orial llar\l'I. S.A. de C.V, Tcn.-em Edición. 
MCxico, 1991. Pág. 68 
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contraste de las pretensiones de las partes y las confmnaciones obtenidas en el 

curso del proceso". (86) 

Es decir , las partes hacen un exámen de todo lo que se ha actuado hasta el 

momento, pretendiendo con dicho exámen, influir en In mente del juzgador para 

que In resolución que dicte, le sea de alguna manera favorable. 

No podemos dejar de hacer referencia ni planteamiento que con respecto de 

los alegatos y conclusiones hace el Dr. Gómez Lara mencionando que : 

"Son las consideraciones, las reflexiones, los razonamientos y la.e; 

argumentaciones que las partes o sus abogados plantean ni tribunal aceren de lo 

que se ha realizado en las fases procesales anteriores."(87). 

Ahora bien, debemos recordar que el concepto de los alegatos ha sido uno 

de los más olvidados en el Derecho Procesal Civil y cabe mencionar cuáles han 

sido los motivos importantes de este olvido o falta de aplicación. En primer lugar, 

los alegatos no son tomados en cuenta poer el juzgador porque no son materia de 

In litis, de los puntos controvertidos, por lo tanto, no los estudiará para dictar el 

fallo que corresponda. 

Lo anterior se cotTOborará si atendemos al criterio sostenido por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en el sentido de que los 

alegatos no forman parte de In litis y que a la letra dice: 

86.· BRISEfiO SlERRA, 1-lmnbcrto, Derecho Procesal. Volumen IV. Editorial Cárdenas Edltory 
Dislribuldor. Primera Edición. MéxiCCI, 1970. Pág. 540. 
87,- GOMEZ LARA, Clpriano. Dc~l10 Procesal Civil. op. ch. Pltg. 
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"ALEGATOS DE LAS PARTES. NO CONSTITUYEN UN PUNTO DE 

LA LITIS.- No se incurre en la violación del artículo 81 del Código de 

Procedimientos Civiles por no estudiar los alegatos de lns partes, ya que esas 

argumentaciones no constituyen un punto de la litis que si deben ser malcria de 

estudio y resolución, sino únicamente sirven para ilustrar el criterio del juzgador 

en el momento de pronunciar el fallo definitivo y, por lo tanto, no está obligado a 

hacer referencia de ellos en la sentencia y menos apoyarse en su contenido." (88) 

Amparo directo 1619/82.- Canncn Chaparro Peregrino. 20 de enero de 

1983; unanimidad de votos; ponente José Becerra Santiago; secretario . Gustavo 

Sosa Ortíz. 

A mayor abundamiento cabe citar otra tesis sustentada por el mismo 

Tribunal, que a la letra dice: 

"ALEGATOS. EL COOIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 

DISTRITO FEDERAL NO ESTABLECE L.\ OBLIGACION DE TOMARLOS 

EN CONSIDERACION, EN LAS RESOLUCIONES DE LA PRIMERA Y 

SEGUNDA INSTANCIA.- Del análisis de los artículos 393 y 712 del Código del 

Procedimientos Civiles se infiere que éstos prevén que los litigantes tienen 

derecho <le fonnular alegatos tanto en la primera como en la segunda instancia 

respectivamente, pero de ninguna manera se advierte que en estos preceptos se 

establezca la obligación para que los jueces de primera instancia y la Sala del 

88.- lnfonnc de Labores Correspondiente al año 1983. Tcrccru Pnrtc, Tcrccr Tribunal ColcginJo cu 
f..falcriaCivil del PritncrCircuilo. Tesis 2. Pág. l44. 
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Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal tomen en cuenta tales alegatos en 

el momento de dictar sentencia. ".(89) 

Amparo directo 1184/85.- Manuel Sagochian Mahakian. 26 de marzo de 

1987. Unanimidad de votos.-Ponente José Becerra Santiago. Secretario Miguel 

Vélez Martinez-

Es así como las partes van a pretender dar una idea al juez, por medio de 

razonamientos juridicos, lo que han pretendido y resistido, y que afirmaciones y 

negaciones han sido corroboradas por los medios probatorios desahogados, en 

otras palabras, atendiendo n todo el material informativo que se ha aportado al 

juzgador, desde el acto inicial de la demanda, hasta los alegatos, las partes 

expondrán sus razonamientos para justificar la posición en que se encuentran. 

En este sentido, los alegatos como etapa procesal, podemos definirlos como 

la oportunidad que tienen las partes para emitir consideración y juicios de valor 

respecto de las etapas procesales que le anteceden con la finalidad de introducir al 

juzgador a que resuelva favorablemente a sus intereses. 

Acorde a lo que hemos mencionado queremos hacer énfasis en que 

formalmente éstos y lns conclusiones, difieren no siendo así en cuanto al contenido 

,ya que en este sentido se equiparan plenamente, sin embargo, aunque en los 

Códigos se mencione que se otorga una opottunidad a las partes para alegar, no se 

describen en los preceptos respectivos, ni su contenido, ni su objeto. 

89.· Infonnc de Lahorcs Correspondiente al mio 1987. Tcrccrn Parte. Tercer Tribunal Colcglndo en 
Materia Civil del Primer Circuito. Tesis J. Pág. 201. 
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Desafortunadamente, esa institución jurídica procesal ha recibido poca y 

hasta nula atención por parte de los tratadistas, siendo notorio su escaso 

abordamiento al igual que en la práxis jurídica, lo cual es muestro fehaciente de su 

inap\icabilidad. 

No podemos pasar por alto, lo que dice Don Joaquín Escriche respecto a la 

alegación: 

"La acción de alegar verbalmente o por escrito y en el mismo escrito o 

alegato en que el abogado expone lo que conduce al Derecho de la causa o parte 

que defiende."(9 o) 

A continuación señalaremos lo que dice la Enciclopedia Jurídica Omcba; 

respecto al alegato: 

"En una acepción general , significa el acto gcncrnlmente realizado o 

descrito mediante el cual el abogado de una parte expone las razones de hecho y 

de derecho en defensa de los intereses juridicos de su patrocinado, en un proceso 

civil o criminal. Esta idea centraliza el concepto de alegato comün a la ucción efe 

alegar agravios o expresar agravios y a la de alegar de bien probado''. (91). 

Como se puede observar, de este significado la obra consultadn 

conceptualiza el alegato connín a alegar agravios o expresar agravios, es decir, usa 

los términos como sinónimos, en nuestro Derecho mexicano, estas dos acepciones 

son totalmente diferentes, ya que los alegatos son la exposición de herho y de 

derecho en defensa de los intereses jurídicos de su patrocinado y la expresión de 

agravios reviste en exponer los dafios que una sentencia causa al apelante. 

90.· ESCRICHE, Joaquln. Diccionario Rar.ona.Jo de Lc:¡;bladún y Iurbpmdcuda Tomo 11. P:ig. 135. 
9l.· Enciclo1)C()laJurídica OMEBA. Tomn 1-A. Buenos Aires, Argentina. Pág. 636. 
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Concluyendo con el presente punto, daremos a continuación la acepción de 

alegatos que para los fines de este trabajo consideramos más apropiada: 

"Son los razonamientos lógico jurídicos, presentados por alguna de las 

partes o sus representantes, tendientes a demostrar al juzgador que los hechos 

argumentados, que en su momento han sido probados por el interesado, confinnan 

su acción o excepción según sea el caso, y que por el contrario su contraparte no lo 

hizo, esto con el fin de orientar e incrementar el conocimiento del juzgador para 

que resuelva en forma favorable a su intereses". 

3.2 NATURALEZA JURIDICA. 

En tomo n esta cuestión, no podemos decir que sea un deber de !ns partes 

alegar, ya que el deber implica tener un comportamiento prescrito por la ley, 

mismo que no le deja libertad alguna de elección, al grado de exponerse a 

determinadas sanciones si no cumple. En realidad, se trata de una necesidad, de 

una carga procesal, (según In doctrina), y las consecuencias serán desfavorables 

sólo para quien omita su producción. Luego entonces, los alegatos son una de las 

diversas cargas procesales que encontramos en el proceso. 

Consideramos que la opinión del maestro José Becerra Bautista es la más 

acertada respecto a la naturaleza jurídica de los alegatos, es por esto, que nuestra 

opinión concuerda con la de él por lo que nos permitimos citar a continuación lo 

que menciona en su obra El Proceso Civil en México: 
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"No puede decirse que alegar sea un deber de las partes; se trata más bien 

de una necesidad o carga procesal, toda vez que In falta de alegatos produce 

consecuencias desfavorables a quien los omite, pero nada más. 

Frente a los alegatos producidos ¿tiene el juez el deber de aceptarlos? 

El deber del juez es aplicar la norma abstracta al caso controve11ído 

mediante una operación lógica¡ por tanto, ninguna fuerza externa puede 

coaccionarlo para que falle segim el criterio de los abogados o de las partes 

alcgantes, eminentemente interesadas en sostener sus respectivos puntos de vista. 

La función del juzgador no puede ser remplazada por los abogados y, en 

consecuencia, el tribunal no puede quedar vinculado por las aleg:icioncs de las 

partes, siendo soberanamente libre de aceptarlos o de rechazarlos. 

De lo dicho, se desprende que los alegatos, por lo que ve a las partes, 

constituyen una carga procesal; por lo que hace. al juez, no son vinculativos, aün 

cuando jurídicamente lo orienten y sean la conclusión lógica de In actividad de las 

partes en un proceso civil." (9 2). 

3.3 ANTECEDENTES 

El estudio de los Alegatos, requiere, sin lugar a dudas, un análisis de 

aquellos antecedentes jurídicos relacionados con esta etapa procesal, es por esto 

92.- BECERRA BAUTISTA, JO>é. op. cit. Pog. t57. 
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que a continuación nos referiremos a disposiciones anteriores que dieron origen a 

nuestro Código de Procedimientos Civiles vigente, por lo que nos pennítimos a 

continuación hnccr un análisis de dichos ordenamientos. 

3.3.1 Código de Procedimientos Civiles de 1872. 

E! 13 de agosto de 1872, fué publicado el Código de Procedimientos 

Civiles para e! Distrito Federal y tenitorio de la Baja Califomia,mismo que entró 

en vigor e! 15 de septiembre del mismo nño, fué basado en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil española de 1855. 

En lo que concierne a los alegatos, objeto de estudio de la presente 

investigación; estos estaban regulados en el capitulo XVII, del titulo VI; dedicado 

al Juicio Ordinario Civil. En este capitulo Je los alegatos, se encuentra el 

proccdimic11to que debe llevarse a cabo para su realización. 

Conte11ia este ordenamiento algunas particularidades como la publicación 

de probanzas que se llevaba a cabo por el juez y en ella se exponían las pruebas 

aportadas por el actor y el demandado. Así tenemos que se conocían los alegatos 

de bien probado como lo señala, Pablo Zayas: 

" ... es el escrito en que Cllda parte insiste en sus pretensiones, haciendo las 

reflexiones y deducciones que suministran a su favor las pruebas, impugnando con 

conocimiento de causa todas aquellas en que el adversario apoya su intención, 
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esforz.ándosc cuanto puede para justificar la verdad de sus aciertos y la justicia de 

su Derecho.'' (93) 

En el auto o decreto en que el juez hacia la publicación de probanzas, se 

ordenaba la celebración de unn junta de nvcoicncin que tenía por finaJidnd el 

n.rreglo de los intereses que se discutían, esta junta era regulada por los articules 

829y 833. 

El al1ículo 834 se refería n los alegatos, al decir que si no hubieren 

convenido en In junta, al día siguiente se pondrían los autos a disposición dct actor 

en Ja secretaria para que alegara. 

El plazo que se daba para alegar de bien probado, cm de seis a treinta dias 

(articulo 835 del Código en cuestión). 

Por otra parte, el articulo 836 hahlnha en cuanto a In fijación del plazo 

dentro del Clllll podía alegar, se1ia fijado por el juez tomando en cuenta el volumen 

del expediente y la gravedad de las cuestiones que se disentían y este plazo se 

fijaría en el decreto que mandara Jn publicación de proban1.as. 

Si antes de finalizar el plazo concedido se pidiere prórroga, y el juez Ja 

estimare justa, debería concederla pero sin excederse de los treinta día.<;, así lo 

manifestaba el Código en su artículo 837. Si no bastaba este ténnino, podiu 

93.. ZAYAS, Pablo. TrntnJoElemcnln\ Je ~-cdimicnlos l1l el R:uno Civil, confonne lll ClXligo 
¡mesto en vigor cil i:1 O.P. el 15 de scptfotnbtt de 1812. Editorial Neve llc-nnnnos lmpn=i~orcs. Volumen l. 
Mlxko, 1972, Pág. 9t. 
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concederse otro que no rebasara de los diez días, sólo en los casos que señalaba el 

articulo 838 y que eran por la dificultad y complicación del pleito. 

Vencido el plazo concedido al actor, el expediente quc<la a disposición del 

demandado para que en igual ténnino alegara de bien probado.(art!culo 839). 

Una vez transcurrido el plazo dado al demandado, el juez citará para 

sentencia (articulo 840). Concluyendo así el período de alegatos. 

En lo que respecta a In estructura que debió dársele a este escrito de 

alegatos, nada menciona este Código. A este propósito, Pablo Zayas expone: 

" ... ha de extenderse con precisión, clllfidad y orden numérico en cuanto a 

los hechos y fundamentos de Derecho, con la latitud que exija la argumentación 

que contenga ... por lo que la numeración comprenderá a los párrafos o material 

que se traten, a fin de facilitar al estudio de comparación y registro que debe hacer 

la parte contraria y el juez al examinar las actuaciones a que se refieran, y los 

puntos de Derecho que se indiquen". (9 4) 

Para finalizar, cabe señalar que aunque este escrito no es esencial al 

proceso, fue, sin embargo, de suma utilidad, pues al decir de Pablo Zayas: 

" ... en las causas difíciles, a el se debe muchas veces el triunfo de la verdad 

dudosa, cuando con exactitud, orden y concierto se aprovecha todo lo que resulta 

favorable, y desvirtúa y destruye lo que aparece de perjudicial al derecho que 

represente. En general, pone de manifiesto la verdad a un solo golpe de vista ,de 

un modo permanente, con lo que se facilita al juez el estudio y apreciación de los 

hechos y puntos de Derecho, sin que por esto deba atenerse exclusivamente a estos 

94.- ZAYAS, Pablo. op. cit. Pág. 92. 
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escritos, dictádos por el interés de cada litiganle; porque ha de senlencinr de lo que 

resulte comprobado confonne a Derecho, para cuyo efcclo deberá examinar 

detenidamente por sí mismo todas y cada una de la ncluaciones." (9 5) 

3.3.2. Reformas del 15 de septiembre de 1880 ni Código de 1872 

Estas refonnns entraron en vigor el lo. de noviembre de 1880, fueron 

promulgadas por el entonces Presidenle Constitucional de los Estados Unidos 

Mexicanos, el general Porfirio Díaz. 

Con estas rcfom1as, se percibe un cambio en cuanto a la producción de 

alegatos; es así, que en Jo referido n la publicación de probanl115, solamente In 

ordenaría el juez si alguna de las partes lo solicilaba y así lo disponía el artículo 

747. 

En cuanto n la junta de aveniencia, la modificación fu~ en el sentido de que 

In junta podría no realizarse si alguna de las partes no concurriere o porque In 

renunciare; o bien, si esta se llevaran cabo y no existicrn arreglo, el proceso seguía 

su curso, poniéndose el expediente en la sccTl~laria a disposición del nctor para que 

alegare (artículo 777, antes 834). Esto no implicaba que el actor debería concurrir 

a In secretaría pnrn tomar sus apuntes y formar sus alegatos, sino que las 

actuaciones quedan en la secretaría, donde podía pedirlas. 

9S,. ldem. 
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Por lo que respecta a los alegatos, éstos eran regulados por los artículos 778 

al 783 en éste código de 1880. El plazo para poder alegar se redujo quedando de 

cinco a quince días para cada parte, y no de seis a treinta días como se señalaba en 

el Código de 1872. 

EN el cnso del artículo 781, se adicionó el anículo 838, agregando en su 

parte final: " ... para la parte que lo solici~1, debiendo hacerse la petición antes de 

que se concluya el último término señalado". 

Por otra parte, en el artículo 782, se estableció por una adición al anículo 

839, que en el caso concreto de que versa éste Ultimo, se observará, en su cuso lo 

dispuesto por los anteriores artículos. 

Las modificaciones comentadas, se complementarían con las disposiciones 

del Código de Procedimientos de 1872. 

3.3.3. Código de Procedimientos Civiles de 1884. 

Este Código fué promulgado por el Presidente Manuel González, fue 

publicado en el Diario Oficial el día 15 de mayo de 1884 y entró en vigor el lo. de 

junio del mismo año. 

Este Código siguió las reglas de la publicación de probanzas, pero se 

eliminó la junta de avcniencia y se dispuso que los alegatos serían verbales segim 

lo dispuesto por su articulo 595. 
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El artículo 596 se refiere n la publicación de proba1m1S, en cuyo decreto el 

juez señalaría a cada parte un plazo que no exceda de quince dias, durante el cual 

quedan\ el expediente en la secretaria a la vista de las partes. En el mismo decreto 

se señalará dia y hora para la audiencia de alegatos. 

El articulo 597 de éste Código nos habla de lns reglas que debían seguir en 

la audiencia y que n continuación nos pcnnitircmos transcribir : 

"l. El secretario lecni las constandns de los aulas que las partes pidieren; 

11. Alegarán las partes o sus abogados, primero el actor y enseguida el reo; 

el Ministerio Público alegará también cuando el negocio lo requiera; 

III. Sólo se concedeni el LISO de la palabra por dos veces a cada una de las 

partes, quienes en In replica y dúplica podnin nlcgar sobre el fondo de la cuestión 

que se ventile; 

IV. Los alegatos deben limitarse a tratar de las cuestiones deducidas y de 

las excepciones opuestas en el juicio; si versaren sobre algún incidente deberán 

contraerse a él sin c.!Xlcndcn;c al negocio principal, y en ellos se procurará la mayor 

brevedad y concisión, guarcL.indosc los alcgantcs de toda palabra injuriosa respecto 

de su contrario y de toda alusión a la vida privada y a 1as opiniones políticas; 

V. Cuando alguna de las partes estuviere patrocinada por varios abogados, 

no podni hablar por ella más que uno solo; 

VI. No podrá usar ele In palabra ni por m1is ele dos horns en cada audiencia, 

ni en más de cuatro audiencias. Si ncontcdere que en un alegato una parte 

empleare las cuntro audiencias durante las dos horas expresadns, en la ültima se le 

ndvcrtini que en c1la debe concluir precisamente su alegato, a cuyo efecto, el juez 

ampliará prudencialmente el tiempo que debe durar dicha audiencia; 
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VII. Las partes, aún cuando aún no concurran, o renuncien al uso de la 

palabra, podrán presentar apuntes antes de que concluya la audiencia. Los de la 

parte que no concunu o renuncie a la palabra, serán leídos por el secretario en la 

audiencia. 

Una vez que se concluye con la audiencia de Jos alegatos, en Ja misma 

citará el juez para sentencia, lo cual Jo dispone el artículo 598. 

Concluyendo con este Código de 1884 observamos que Jo que más destaca 

es Jo siguiente: 

-Conserva las reglas para la publicación de probanzas; 

-Elimina Ja celebración de Ja junta de aveniencia; 

-Se da Ja oportunidad de alegar verbalmente o; 

-Se pueden presentar apuntes de alegatos en una audiencia, entre otras. 

Como podemos ver Ja regulación de los alegatos que se hizo en este 

Código, fué en fonna concreta la mejor, pues en este Código se llevó a cabo una 

reglamentación , que no se había presentado en Jos anteriores, y sin duda lo más 

importante que aportó fué Ja regulación de Ja audiencia de alegatos. 

La importancia de este análisis de los Códigos estudiados como 

antecedentes, se manifiesta en que éstos sirvieron de base para la creación de los 

ordenamientos vigentes. 
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3.4. CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL. 

El 31 de diciembre de 1931, el Presidente Constitucional de los Es1ados 

Unidos Mexicanos, Pascual Ortíz Rubio, expidió el Código de Proccdimienlos 

Civiles para el Distrilo Federal. 

Este Código es actualmente vigente, por 1o que consi<lcrnmos necesario 

citar n continuación los artículos que se refieren a In etapa de los alegatos, objeto 

del presente estudio: 

"Art. 393. Concluida la recepción de lns pruebas, el lribunal dispondrá que 

las partes aleguen por si o por sus abogados o apoderados, primero el aclor y luego 

el demandado; el Minislerio Público alegará también en los casos en que 

intervenga, procurando la mayor brevedad y concisión . No se podrá hacer uso de 

la palabra por más de un cuano de hora en primera instancia y de media hora en 

segunda ... " 

Esla disposición del nrliculo 393 es letra muerta, ya que actualmenlc, 

observamos que en la práclica nadie efeclúa los alegalos, pues una vez lenninadn 

la audiencia los secretarios se concretan n señalar: "cada una de las partes alegó lo 



122 

que a su Derecho convino", además de que como el artículo 394 prohibe dictar los 

alegatos, si cualquiera de las partes produjera sus alegatos verbalmente no 

quedaría constancia de sus palabras ya que en la práctica, los jueces debido a la 

carga de trabajo, generalmente no se encuentran presentes en la práctica de 

diligencia• de desahogo de pruebas. 

"Art. 394. Queda prohibida la práctica de dictar los alegatos a la hora de la 

diligencia. Los alegatos serán verbales y pueden las partes presentar sus 

conclusiones por escrito." 

"Art. 395. Los Tribunales deben dirigir los debates previniendo a las partes 

se concreten exclusivamente a ]os puntos controvertidos, evitando disgresiones. 

Pueden interrumpir a los litigantes para pedirles explicaciones e interrogarlos 

sobre los puntos que estimen convenientes. ya sobre las constancias de nutos o ya 

sobre otros particulares relativos al negocio . 

Cuando se invoquen jurisprudencia, doctrinas o leyes de los Estados, 

pueden exigir que se presenten en el acto mismo" 

"Art. 397. De esta audiencia, el secretario, bajo la vigilancia del juez, 

levantará acta desde que principie hasta que concluya la diligencia, haciendo 

constar el dia, lugar y hora, la autoridad judicial ante quien se celebra, los nombres 

de las partes y abogados, peritos, testigos, intérpretes, el nombre de las partes que 

no concurrieron, las decisiones judiciales sobre legitimación procesal, 

competencia, cosa juzgada e incidentes, declaraciones de las partes en la forma 

expresada en el artículo 389 de este código, extracto de las conclusiones de los 

peritos y de las declaraciones de los testigos conforme el artículo 392 del mismo 

ordenamiento, el resultado de la inspección ocular si la hubo y los documentos 
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ofrecidos como pruebas si no constaren ya en el auto de admisión; las 

conclusiones de las partes en el debate oral, a no ser que por escrito las hubieren 

presentado los litigantes, y los puntos resolutivos del follo. Los peritos y los 

testigos pueden retirarse de 1a audiencia después de desempeñar su cometido, 

firmando ni margen del acta en In parte correspondiente a ellos." 

Como volvemos a observar, en este articulo existe lo mismo que 

nnterionncnte comentamos respcclo a la ausencia del juez t.!O esta audiencia., nsi 

como Jo inoperante que resultaría presentar alegatos verbales. 

"Art. 398. Los tribunales, bajo su más estricta responsabilidad, al celebrar la 

audiencia de pruebas y alegatos deben observar lns siguientes reglas: 

l. Continuación del procedimiento, de tal modo que no pueda suspenderse 

ni interrumpirse la audiencia hasta que no haya tcm1inndo; en consecuencia, 

desecharán de plano las recusaciones y los incidentes que pudieran interrumpirla 

11. Los jueces que resuelvan deben ser los mismos que u.-,istieron a In 

recepción de las pruebas y alegatos <le las partes. Si por causa ínsupcmblc dejare ~1 

juez de continuar la audiencia y fuere distinto el que lo sustituyere en el 

conocimiento del negocio, puede mandar repetir las diligcncins de prucbn, si éstas 

no consisten sólo en documentos; 

l!I. Mantener la mayor igualdad entre las partes, de modo que no se haga 

concesión a una de ellas sin que se haga lo mismo con In otra; 

IV. Evitar disgresioncs, reprimiendo con energía lns promociones de las 

partes que tiendan a suspender o retardar el procedimiento y, si fuere procedente, 

aplicará lo ordenado por el artículo 61 de este Código y: 
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V. Siempre será publicada la audiencia, excepto en los casos a que se 

refiere el articulo 54 de éste ordenamiento". 

"Art. 399.Si por causas graves hubiere necesidad de prolongar la audiencia 

durante horus inhábiles, no se requiere providencia de habilitación. Cuando haya 

necesidad de diferirla se continuará en las primeras horus hábiles siguientes." 

"Art. 400. En los tribunales colegiados, cuando falte la mayoría o estuviere 

integrada por magistrados diferentes a los que presidieron In audiencia anterior, 

tendrá efecto la repetición de la pruebas y alegatos a que se refiere la fracción n 
del artículo 398." 

La importancia que esta fase procesal tiene en el desarrollo del proceso, ha 

sido prácticamente olvidada, si consideramos que el espacio que ocupa en nuestro 

Código Procesal es reducido, asi como por ejemplo el hecho de que haya sido 

dctogado el articulo 425 de nuestro Código el cual regulaba la etapa de los 

alegatos, quedando únicamente como un antecedente y decreciendo la importancia 

de los alegatos. 

3.5 PARTES QUE PUEDEN FORMULAR LOS ALEGATOS. 

El presente punto se refiere a todas aquéllas peISOnas que pueden alegar en 

el proceso. 
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Es importante mencionar que para cumplir el objeto de este temu hemos 

estudiado anterionncnte en el Capítulo Primero, de este trabajo, en su apartado 

1.3; todo lo referente a las partes del proceso, por lo que consideramos que no es 

necesario citar aquí nucvnmcntc éste punto, bastará con tener presente dicho 

apartado. 

Por lo anterior nos avocaremos únicamente ni estudio de señalar quienes 

son aquellos sujetos facultados por la ley pam nlcgnr en un proceso. 

Así tenemos que el artículo 393 del Código de Procedimientos Civiles pam 

el Distrito Federal vigente, scfmla a ?os sujetos que están facultados: 

" ... el tribunal dispondrá que las partes aleguen por sí o por sus abogados o 

apoderados, primero el actor y luego el demnndando, el Ministerio Público alegará 

también en los casos en los que intcrvcngn ... " 

Por lo que concierne al apodcrmlo legal, cabe decir que no se requiere de 

poder especial para formular alegatos, tal y como lo contcmpln el articulo 2587 del 

Código Civil, que a la letra dice : 

"El procurador no necesita poder o cláusula especial, sino en los l'ru;OS 

siguientes: 

l. Para desistirse; 

11. Para transigir; 

III. Para comprometer en arbitras; 

IV. Para absorber y articular posiciones; 

V. Para hacer cesión de bienes; 

VI. Para recusar; 
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VII. Para recibir pagos; 

Vlll. Para los demás actos que expresamente determine la ley ... " 

Como anteriormente señalamos, ni lns partes ni sus apcderodos hacen uso 

de la palabra en dicha audiencia paro alegar, en la práctica los secretarios de 

acuerdo invariablemente acuden a In frase: "Cada una de las partes alegó lo que n 

su Derecho convino"; sin que en realidad se haya efectuado. 

3.6. TERMINO LEGAL PARA FORMULAR AJ.EGATOS. 

(OPORTUNIDAD PROCESAL) 

El vocablo "término", es una expresión que hace alusión al límite de tiempo 

desde su inicio hasta el final, dentro del cuál han de ejercerse Derechos y cumplir 

las obligaciones procesales en cada una de las etapas que comprende el proceso. 

La palabra ténnino expresa el espacio de tiempo que se concede para 

evacuar un acto o diligencia judicial, de esta manera la ley señala siempre un 

término que corre en perjuicio de las partes para el ejercicio de cierto derecho o el 

cumplimiento de determinada carga procesal, porque aquéllas deben evitar que se 

pierda ese Derecho, por ende, pcdemos anotar que el proceso es preclusivo, es 

decir, el derecho a ejercer algún acto procesal o cumplir una carga de la misma 

índole se pierde por no hacerlo en el término concedido, sin que medie acuse de 

rebeldía, pues el proceso sigue su curso. 

Para Carlos Arellano Garcia, el Término o plazo procesal, consiste en: 
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"es el tiempo de que dispone una parte, un órgano jurisdiccional o un 

tercero para ejercitar derechos o cumplir obligaciones con oportunidad dentro de 

cualquiera de las etapas en que se divide el proceso" (9 6) 

Por su parte el jurista Ignacio Burgoa, adopta el significado legal acerca de 

In palabra "término proccsnl", y dice que esta idea tiene una naturaleza 

esencialmente cronológica pudiéndose concebir como el momento o punto de 

finalización de un lapso, de un intervalo, de un periodo ; y se apega a ella en 

atención a que como lo explica: 

" .. .implica un periodo, un lapso o w1 intervalo dcnlro del cual se puede y se 

debe ejercitar una acción o un derecho o realizar válidamente cualquier acto 

procesal ante una autoridad". (9 7 ). 

Los ténninos procesales son improrrogables y prorrogables; los primeros 

son aquellos que requieren un lapso especial para su duración, no puede ampliarse, 

y una vez concluidos sin que medie la rebeldía debe seguirse el juicio teniéndose 

por perdido el derecho en caso de que no ejerciten dentro del tém1ino concedido 

por ley; así lo dispone el articulo 133 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal. (9 8) 

Los ténninos prorrogables, son aquellos que después de vencido el término 

que legalmente se marca para su cumplimiento admiten ampliación por 

disposición expresa. Lo cual podemos observar, según lo dispuesto por el articulo 

134 del Código Procesal y que a la letra dice: 

96.- ARELI..ANO GARCIA. Carlns, Teoríta General Jd Proceso. op. cit. Pág. 438. 
97.- BURGO A ORIHUELA, Ignacio. T corla General del Proi..-eso. op. ci1. Pág. 438. 
98.- Código de ProccJimlcnlos Civiles para el Dislrito federal al que en lo 1,.'01tsiguicutc se nombrará 
Código Procesal. 
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"Siempre que In práctica de un acto judicial requiera citación de lns 

personas que estén fuera de lugar del juicio, para que concurran ante el tribunal, se 

debe fijar un término, en el que se aumente al señalado por la ley un día más por 

cada doscientos kilómetros de distancia o fracción que exceda de la mitad salvo 

que la ley disponga otra cosa expresamente o que el juez estime que se deba 

ampliarse. Si el demandado residiere en el extranjero, el juez ampliará el término 

del emplazamiento a todo el que considere necesario, atendidas lns distancias y la 

mayor o menor facilidad de las comunicnciones". 

Enunciado el vocablo tém1ino, se debe mencionar que las nonnns 

reguladoras del proceso previenen el momento en que deben llevarse a efecto los 

actos del mismo para su debido cumplimiento; nsí, la oportunidad que se da a lns 

partes para llevar a acabo los netos procesales tienen una trascendencia de decisión 

porque esta constituye formalidades del procedimiento; para lo cual el proceso se 

ha distribuido en períodos o foses diferentes dentro de las cuales se deben realizar 

los actos procesales como son la fase postulatoria, la probatoria y In conclusiva. 

De tal manera que se dan ténninos en cada una de )ns fases mencionadas, 

así tenemos que la ley ha fijado un tém1ino para formular alegatos, el cual es 

común para las partes. 

Respecto a los términos que actualmente nuestro Código Procesal fija para 

formular los alegatos son: 

-Un cuarto de hora para alegar en primera instancia (Artículos 393 y 494). 

-Media hora en segunda instancia (artículo 393). 
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-Para los incidentes y en el juicio Especial de Desahucio no se fija término, 

ya que los artículos 88 y 494 no regulan el tiempo pam ellos; el artículo 88 refiere 

la palabra "brevemente", sin que especifique en que consiste esa brevedad, pues la 

misma debe tener un tiempo determinado. 

Como hemos mencionado, los alegatos están en desuso, no se llevan a cabo 

en la audiencia, incidental ni en ninguna otra. EL artículo 494 sólo determina que 

se celebrará audiencia de pruebas y alegatos; sin embargo, en la práctica, se pasa 

desapercibido tal precepto, en lo concerniente a los ulcgatos, ya que no se hace 

alegación alguna. 

Es importante señalar que el ténnino que concede In ley para alegar en 

primera instancia (quince minutos), resullnrfo insuficiente en caso de que alguna 

de la partes intentara presentarlos, ya que el tiempo no a1canz..:1rin para realizarlos 

si consideramos que deben hacer alusión a la pretensión de la contraparte corno In 

propia, al resultado de las pruebas aportadas en el juicio, el razonamiento de la 

aplicabilidad de la nomia al caso concreto y como siempre lo señala el secretario; 

todo lo que a su derecho convenga. 

Concluyendo, los alegatos son una carga pmccsal de los colitigantes, y si no 

los hacen valer, en la fonna y ténninos correspondiente, pierden totalmente el 

derecho de hacerlo cou posterioridad a la audiencia de ley. 

Las partes son sabedoras que de no producir sus alegatos, pierden la 

oportunidad de esgrimir sus argumentaciones, que quizá podian tener influencia en 

el resultado del juicio; sin embargo, no puede obligarse a parte alguna en el 

proceso, para que formule alegatos dentro del término lego! concedido. 
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3.7 FORMA DE MANIFESTAR ALEGATOS 

La fonnn es el aspecto o figura exterior de algo, todos los actos que se 

desarrollan en el proceso adoptan una fonna que al realizarlos el juez, las partes y 

demás terceros que intervienen en el proceso le dan un cierto nspccto exterior a sus 

actividades, y en el aspecto externo es donde se presentan las fonnalidades 

procesales, entendidas estas, como los requisitos externos de realización de los 

netos y hechos jurídicos para la validez de ellos dentro del proceso. 

Todo procedimiento debe someterse a detenninadas rondiciones de lugar, 

de tiempo, de medios de expresión a las cuales se les dominan fonnas procesales. 

Rafael de Pina y José Castillo Larrañaga, en su libro Instituciones de Derecho 

Procesal Civil, citan al maestro Juventino Castro, quien respecto a las fonnas 

procesales menciono: 

"vienen a ser, en el fondo, un conjunto de reglas legales que se establecen 

para todos y cada uno de los netos de procedimiento y a las cuales es menester 

sujetarse para no incurrir en sanciones que puedan llegar hasta la nulidad o 

inexistencia". (99) 

Por eso, las fonnns del procedimiento no pueden ser alteradas, modificadas 

o renunciables por los interesados. El jurisconsulto José Chiovenda, conceptualiza 

las fonnas procesales en sentido estricto y en sentido amplio señalando: 

"Las actividades de las partes y de los órganos jurisdiccionales, mediante 

las cuales el pleito procede desde el principio hacia la definición, y el conjunto de 

99.· DE PINA y LARRAl'IAGA. op. cit. Pág. 20t. 
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las cuales se llama procedimiento, debe amoldarse a determinadas condiciones de 

lugar, de tiempo, de medios de expresión: estas condiciones llámense formas 

procesales en sentido estricto. En un sentido más amplio y menos propio, llámense 

fonnas las mismas actividades necesarias en el proceso, en cuanto que, estando 

dirigidas a la actuación de un derecho sustancial, tiene carácter de forma respecto 

de la sustancia". (100) 

Las formas procesales constituyen una gamntía pnra la bucnn marcha de la 

administración de justicia, por este hecho son necesarias además de que exigen el 

aseguramiento del interés general, y salvaguardan los derechos de los litigantes. La 

garantía de que hablamos está preceptuada en el artículo 14 Constitucional que 

vela por el cumplimiento de las fom1nlidndcs esenciales del procedimiento, porque 

como asegura Chiovencla, las formns son necesarias porque su folla lleva al 

desorden, a la confusión y a la incertidumbre. 

En cuanto a la fose procesal que nos ocupa, tenemos el articulo relativo a la 

forma en que pueden producirse los alegatos y es el 394 del Código Proces.11, que 

señala: 

" ... Los alegatos serán verbales y pueden las partes presentar sus 

conclusiones por escrito• ". 

Es notorio que la ley no concede a las partes una opción entre los alegatos 

orales o escrito, sino que de entrada, las partes deben producir sus alegatos 

verbales, quc,lando n su libre albedrio presentar los apuntes de estos o no. 

too.. CHIOVENDA. J.,,.;. op. el!. Pógs. 123 y 124. 
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Como ya lo hemos anotado, si en la práctica jurídica no se producen los 

alegatos verbales, mucho menos las conclusiones por escrito; con la excepción 

que se establece en el articulo 276 del multicitado código y que dice: 

"Si las cuestiones controvertidas fueren puramente de derecho y no de 

hecho, se citará a In audiencia de alegatos, que podrán ser escritos". 

Anteriormente, en el artículo 425 del código Procesal (derogado en 1973), 

se concedía a las partes un plazo de cinco días para que presentaran sus alegatos 

por escrito, sin embargo, ahora no se señala el momento procesal oportuno para 

expresarlos. 

3.8 CONTENIDO DE LOS ALEGATOS 

Consideramos necesario señalar que el Código Procesal, no menciona en 

los artículos correspondientes, el contenido que deban tener los alegatos; no 

precisa en que consistirán. 

Las partes no podrán proporcionar información que no se contenga en el 

debate, se trata de estudiar fundamentos de Derecho y razonamientos jurídicos del 

material que han aportado ni proceso. A este propósito, el procesalista Jaime 

Gunsp señala los siguiente: 

"Por lo tanto, no se trata en los escritos de conclusiones de aportar nuevos 

datos al proceso, sino de elaborar definitivamente los que ya existen. La adición de 

pretensiones debe considerarse como totalmente improcedente, ni en conjunto, ni 

tampoco, en ninguno de los elementos que la componen, especialmente, en cuanto 
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a los fundamentos de hecho, los cuales no serian modificables en dicho tramite 

final. en cambio, la elaboración de los datos ya aportados, es decir, la apreciación 

o enjuiciamiento que 1ns partes deben hnccr, por vin última y definitiva, del 

material ya recogido, presenta la máxima importancia dentro de los escritos de 

conclusiones. Este enjuiciamiento se refiere tanto a las alegaciones ya fonnuladas 

como a las pruebas que se hayan practicado". (lo 1) 

Así, los alegatos se referirán n lns acciones y excepciones que quedaron 

fijadas en los escritos correspondientes, asi como un análisis de las pruebas 

aportadas por las partes. 

Sin duda, es fose Ovalle Favcla quien mejor nos explica lo que los alegatos 

deben contener: 

"Los alegatos deben contener, en primer ténnino, una relación breve y 

precisa de los hechos controvertidos y un análisis detallado de las pruebas 

aportadas para probarlos. Con esta relación de hechos y annlisis de pruebas 

generalmente se trata de demostrar al juzgador, por un lado, que con los medios de 

prueba suministrados por la parte que formula los alegatos, quedaron debidamente 

probados los hechos afirmados por ella en In fase expositiva y, por otro Indo, que 

los medios de prueba promovidos por la parte contraria, resultaron inadecuados, 

insuficientes o carentes de fuerza probatoria para confinnar los hechos afirmados 

por dicha contraparte. 

En segundo termino, en los alegatos las partes trunbien deben intentar 

demostrar la aplicabilidad de los preceptos jurídicos invocados u los hechos 

afinnados, y , en su opinión, probados. Asi se trata de fonnu1nr observaciones 

sobre la interpretación de las normas jurídicas. 

101.· GUASP. Jaime. op. cit. Págs. 677. 
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En tercer término, en los alegatos las partes concluyen que, tomando en 

cuenta que los hechos afirmados se han probado y se ha demostrado la 

aplicabilidad de los fundamentos de derechos aducidos, el juez debe resolver en 

sentido favorable a sus respectivas pretensiones o excepciones". (102) 

3.9 OBJETO DE LOS ALEGATOS 

En este punto, es importante señalar las opiniones que diversos tratadistas 

dan en cuanto al objeto de los alegatos, sin embargo, debemos mencionar que al 

abordar el tema, los estudiosos no han reparado en las implicaciones prácticas que 

su producción conlleva; ya que resulta del conocimiento de todos aquellos, que 

han o tienen, contacto con el ejercicio de la abogacía, la ineficiencia y desuso de la 

expresión de los alegatos. 

Considerando lo anterior iniciaremos con la opinión que el Doctor Gómez 

Lara nos da al respecto: 

" ... tratarán de ul'gumcntar la justificación de cada una de sus respectivas 

posiciones, y la solidez de los argumentaciones jurídicas y de la fuerza probatoria 

de los medios de prueba ofrecidos; se tratará en ellos, por otra parte, de desvirtuar 

la fuerza probatoria de los medios de prueba ofrecidos por la contraparte". (10 3) 

Aunque la Ley no menciona cuál deba ser el objeto de los alegatos, 

queremos creer que si las partes recapitularan en forma sintética los razonamientos 

de carácter jurídico del debate y las pruebas desahogadas, le proporcionarían al 

t02.· OV Al.LE FA VELA, losé. op. dt. Págs. 178 y 179. 
l03.- GOMEZ LARA, Clpriano. op. di. Pág. 122. 
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juez un resumen de todo el material del proceso. En este sentido, Alfredo 

Domínguez del Río menciona: 

"El objeto de los alegatos; es que cnda uno de los colitigantes ponga de 

resalte al juez los hechos sobresalientes del debate y las pruebas rendidas en 

relación con tales hechos". (104) 

Si recordamos el concepto que de los alegatos nos dió el maestro Becerra 

Bautista, encontramos que el objeto de los alegatos consiste en demostrar la 

aplicabilidad de la norma abstracta ni caso controvertido a su favor. El objeto o 

función de los alegatos consislc en que se demuestre juridicamentc la existencia de 

la nonnn que en algunos cnsos puede ser precisa y en algunos otros puede 

prestarse n interpretaciones y cuando no existe una nonna expresa debe atenderse a 

la necesidad de integrar el derecho mediante argumentos de la doctrina o la 

jurisprudencia de donde deriven su existencia por [mnlogin, mayoría de razón o por 

los principios generales del derecho y demostrar que las pruebas rendidas 

acreditan los hechos. 

En el proceso civil se exige plantear la controversia al tribunal y rendir 

pruebas para creditar los hechos controvertidos, siendo indis(l"nsablc que las 

partes litigantes hagan una argumentación jurídica para demostrar que In norma 

legal invocada por ellos tiene aplicación ni caso debatido, acordes con las pruebas 

aportadas de igual manera, de nhi que el objeto de los alegatos consista en que 

cada uno de los litigantes ponga de m;alte los hechos sobresalientes del debate y 

las pruebas rendidas en relación con los hechos, pues como los alegatos son las 

104.· DOMINGUEZ DEL RIO, Alfredo. Cmupcndlo Tcórko Pr:í.ctico de Derecho Proccsn\ Civil. 
Editorial Pomia S.A. Primr;:ra EdiciOn, México, 1977, Pág. 252. 
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argumentaciones que fonnulan las partes, una vez realiwdas las fases expositiva y 

probatoria con el fin de tratar de demostrar al juzgador que las pruebas practicadas 

confinnan los hechos nfinnados, que son aplicables los fundamentos de Derecho 

aducidos por cada una de ellas, por lo que el juzgador deberá acoger las 

respectivas pretensiones al pronunciar la sentencia definitiva. 

Expuesto lo anterior consideramos que la finalidad, propósito u objeto de 

los alegatos, si se llevaran n cabo realmente; no sería otro más. que e) exponer al 

juzgador los puntos de la litis, así como un resumen de las pruebas con las que han 

acreditado los hechos constitutivos de la demanda y la contestación de la misma, 

no tanto para orientarlo sino para tratar de influir en su ánimo para cuando dicte el 

fallo. 

Estimamos importante destacar algunas ventajas y desventajas de los 

alegatos y conclusiones para poder tener una idea aún más clara de la situación que 

éstos tienen actualmente en nuestro Derecho. 

En cuanto a los alegatos puede consideratse como un aspecto favorable el 

que siendo utilizados por un buen orador, opaquen las argumentaciones vertidas 

por su contrario, llegando incluso a tmnsgiversar la verdad, oponiendo así su 

criterio y detenninando con ello un muy probable fallo a su fovor. 

Por el contrario, si el abogado, apoderado o litigantes carecen de cualquier 

cualidad oratoria, se enfrentarían a un considerable obstáculo ante su incapacidad 

de expresar de manera convincente sus argumentos. 
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Una desventaja, que ya hemos mencionado con antcrioridad7 consisle en 

que los alegatos pocas veces, por no decir ninguna vez, serán escuchados por el 

juez, que nunca se presenta en esta audiencia, por lo que en cnso de que se 

exprcsarnn, quedarían en el olvido, para que finalmente el juez resuelva 

atendiendo a un frío expediente. 

En cuanto a las conclusiones, sin duda representa una ventaja el que se 

manifiesten en fonna escrita, pero sin embargo; In falta de estipulación del 

momento procesal oportuno las deja en desventaja, ya que resultarin ilógico 

presentarlas con anterioridad a la celebración de la uudicncia o al final de ésta, 

cuando no se sabe que ocurrirá en cl1n. 

No podemos concluir con el presente punto sin antes manifestar lo triste 

que resulta que los alegncos, en el proceso civil, se han convertido en una figura 

jurídica sin interés, tanto para los abogados postulantes como para los funcionarios 

encargados de administrar 1n justicia que no rcpnmn en la función primordial que 

desempeña dicha fase procesal. 

3.10 EFECTOS JURIDICOS DE LOS ALEGATOS. 

Una vez agotada la etapa conclusiva, el juzgador pronunciará una sentencia, 

es decir, emitirá una resolución que ponga fin a la contienda. 

Ahora bien, respecto a Jos efectos que producen los alegatos en relación a Ja 

función del juzgador. éste último 110 puede quedar obligado por las alegaciones 
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que hayan producido o presentado, es decir, que no hay motivo legal que lo 

constriña a tomarlos en cuenta, pues no forman parte de la litis, de acuerdo a los 

artículos 81 y 393 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

Al igual que Becerra Bautista, consideramos que actualmente, los efectos 

jurídicos de In presentación de los alegatos son inexistentes, ya que si bien, (si los 

presentaran), las partes tratar.in de orientar ni juez mediante sus alegatos, éste no 

los tomará en cuenta por las razones ya estudiadas. 

Así, el juez cuenta con completa libertad en lo que se refiere a tomar o no 

en cuenta los alegatos de los partes para dictar su resolución, ya que como señala 

Becerra Bautista 11
• No son vinculativos, aún cuando jurídicamente lo orientan y 

sean In conclusión lógica de In actividad de las partes en un proceso civil". (105) 

Con el presente punto damos por concluido lo relativo a los alegatos en 

materia civil, pero cabe destacar que los efectos jurídicos, como nos hemos dado 

cuen~1 son nulos, lo cual sin duda merece que el concepto de nlegatos como carga 

procesal sean tomados en cuenta nuevamente por todos aquellos que nos 

dedicarnos ni ejercicio de la abogacía. 

En la práctica como ya lo hemos visto, In etapa de los alegatos se reduce a 

una simple frase, que se ha hecho vicio para todos aquellos secretarirs en la 

audiencia: "cada parte alegó lo que a su derecho convino". 

!OS.- BECERRA BAUTISTA, José. op. cit. Pág. 136. 
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La importancia de los alegatos ha sido olvidada, su desuso se debe a que la 

ley no les ha dado la importancia que merecen, lo que ha hecho mayor su 

abandono. 

3.11.- PROPUESTA DE ADICIONAL ARTICULO 394 DEL TITULO 

SEXTO DEL JUICIO ORDINARIO. CAPITULO IV DE LAS PRUEBAS EN 

PARTICULAR SECCION X DE LA AUDIENCIA. DEL CODIGO DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

Actualmente nuestro Código de Procedimientos Civiles pam el Distrito 

Federal dispone en su articulo 394 lo siguiente: 

"Queda prohibida la práctica de dictar los alegatos a la hora de la diligencia 

Los niega tos serán verbales y pueden las partes presentar sus con el usiones pm 

escrito". 

Se sugiere la siguiente adición: 

... En un ténnino de tres días que correrán a partir del momento de la últimn 

recepción de las pruebas, con el objeto de demostrar al juzgador que los hechos 

argumentados en el proceso han sido probados por el interesado, de hiendo el juez 

considerar su estudio y análisis para dictar sentencia. 
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CONCLUSIONES 

1.- En nuestro Proceso Civil Mexicano los alegatos han sido abandonados 

por la legislación y por los estudiosos del derecho trayendo como consecuencia su 

desuso por el desconocimiento de su importancia. 

2.- El proceso son aquellos actos que se encuentran regulados dentro de una 

normatividad de los sujetos que intervienen ante el órgano facultado por el Estado, 

para la aplicación de todas nqucl1as normas jurídicas en controversia, con 1a 

finalidad de solucionarlas. 

3.- Las partes son oquellas personas fisicas o momlcs con capacidad para 

acudir ante el órgano jurisdiccional a nombre propio o de tercero para la defensa 

de un derecho en controversia. 

4.- La carga procesal se establece por la ley en beneficio del propio interés, 

es decir, su liberación o no observancia, sólo le traerá, en su caso, beneficios o 

perjuicios al sujeto grabado por ella. En cambio, la obligación se establece por la 

ley para beneficio de un interés ajeno al de aquel que tiene que realizarla. 

5.- Los alegatos son los razonamientos lógico jurídicos, presentados por 

alguna de las partes o sus representantes tendientes a demostrar al juzgador que los 

hechos argumentados, que en su momento han sido probados por el interesado, 

confirman su acción o excepción según sea el caso y que por el contrario su 
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contraparte no lo hizo, esto con el fin de orientar e incrementar el conocimiento 

del juzgador para que resuelva en fonna favorable n sus inlereses. 

6.- En teoria, los alegatos son considerados como cnrgns procesales, por lo 

tanto, otorgan beneficios, pero en la práctica los órganos jurisdiccionales no los 

toman en cuenln al dictar sentencia argumentando que estos no pertenecen a la 

lilis. 

7 .- El articulo 393 de nueslro Código de Procedimienlos Civiles, es letra 

muerta ya que actualmente en la práctica nadie efectúa los ulegntos, pues una vez 

tcnninada la audiencia los secretarios se concretan a señalar como mero 

fonnulismo : "cada una de lns partes alegó Jo que a su derecho convino", además 

de que como el articulo 394 prohibe dictar los alegatos, si cualquiera de las partes 

produjera sus ale jatos verbalmente, no quedaría constancia de sus palabras. 

8.- El articulo 394 del Código de Procedimienius Civiles permite presentar 

conclusiones por escrito, lo cual repn!senta una ventuja, pero sin embargo; la falla 

de estipulación del momento procesal oportuno las deja en desventaja, ya que 

resuharia ilógico presentarlas con anterioridad a la celebración de la audiencia o al 

final de ésta, cuando no se sabe que ocurrirá en ella. 

9.- Es necesario conceder un ténnino de 3 dlas a partir de la audiencia de 

ley para que las partes fonnuleu sus conclusiones por escrito, sin afectar el 

principio de expeditez de justicia, si no por el contrario ayudaremos a la mejor 

expedición de justicia. 
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10.- Los efectos jurídicos de los alegatos son inexistentes en virtud de que 

no hay motivo legal que constriña al juez a tomarlos en cuenta para dictar su 

resolución. Por tal motivo deberá haber una modificación al Código de 

Procedimientos en donde se obligue al juez a estudiarlos e incorporarlos en la 

sentencia, como uno más de los requisitos de ésta. 
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